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DISPOSICIONES  CITADAS 





Ley Nº 9.155, 

de 4 de diciembre de 1933 

 

CÓDIGO PENAL 

TITULO II - DE LAS CIRCUNSTANCIAS QUE EXIMEN DE PENA 

CAPITULO III - DE LAS CAUSAS DE IMPUNIDAD 

 

 Artículo 36.- (La pasión provocada por el adulterio). La pasión 
provocada por el adulterio faculta al Juez para exonerar de pena por los delitos 
de homicidio y de lesiones, siempre que concurran los requisitos siguientes: 

   1. Que el delito se cometa por el cónyuge que sorprendiera infraganti al otro 
cónyuge y que se efectúe contra éste o contra el amante. 

   2. Que el autor tuviera buenos antecedentes y que la oportunidad para 
cometer el delito no hubiera sido provocada o simplemente facilitada mediando 
conocimiento anterior de la infidelidad conyugal.  

TITULO V - DE LAS PENAS 

CAPITULO I - DE SU ENUMERACION Y CLASIFICACION 

 Artículo 67.- (De las penas accesorias)  Son penas accesorias:  

   La inhabilitación absoluta para cargos, oficios públicos, derechos políticos, 
profesiones académicas, comerciales o industriales. 

   La suspensión de cargos u oficios públicos o profesiones académicas, 
comerciales o industriales, la pérdida de la patria potestad y de la capacidad 
para administrar, en los casos en que, no imponiéndolas las sentencias, la ley 
ordena que otras penas las lleven consigo. 

TITULO VIII - DE LA EXTINCION DE LOS DELITOS Y DE LAS PENAS 

CAPITULO I - DE LA EXTINCION DEL DELITO 

 Artículo 119.- (Punto de partida para la computación de los delitos). 

   El término empieza a correr, para los delitos consumados, desde el día de la 
consumación; para los delitos tentados, desde el día en que se suspendió la 
ejecución; para los delitos cuya existencia o modalidad requiere diversos actos 
o diversas acciones -(delitos colectivos y continuados)- desde el día en que se 
ejecuta el último hecho o se realiza la última acción; para los delitos 
permanentes desde el día en que cesa la ejecución. 
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LIBRO II 

 

TITULO IV - DELITOS CONTRA LA ADMINISTRACION PUBLICA 

CAPITULO V - DE LA VIOLENCIA Y LA OFENSA A LA AUTORIDAD 
PUBLICA 

 

 Artículo 173.- (Desacato).- Se comete desacato menoscabando la 
autoridad de los funcionarios públicos de alguna de las siguientes maneras: 

     1) Por medio de ofensas reales ejecutadas en presencia del funcionario o en 
el lugar en que éste ejerciera sus funciones. 

     2) Por medio de la desobediencia abierta al mandato legítimo de un 
funcionario público. 

     El delito se castiga con tres a dieciocho meses de prisión. 

     Nadie será castigado por manifestar su discrepancia con el mandato de la 
autoridad. 

Fuente: artículo 6º de la Ley Nº 18.515, de 26 de junio de 2009. 

TITULO X - DE LOS DELITOS CONTRA LAS BUENAS COSTUMBRES Y EL 
ORDEN DE LA FAMILIA 

CAPITULO IV - DE LA VIOLENCIA CARNAL, CORRUPCION DE MENORES, 
ULTRAJE PÚBLICO AL PUDOR 

 Artículo 272.- (Violación) Comete violación el que compele a una 
persona del mismo o de distinto sexo, con violencias o amenazas, a sufrir la 
conjunción carnal, aunque el acto no llegara a consumarse.  

   La violencia se presume cuando la conjunción carnal se efectúa: 

   1. Con persona del mismo o diferente sexo, menor de quince años. No 
obstante, se admitirá prueba en contrario cuando la víctima tuviere doce años 
cumplidos.  

   2. Con persona que, por causas congénitas o adquiridas, permanentes o 
transitorias, se halla, en el momento de la ejecución del acto, privada de 
discernimiento o voluntad.  

   3. Con persona arrestada o detenida, siempre que el culpable resulte ser el 
encargado de su guarda o custodia.  

   4. Con fraude, sustituyéndose el culpable a otra persona.  

   Este delito se castiga, según los casos, con penitenciaría de dos a doce 
años. 

Fuente: artículo 9º de la Ley Nº 16.707, de 12 de julio de 1995. 

Inciso final suprimido por el artículo 17 de la Ley Nº 17.897, de 14 de setiembre de 1995. 
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 Artículo 273.- (Atentado violento al pudor). Comete atentado violento 
al pudor, el que por los medios establecidos en el artículo anterior, o 
aprovechándose de las circunstancias en él enunciadas, realizara sobre 
persona del mismo o diferente sexo, actos obscenos, diversos de la conjunción 
carnal, u obtuviera que ésta realizare dichos actos sobre sí mismo o sobre la 
persona del culpable o de un tercero.  

   Este delito se castigará con la pena de ocho meses de prisión a seis años de 
penitenciaría. 

   Si el sujeto pasivo del delito fuese un menor de doce años, la pena a 
aplicarse será de dos a seis años de penitenciaría. 

Fuente: artículo 68 de la Ley Nº 17.243, de 29 de junio de 2000. 

 Artículo 274. (Corrupción).- Comete corrupción el que, para servir su 
propia lascivia, con actos libidinosos corrompiere a persona mayor de doce 
años y menor de dieciocho.  

             Este delito se castiga con pena que puede oscilar entre seis meses de 
prisión y tres años de penitenciaría.  

             Comete delito de proxenetismo y se halla sujeto a las penas 
respectivas el que ejecutare alguno de los hechos previstos por la Ley Especial 
de 27 de mayo de 1927. 

Fuente: artículo 10 de la Ley Nº 16.707, de 12 de julio de 1995. 

 Artículo 275. (Estupro).- Comete estupro el que, mediante promesa 
de matrimonio, efectuare la conjunción con una mujer doncella menor de veinte 
años y mayor de quince.  

             Comete estupro igualmente, el que, mediante simulación de 
matrimonio, efectuare dichos actos con mujer doncella mayor de veinte años.  

             El estupro se castiga con pena que puede oscilar desde seis meses de 
prisión a tres años de penitenciaría. 

 Artículo 276. (Incesto).- Cometen incesto los que, con escándalo 
público mantienen relaciones sexuales con los ascendientes legítimos y los 
padres naturales reconocidos o declarados tales, con los descendientes 
legítimos y los hijos naturales reconocidos o declarados tales, y con los 
hermanos legítimos.  

               Este delito será castigado con seis meses de prisión a cinco años de 
penitenciaría.  

 Artículo 277. (Ultraje público al pudor).- Comete ultraje al pudor el 
que, en lugar público o expuesto al público ejecutare actos obscenos o 
pronunciare discursos de análogo carácter.  

              Este delito será castigado con tres meses de prisión a tres años de 
penitenciaría.  
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CAPITULO V - ESPECTACULOS Y PUBLICACIONES INMORALES Y 
PORNOGRAFICOS 

 

 Artículo 278. (Exhibición pornográfica).- Comete el delito de exhibición 
pornográfica el que ofrece públicamente espectáculos teatrales o 
cinematográficos obscenos, el que transmite audiciones y efectúa 
publicaciones de idéntico carácter.  

             Este delito se castiga con la pena de tres a veinticuatro meses de 
prisión. 

 Artículo 279. (La acción).- En el delito de violación se procederá a 
instancia de la parte ofendida.  

               Dejará de observarse esta regla cuando la persona ofendida fuere 
menor de quince o mayor de quince y menor de veintiún años y careciere de 
representante legal; cuando el delito ocasionara la muerte de la víctima o se 
presentare acompañado de otro delito perseguible de oficio, o fuere cometido 
con abuso de las relaciones domésticas o por los padres, tutores o curadores.  

              En los delitos de corrupción, atentando violento al pudor y estupro se 
procederá a instancia de la parte ofendida.  

             Dejará de observarse esa regla cuando la persona ofendida fuere 
menor de veintiún años y careciere de representante legal; cuando el delito 
ocasionare la muerte de la víctima, o se presentare acompañado de otro delito 
perseguible de oficio, o fuere cometido con abuso de las relaciones 
domésticas, o por los padres, tutores o curadores. 

Fuente: artículo 16 de la Ley Nº 14.068, de 10 de julio de 1972. 

CAPITULO VI - OMISION DE LOS DEBERES INHERENTES AL EJERCICIO 
DE LA PATRIA POTESTAD Y LA TUTELA 

 Artículo 279 A.- (Omisión de la asistencia económica inherente a la 
patria potestad o la guarda)  

              El que omitiere el cumplimiento de los deberes legales de asistencia 
económica inherentes a la patria potestad, o a la guarda judicialmente 
conferida, será castigado con pena de tres meses de prisión a dos años de 
penitenciaría.  

              Constituye agravante especial de este delito el empleo de 
estratagemas o pretextos para sustraerse al cumplimiento de los deberes de 
asistencia económica inherentes a la patria potestad. 

 Artículo 279 B. (Omisión de los deberes inherentes a la patria 
potestad).- El que omitiere el cumplimiento de los deberes de asistencia 
inherentes a la patria potestad poniendo en peligro la salud moral o intelectual 
del hijo menor será castigado con tres meses de prisión a cuatro años de 
penitenciaría. 

Fuente: CAPÍTULO VI agregado por el artículo 17 de la Ley Nº 14.068, de 10 de julio de 1972. 
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TITULO XII - DE LOS DELITOS CONTRA LA PERSONALIDAD FISICA Y 
MORAL DEL HOMBRE 

CAPITULO I 

 Artículo 312. (Circunstancias agravantes muy especiales).- Se 
aplicará la pena de penitenciaría de quince a treinta años, cuando el homicidio 
fuera cometido:  

   1. Con impulso de brutal ferocidad, o con grave sevicia.  

   2. Por precio o promesa remuneratoria.  

   3. Por medio de incendio, inundación, sumersión, u otros de los delitos 
previstos en el inciso 3º del artículo 47.  

   4. Para preparar, facilitar o consumar otro delito, aún cuando éste no se haya 
realizado.  

   5. Inmediatamente después de haber cometido otro delito, para asegurar el 
resultado, o por no haber podido conseguir el fin propuesto, o para ocultar el 
delito, para suprimir los indicios o la prueba, para procurarse la impunidad o 
procurársela a alguno de los delincuentes.  

   6. La habitualidad, el concurso y la reincidencia, en estos dos últimos casos, 
cuando el homicidio anterior se hubiera ejecutado sin las circunstancias 
previstas en el numeral 4º del artículo precedente. 

 

CAPITULO II 

 Artículo 321. (Lesión culpable).- La lesión culpable será castigada con 
la pena de la lesión dolosa, según su diferente gravedad y las circunstancias 
que en ellas concurran, disminuida de un tercio a la mitad.  

               La aplicación del máximo se considerará plenamente justificada, 
cuando del hecho resultare la lesión de dos o más personas. 

              Artículo 321 Bis. (Violencia doméstica).- El que, por medio de 
violencias o amenazas prolongadas en el tiempo, causare una o varias lesiones 
personales a persona con la cual tenga o haya tenido una relación afectiva o de 
parentesco, con independencia de la existencia de vínculo legal, será castigado 
con una pena de seis a veinticuatro meses de prisión. 

             La pena será incrementada de un tercio a la mitad cuando la víctima 
fuere una mujer y mediaren las mismas circunstancias y condiciones 
establecidas en el inciso anterior. 

             El mismo agravante se aplicará si la víctima fuere un menor de 
dieciséis años o una persona que, por su edad u otras circunstancias, tuviera 
su capacidad física o psíquica disminuida y que tenga con el agente relación de 
parentesco o cohabite con él. 

Fuente: artículo 18 de la Ley Nº 16.707, de 12 de julio de 1995. 
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Ley Nº 15.982,  
de 18 de octubre de 1988 

 
CÓDIGO GENERAL DEL PROCESO 

 
 

TITULO II - PROCESO CAUTELAR 

CAPITULO I - DISPOSICIONES GENERALES 

 

 Artículo 311.- Universalidad de la aplicación.- 

    311.1 Las medidas cautelares podrán adoptarse en cualquier proceso, tanto 
contencioso como voluntario, por el tribunal que esté conociendo o deba 
conocer en el asunto. 

    311.2 Se adoptarán en cualquier estado de la causa e incluso como 
diligencia preliminar de la misma. En este caso, las medidas cautelares 
caducarán de pleno derecho si no se presentare la demanda dentro de los 
treinta días de cumplidas, condenándose al peticionante al pago de todos los 
gastos del proceso y de los daños y perjuicios causados. 

    Cuando para hacer efectiva la medida cautelar se requiera la inscripción en 
el Registro respectivo, el plazo de caducidad se contará a partir del día hábil 
siguiente al décimo día hábil posterior al libramiento del oficio. 

    Declarada la caducidad, la medida no podrá ser propuesta nuevamente si no 
se acredita la existencia de circunstancias supervenientes. 

    311.3 Las medidas cautelares se decretarán siempre a petición de parte, 
salvo que la ley autorice a disponerlas de oficio y se adoptarán, además, con la 
responsabilidad de quien las solicite. 

Fuente: artículo 1º de la Ley Nº 19.090 de 14 de junio de 2013. 

 

 Artículo 312. Procedencia.-  Podrán adoptarse las medidas cautelares 
cuando el tribunal estime que son indispensables para la protección de un 
derecho y siempre que exista peligro de lesión o frustración del mismo por la 
demora del proceso. 

               La existencia del derecho y el peligro de lesión o frustración deberán 
justificarse sumariamente. 

 Artículo 313. Facultades del tribunal.- En todo caso corresponderá al 
tribunal: 

    1) Apreciar la necesidad de la medida, pudiendo disponer una menos 
rigurosa a la solicitada, si la estimare suficiente; 

    2) Establecer su alcance; 

    3) Establecer el término de su duración; 
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    4) Disponer de oficio o a petición de parte, la modificación, sustitución o cese 
de la medida cautelar adoptada, siguiéndose, en el caso de la petición y para 
su sustanciación, el procedimiento de los incidentes; 

    5) Exigir la prestación de contracautela suficiente, salvo el caso excepcional 
de existir motivos fundados para eximir de ella al peticionario. 

 Artículo 314. Requisitos de la petición.-  

   314.1 Será competente para entender en la medida cautelar, si la misma 
fuere solicitada como diligencia preliminar, el tribunal que lo es para entender 
en el proceso posterior. 

    Si el tribunal se considerare incompetente, deberá rechazar de plano su 
intervención. Sin embargo, la medida ordenada por un tribunal incompetente 
será válida si se cumplen los demás requisitos legales, pero no se prorrogará la 
competencia, debiendo remitirse las actuaciones, no bien sea requerido o no 
bien se ponga de manifiesto la incompetencia no prorrogable, al tribunal que 
sea competente. 

   314.2 La petición deberá contener: 

    1) La precisa determinación de la medida y de su alcance. 

    2) El fundamento de hecho de la medida, el que resultará de la información 
sumaria que se ofrezca o de los elementos existentes en el proceso o de los 
que se acompañen o de la notoriedad del hecho o de la naturaleza de los 
mismos. 

    3) La contracautela que se ofrece. 

  314.3 Realizado el diligenciamiento de la información sumaria o, si lo 
considera necesario, en su primera providencia, el tribunal resolverá el rechazo 
o la admisión de la medida, con expresión de su alcance y demás 
características a que refiere el artículo 313. 

 Artículo 315. Recursos.- 

    315.1 La medida se decretará sin conocimiento ni intervención de la 
contraparte. Ningún incidente o petición planteado por el destinatario de la 
medida podrá detener su cumplimiento. 

    315.2 Si el afectado no hubiese tomado conocimiento de la medida en forma 
completa y concreta con motivo de su ejecución, se le notificará dentro del 
tercer día de cumplida. En todos los casos, podrán ofrecerse garantías 
sustitutivas, sin que el trámite de esa petición obste al cumplimiento de la 
medida dispuesta; pero cumplida, si el tribunal estimare suficiente la garantía 
sustitutiva, ordenará el cese de la dispuesta. 

      315.3 La providencia que deniegue o disponga el cese de una medida 
cautelar será apelable con efecto suspensivo. La que la admita, modifique o 
sustituya será apelable sin efecto suspensivo. 

Fuente:                 artículo 1º de la Ley Nº 19.090, de 14 de junio de 2013. 

Ordinal 3º, artículo 4º de la Ley Nº 16.699, de 25 de abril de 1995. 
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 Artículo 316. Medidas específicas.- 

    316.1 El tribunal podrá disponer las medidas que estime indispensables, 
entre otras, la prohibición de innovar, la anotación preventiva de la litis, los 
embargos o secuestros, la designación de veedor o auditor, la de interventor o 
cualquiera otra idónea para el cumplimiento de la finalidad cautelar (artículo 
312). 

    316.2 La resolución que disponga una intervención necesariamente fijará su 
plazo, el que podrá ser prorrogado mediante la justificación sumaria de su 
necesidad y las facultades del interventor, que se limitarán a las estrictamente 
indispensables para asegurar el derecho que se invoque, debiéndose, en lo 
posible, procurar la continuación de la explotación intervenida. El tribunal fijará, 
así mismo, la retribución del interventor, la cual, si fuere mensual, no podrá 
exceder de la que percibiere, en su caso, un gerente con funciones de 
administrador en la empresa intervenida; se abonará por el peticionario o, 
mediando circunstancias que así lo determinen, por el patrimonio intervenido y 
se imputará a la que se fije como honorario final, sin perjuicio de lo que en 
definitiva se decida respecto a la parte que deba soportar su pago. 

 Artículo 317. Medidas provisionales y anticipadas.- 

    317.1 Fuera de los casos regulados en los artículos anteriores, podrá el 
tribunal adoptar las medidas provisionales que juzgue adecuadas o anticipar la 
realización de determinadas diligencias, para evitar que se cause a la parte, 
antes de la sentencia, una lesión grave o de difícil reparación o para asegurar 
provisionalmente la decisión sobre el fondo. 

    317.2 Como medida provisional o anticipada podrá disponerse el remate de 
bienes que se hubieren embargado o, en general, se encontraren sometidos a 
cualquier medida cautelar cualquiera sea la materia del proceso, que corran 
riesgo de perecer, deteriorarse, depreciarse o desvalorizarse o cuya 
conservación irrogue perjuicios o gastos desproporcionados a su valor. 

    En estos casos, el tribunal podrá, a petición de parte y escuchando a la otra, 
disponer su remate por resolución inapelable y depositar el producto en valores 
públicos, a la orden del tribunal y bajo el rubro de autos. 

    317.3 Estas medidas se regularán, en lo pertinente, por lo dispuesto en los 
artículos 311 a 316. 

    En todo supuesto de solicitud de medida provisional antes de disponerse 
ésta deberá oírse a la contraparte, mediante traslado por seis días o audiencia 
convocada con carácter urgente. 
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Ley Nº 16.060, 

de 4 de setiembre de 1989 

SOCIEDADES COMERCIALES 

SECCION XIV 

De la intervención judicial 

Artículo 184. (Intervención judicial. Procedencia).- Cuando el o los 
administradores de la sociedad realicen actos o incurran en omisiones que la 
pongan en peligro grave o nieguen a los socios o accionistas el ejercicio de 
derechos esenciales, procederá la intervención judicial como medida cautelar, 
con los recaudos establecidos en esta Sección. 

También será admisible cuando por cualquier causa no actúen los órganos 
sociales o cuando actuando, no sea posible adoptar resoluciones válidas, 
afectándose el desarrollo de la actividad social. En esta hipótesis, no será 
necesario entablar un juicio posterior. 

Artículo 188. (Remisión a normas procesales).- Lo previsto en esta Sección 
es sin perjuicio de lo establecido en el Libro II, Título II del Código General del 
Proceso, cuyas normas se aplicarán en lo pertinente a la intervención judicial 
que esta ley regula. 
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Ley Nº 16.603, 

de 10 de octubre de 1994 

 

CÓDIGO CIVIL 

LIBRO PRIMERO - DE LAS PERSONAS 

TITULO V - DEL MATRIMONIO 

CAPITULO V - DE LA SEPARACION DE CUERPOS Y DE LA DISOLUCION 
DEL MATRIMONIO 

SECCION I - DE LA SEPARACION DE CUERPOS 

 

      Artículo 148.- La separación de cuerpos solo puede tener lugar: 

1°)  Por el adulterio de cualquiera de los cónyuges. 

      Existe adulterio, cuando se hubieran mantenido relaciones sexuales fuera 
del matrimonio con personas del mismo o diferente sexo, lo que se entenderá 
sin perjuicio de lo dispuesto por el artículo 127, inciso segundo, de este Código. 

2°)  Por la tentativa de uno de los cónyuges contra la vida del otro, pronunciada 
la sentencia criminal condenatoria. 

3°)  Por sevicias o injurias graves del uno respecto del otro. 

      Estas causales serán apreciadas por el Juez teniendo en cuenta la 
educación y condición del cónyuge agraviado. 

4°)  Por la propuesta de cualquiera de los cónyuges para prostituir al otro 
cónyuge. 

5°)  Por el conato de cualquiera de los cónyuges para prostituir a sus hijos o 
menores a cargo y por la connivencia en la prostitución de aquellos. 

6°)  Cuando hay entre los cónyuges riñas y disputas continuas, que les hagan 
insoportable la vida común. 

7°)  Por la condena de uno de los cónyuges a pena de penitenciaría por más de 
diez años. 

8°)  Por el abandono voluntario del hogar que haga uno de los cónyuges, 
siempre que haya durado más de tres años. 

9°)  Por la separación de hecho, ininterrumpida y voluntaria de por lo menos 
uno de los cónyuges durante más de tres años, sea cual fuere el motivo que la 
haya ocasionado. 

10)  Por la incapacidad de cualquiera de los cónyuges cuando haya sido 
declarada por enfermedad mental permanente e irreversible (artículo 431 y 
siguientes en cuanto sean aplicables) y siempre que se cumplan los siguientes 
requisitos: 
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 A) Que haya quedado ejecutoriada la sentencia que declaró la 
incapacidad. 

 B) Que, a juicio del Juez, apoyado en dictamen pericial, la enfermedad 
mental sea de tal naturaleza que racionalmente no pueda esperarse el 
restablecimiento de la comunidad espiritual y material propia del estado de 
matrimonio. 

                   Ejecutoriada la sentencia, el cónyuge o excónyuge en su caso 
deberá contribuir a mantener la situación económica del incapaz, 
conjuntamente con todos los demás obligados por ley a la prestación 
alimenticia según las disposiciones aplicables (artículos 116 y siguientes). 

11) Por el cambio de identidad de género cuando este se produzca con 
posterioridad a la unión matrimonial, aun cuando este cambio retrotrajera a una 
identidad anterior. 

Fuente: artículo 5º de la Ley Nº 19.075, de 3 de mayo de 2015. 

 

LIBRO PRIMERO - DE LAS PERSONAS 

TITULO VIII - DE LA PATRIA POTESTAD 

CAPITULO III - DE LOS MODOS DE ACABARSE, PERDERSE O 
SUSPENDERSE LA PATRIA POTESTAD 

 

      Artículo 284.- Los padres perderán, de pleno derecho y sin que sea 
necesario declaración expresa al respecto, la patria potestad sobre sus hijos en 
los casos siguientes: 

    1º.- Si fueren condenados por el delito previsto por el artículo 274 inciso 3º 
del Código Penal contra la persona de cualquiera de sus descendientes. 

    2º.- Si fueren condenados a pena de penitenciaría como autores o cómplices 
de un delito contra la persona de uno o varios de sus hijos. 

    3º.- Si fueren condenados dos veces con pena de prisión, como autores o 
cómplices de un delito contra la persona de uno o varios de sus hijos. 

           El Actuario del Juez que hubiere conocido en primera instancia, 
comunicará de oficio y dentro del término de cinco días al Instituto Nacional del 
Menor y al Ministerio Público las sentencias ejecutoriadas a que se refiere este 
artículo, bajo pena de multa de hasta 25 unidades reajustables. 

           La pérdida de la patria potestad comprende la de todos los derechos a 
ella inherentes, pero no la de las obligaciones establecidas en los artículos 118 
y 279 de este Código. 

          Tampoco afecta a las relaciones jurídicas emanadas del derecho 
sucesorio. 
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Ley Nº 17.514, 

de 2 de Julio de 2002 

________  

VIOLENCIA DOMÉSTICA 

DECLÁRANSE DE INTERÉS GENERAL LAS ACTIVIDADES ORIENTADAS A SU 
PREVENCIÓN, DETECCIÓN TEMPRANA, ATENCIÓN Y ERRADICACIÓN 

 

CAPÍTULO I 

DISPOSICIONES GENERALES 

 

Artículo 1º.- Decláranse de interés general las actividades orientadas a la 
prevención, detección temprana, atención y erradicación de la violencia doméstica. 
Las disposiciones de la presente ley son de orden público. 

Artículo 2º.- Constituye violencia doméstica toda acción u omisión, directa o 
indirecta, que por cualquier medio menoscabe, limitando ilegítimamente el libre 
ejercicio o goce de los derechos humanos de una persona, causada por otra con la 
cual tenga o haya tenido una relación de noviazgo o con la cual tenga o haya tenido 
una relación afectiva basada en la cohabitación y originada por parentesco, por 
matrimonio o por unión de hecho. 

Artículo 3º.- Son manifestaciones de violencia doméstica, constituyan o no delito: 

A) Violencia física. Acción, omisión o patrón de conducta que dañe la integridad 
corporal de una persona. 

B) Violencia psicológica o emocional. Toda acción u omisión dirigida a perturbar, 
degradar o controlar la conducta, el comportamiento, las creencias o las 
decisiones de una persona, mediante la humillación, intimidación, aislamiento o 
cualquier otro medio que afecte la estabilidad psicológica o emocional. 

C) Violencia sexual. Toda acción que imponga o induzca comportamientos sexuales 
a una persona mediante el uso de: fuerza, intimidación, coerción, manipulación, 
amenaza o cualquier otro medio que anule o limite la libertad sexual. 

D) Violencia patrimonial. Toda acción u omisión que con ilegitimidad manifiesta 
implique daño, pérdida, transformación, sustracción, destrucción, distracción, 
ocultamiento o retención de bienes, instrumentos de trabajo, documentos o 
recursos económicos, destinada a coaccionar la autodeterminación de otra 
persona. 

CAPÍTULO II 

JURISDICCIÓN Y COMPETENCIA 

 

Artículo 4º.- Los Juzgados con competencia en materia de familia, entenderán 
también en cuestiones no penales de violencia doméstica y en las cuestiones 
personales o patrimoniales que se deriven de ella. 
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Artículo 5º.- Los Juzgados y Fiscalías con competencia en materia de familia serán 
competentes, asimismo, para atender situaciones de urgencia en violencia doméstica. 

A tal efecto, la Suprema Corte de Justicia y el Ministerio de Educación y Cultura, a 
propuesta de la Fiscalía de Corte, determinarán, en su caso, el régimen de turnos para 
atender, en horas y días hábiles e inhábiles, todos los asuntos que requieran su 
intervención conforme a esta ley. 

Artículo 6º.- Los Juzgados de Paz, en el interior de la República, cualquiera sea su 
categoría, tendrán competencia de urgencia para entender en materia de violencia 
doméstica, pudiendo disponer de forma provisoria las medidas pertinentes 
establecidas en esta ley para la protección de presuntas víctimas, debiendo elevar los 
asuntos al Juzgado Letrado de Primera Instancia correspondiente, necesariamente 
dentro de las cuarenta y ocho horas de haber tomado conocimiento de los hechos, a 
cuya resolución se estará. 

Artículo 7º.- Toda actuación judicial en materia de violencia doméstica, 
preceptivamente, será notificada al Fiscal que corresponda, desde el inicio. El mismo 
deberá intervenir en todos los asuntos relativos a las personas e intereses de las 
víctimas de violencia doméstica. 

CAPÍTULO III 

LEGITIMACIÓN DEL DENUNCIANTE Y LLAMADO  
A TERCEROS A JUICIO 

 

Artículo 8º.- Cualquier persona que tome conocimiento de un hecho de violencia 
doméstica, podrá dar noticia al Juez competente en la materia, quien deberá adoptar 
las medidas que estime pertinentes de acuerdo a lo previsto en esta ley. Siempre que 
la noticia presente verosimilitud, no le cabrá responsabilidad de tipo alguno a quien la 
hubiere dado. 

El Juez, de oficio o a solicitud del Ministerio Público, podrá llamar a terceros al juicio. 

CAPÍTULO IV 

MEDIDAS DE PROTECCIÓN 

 

Artículo 9º.- En toda cuestión de violencia doméstica, además de las medidas 
previstas en el artículo 316 del Código General del Proceso, el Juez, de oficio, a 
petición de parte o del Ministerio Público deberá disponer todas las medidas 
tendientes a la protección de la vida, la integridad física o emocional de la víctima, la 
libertad y seguridad personal, así como la asistencia económica e integridad 
patrimonial del núcleo familiar. 

Artículo 10.- A esos efectos podrá adoptar las siguientes medidas, u otras análogas, 
para el cumplimiento de la finalidad cautelar: 

1) Disponer el retiro del agresor de la residencia común y la entrega inmediata de 
sus efectos personales en presencia del Alguacil. Asimismo, se labrará inventario 
judicial de los bienes muebles que se retiren y de los que permanezcan en el 
lugar, pudiéndose expedir testimonio a solicitud de las partes. 

2) Disponer el reintegro al domicilio o residencia de la víctima que hubiere salido del 
mismo por razones de seguridad personal, en presencia del Alguacil. 

3) Prohibir, restringir o limitar la presencia del agresor en el domicilio o residencia, 
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lugares de trabajo, estudio u otros que frecuente la víctima. 

4) Prohibir al agresor comunicarse, relacionarse, entrevistarse o desarrollar cualquier 
conducta similar en relación con la víctima, demás personas afectadas, testigos o 
denunciantes del hecho. 

5) Incautar las armas que el agresor tuviere en su poder, las que permanecerán en 
custodia de la Sede, en la forma que ésta lo estime pertinente. Prohibir al agresor 
el uso o posesión de armas de fuego, oficiándose a la autoridad competente a sus 
efectos. 

6) Fijar una obligación alimentaria provisional a favor de la víctima. 

7) Disponer la asistencia obligatoria del agresor a programas de rehabilitación. 

8) Asimismo, si correspondiere, resolver provisoriamente todo lo relativo a las 
pensiones alimenticias y, en su caso, a la guarda, tenencia y visitas. 

  En caso de que el Juez decida no adoptar medida alguna, su resolución deberá 
expresar los fundamentos de tal determinación. 

Artículo 11.- En todos los casos, el Juez ordenará al Alguacil o a quien entienda 
conveniente, la supervisión de su cumplimiento y convocará una audiencia, en un 
plazo no mayor de diez días de adoptada la medida, a los efectos de su evaluación. 
En caso de no comparecencia, el Juez dispondrá la conducción del agresor. 

Si las medidas dispuestas no se cumplen, el Juez ordenará el arresto del agresor por 
un plazo máximo de cuarenta y ocho horas, sin perjuicio de lo establecido en 
los artículos 21.3, 374.1, 374.2 y 374.4 del Código General del Proceso. 

Una vez adoptada la medida cautelar y efectuada la audiencia referida, los autos 
deberán ser remitidos al Juzgado que venía conociendo en los procesos relativos a la 
familia involucrada. 

Artículo 12.- Las medidas adoptadas tendrán el alcance y la duración que el Juez 
disponga, sin perjuicio de la sustanciación de la pretensión, de su modificación o cese. 

Artículo 13.- El procedimiento para la adopción de las medidas cautelares será el 
previsto por los artículos 313, 314 y 315 del Código General del Proceso. Siempre que 
se acredite que un derecho intrínseco al ser humano se vea vulnerado o amenazado, 
el Juez deberá, de inmediato, decretar las medidas cautelares que correspondan, en 
forma fundada. De igual manera, procederá cuando la audiencia previa del agresor 
pueda frustrar el buen fin de la medida. 

Artículo 14.- En materia probatoria, serán de aplicación las disposiciones del Código 
General del Proceso, teniendo presente el objetivo y fin de esta ley y las disposiciones 
contenidas en los artículos siguientes. 

Artículo 15.- Una vez adoptadas las medidas cautelares establecidas en 
el artículo 10 de la presente ley, el Tribunal de oficio ordenará realizar un diagnóstico 
de situación entre los sujetos involucrados. El mismo será elaborado en forma 
interdisciplinaria y tendrá como objeto determinar los daños físicos o psíquicos sufridos 
por la víctima, evaluar la situación de peligro o riesgo y el entorno social. 

Este diagnóstico deberá estar a disposición del Tribunal al tiempo de celebración de 
la audiencia fijada en el artículo 11 de esta ley. Si por las características de la 
situación, se considerase necesaria la adopción de medidas o tratamientos médicos, 
psicológicos o de otra naturaleza respecto de alguno de los sujetos involucrados, el 
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Tribunal podrá cometer su realización a alguna de las instituciones públicas o privadas 
idóneas en la materia. 

Artículo 16.- A los efectos de dar cumplimiento a lo dispuesto en el artículo anterior, 
el Ministerio de Educación y Cultura, a través del Instituto Nacional de la Familia y la 
Mujer, promoverá la formación de peritos en violencia doméstica, con capacidad de 
trabajo interdisciplinario, que se incorporará en la órbita del Instituto Técnico Forense. 

La reglamentación correspondiente encomendará al Instituto Nacional de la Familia y 
la Mujer establecer los requisitos que deberán cumplir los interesados para acreditar 
su competencia pericial en el área de la violencia doméstica regulada por esta ley. 

Artículo 17.- La Suprema Corte de Justicia incorporará esta categoría de 
profesionales al Registro Único de Peritos. Asimismo incorporará a este Registro a 
quienes acrediten ante el Ministerio de Educación y Cultura -que contará al efecto con 
la colaboración de la Universidad de la República o Universidades autorizadas- 
idoneidad notoria en la materia al tiempo de entrada en vigencia de la presente ley. 

Artículo 18.- En todos los casos el principio orientador será prevenir la victimización 
secundaria, prohibiéndose la confrontación o comparecimiento conjunto de la víctima y 
el agresor en el caso de los niños, niñas y adolescentes menores de 18 años. 

En el caso de la víctima adulta que requiera dicha confrontación y se certifique que 
está en condiciones de realizarla, ésta se podrá llevar a cabo. El Tribunal dispondrá la 
forma y los medios técnicos para recibir la declaración, haciendo aplicación de los 
principios de inmediación, concentración y contradicción. 

Podrá en su caso, solicitar previamente al equipo interdisciplinario que informe si la 
víctima se encuentra en condiciones de ser interrogada en ese momento. 

Artículo 19.- Las situaciones de violencia doméstica deben ser evaluadas desde la 
perspectiva de la protección integral a la dignidad humana. 

Asimismo, se considerará especialmente que los hechos constitutivos de violencia 
doméstica a probar, constituyen, en general, situaciones vinculadas a la intimidad del 
hogar, cuyo conocimiento radica en el núcleo de personas afectadas por los actos de 
violencia. 

CAPÍTULO V 

ASISTENCIA LETRADA OBLIGATORIA 

 

Artículo 20.- La Suprema Corte de Justicia deberá garantizar la asistencia letrada 
obligatoria a la víctima, para lo cual estará facultada a celebrar convenios con 
entidades públicas o privadas especializadas en la materia. 

CAPÍTULO VI 

COORDINACIÓN DE ACTUACIONES 

 

Artículo 21.- Cuando intervenga un Juzgado con competencia en materia penal o un 
Juzgado con competencia en materia de menores en una situación de violencia 
doméstica, cualquiera sea la resolución que adopte, deberá remitir, dentro de las 
cuarenta y ocho horas de haber tomado conocimiento de los hechos, testimonio 
completo de las actuaciones y de la resolución adoptada al Juez con competencia en 
materia de violencia doméstica. 

Asimismo, cuando se haya dispuesto el procesamiento con prisión, deberá 
comunicar la excarcelación o la concesión de salidas transitorias o cualquier forma de 
conclusión del proceso al Juzgado competente en materia de violencia doméstica, 
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previo a su efectivización. También deberá ponerlo en conocimiento de la víctima en 
su domicilio real y de su letrado en el domicilio constituido, en este último caso si 
estuviere en conocimiento de la Sede, de la forma que entienda más eficaz para 
obtener la finalidad de protección perseguida por esta ley. 

Del mismo modo, los Juzgados con competencia de urgencia en materia de violencia 
doméstica, comunicarán los hechos con apariencia delictiva que hayan llegado a su 
conocimiento, dentro de las veinticuatro horas, al Juzgado Penal de Turno. 

Igual obligación se dispone para los representantes del Ministerio Público entre sí. 

CAPÍTULO VII 

PREVENCIÓN DE LA VIOLENCIA DOMÉSTICA Y PROMOCIÓN DE LA  
ATENCIÓN INTEGRAL A LA VÍCTIMA 

 

Artículo 22.- El Estado deberá adoptar todas las medidas necesarias para prevenir, 
sancionar y erradicar la violencia doméstica y fomentar el apoyo integral a la víctima. 

Artículo 23.- La rehabilitación y la reinserción social del agresor, deberán formar 
parte de una política que procure proteger a todas las personas relacionadas. La 
asistencia y el tratamiento deberán ser instrumentos de esta política. 

Artículo 24.- Créase, en la órbita del Ministerio de Educación y Cultura, el Consejo 
Nacional Consultivo de Lucha contra la Violencia Doméstica, que se integrará con: 

- Un representante del Ministerio de Educación y Cultura, que lo presidirá. 

- Un representante del Ministerio del Interior. 

- Un representante del Ministerio de Salud Pública. 

- Un representante del Instituto Nacional del Menor (INAME). 

- Un representante del Poder Judicial. 

- Un representante de la Administración Nacional de Educación Pública (ANEP). 

- Un representante del Congreso de Intendentes. 

- Tres representantes de las organizaciones no gubernamentales de lucha contra la 
violencia doméstica. 

Los representantes de los organismos públicos deberán ser de las más altas 
jerarquías. 

Los representantes de las organizaciones no gubernamentales serán designados por 
la Asociación Nacional de Organizaciones No Gubernamentales (ANONG). 

Artículo 25.- El Consejo podrá convocar en consulta a las sesiones a 
representantes de los Ministerios y organismos públicos, a personas públicas no 
estatales, de las organizaciones no gubernamentales e instituciones privadas de lucha 
contra la violencia doméstica. 

Artículo 26.- El Consejo, cuya competencia es nacional, tendrá los siguientes fines: 

1. Asesorar al Poder Ejecutivo, en la materia de su competencia. 

2. Velar por el cumplimiento de esta ley y su reglamentación. 
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3. Diseñar y organizar planes de lucha contra la violencia doméstica. 

4. Promover la coordinación e integración de las políticas sectoriales de lucha contra 
la violencia doméstica diseñadas por parte de las diferentes entidades públicas 
vinculadas al tema. 

5. Elaborar un informe anual acerca del cumplimiento de sus cometidos y sobre la 
situación nacional de violencia doméstica. 

6. Ser oído preceptivamente en la elaboración de los informes que el Estado debe 
elevar en el marco de las Convenciones Internacionales vigentes, relacionadas 
con los temas de violencia doméstica a que refiere esta ley. 

7. Opinar, a requerimiento expreso, en la elaboración de los proyectos de ley y 
programas que tengan relación con la violencia doméstica. 

8. Colaborar con la Suprema Corte de Justicia en la implementación de la asistencia 
letrada establecida en el artículo 20 de la presente ley. 

Artículo 27.- El Ministerio de Educación y Cultura proveerá la infraestructura para 
las reuniones del Consejo. 

Artículo 28.- El Consejo podrá crear Comisiones Departamentales o Regionales, 
reglamentando su integración y funcionamiento. 

Artículo 29.- El Consejo dictará su reglamento interno de funcionamiento dentro del 
plazo de treinta días a partir de su instalación. 

En un plazo no mayor a ciento veinte días a partir de su instalación, el Consejo 
elaborará y elevará a consideración del Poder Ejecutivo, Ministerio de Educación y 
Cultura, el primer Plan Nacional de Lucha contra la Violencia Doméstica, con un 
enfoque integral, orientado a la prevención, atención y rehabilitación de las personas 
involucradas, a efectos de lograr el uso más adecuado de los recursos existentes en 
beneficio de toda la sociedad. Dicho Plan Nacional propondrá acciones que procurarán 
el cumplimiento de los siguientes objetivos: 

A) Tender al abatimiento de este tipo de violencia en todas sus manifestaciones, 
fomentando el irrestricto respeto a la dignidad humana, en cumplimiento de todas 
las normas nacionales vigentes, así como de los compromisos asumidos por el 
Estado al ratificar las Convenciones y Tratados de Derechos Humanos. 

B) Proyectar mecanismos legales eficaces que atiendan al amparo a las víctimas de 
violencia doméstica, así como a la rehabilitación de los victimarios. 

C) Favorecer la especialización de todas aquellas instituciones y operadores cuya 
intervención es necesaria para la prevención y erradicación de la violencia 
doméstica. 
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Ley Nº 17.815, 

de 6 de setiembre de 2004 

VIOLENCIA SEXUAL COMERCIAL O NO COMERCIAL COMETIDA 
CONTRA NIÑOS, ADOLESCENTES O INCAPACES 

Artículo 1º. (Fabricación o producción de material pornográfico con utilización 
de personas menores de edad o incapaces).- El que de cualquier forma 
fabricare o produjere material pornográfico utilizando a personas menores de 
edad o personas mayores de edad incapaces, o utilizare su imagen, será 
castigado con pena de veinticuatro meses de prisión a seis años de 
penitenciaría. 

Artículo 2º. (Comercio y difusión de material pornográfico en que aparezca la 
imagen u otra forma de representación de personas menores de edad o 
personas incapaces).- El que comerciare, difundiere, exhibiere, almacenare con 
fines de distribución, importare, exportare, distribuyere u ofertare material 
pornográfico en el que aparezca la imagen o cualquier otra forma de 
representación de una persona menor de edad o persona incapaz, será 
castigado con pena de doce meses de prisión a cuatro años de penitenciaría. 

Artículo 3º. (Facilitamiento de la comercialización y difusión de material 
pornográfico con la imagen u otra representación de una o más personas 
menores de edad o incapaces).- El que de cualquier modo facilitare, en 
beneficio propio o ajeno, la comercialización, difusión, exhibición, importación, 
exportación, distribución, oferta, almacenamiento o adquisición de material 
pornográfico que contenga la imagen o cualquier otra forma de representación 
de una o más personas menores de edad o incapaces será castigado con pena 
de seis meses de prisión a dos años de penitenciaría. A los efectos del 
presente artículo y de los anteriores, se entiende que es producto o material 
pornográfico todo aquel que por cualquier medio contenga la imagen u otra 
forma de representación de personas menores de edad o incapaces dedicadas 
a actividades sexuales explícitas, reales o simuladas, o la imagen o 
representación de sus partes genitales, con fines primordialmente 
sexuales. (Ley Nº 17.559, de 27 de setiembre de 2002, Protocolo Facultativo 
de la Convención sobre los Derechos del Niño relativo a la venta de niños, la 
prostitución infantil y la utilización de niños en la pornografía). 

Artículo 4º. (Retribución o promesa de retribución a personas menores de 
edad o incapaces para que ejecuten actos sexuales o eróticos de cualquier 
tipo).- El que pagare o prometiere pagar o dar a cambio una ventaja económica 
o de otra naturaleza a persona menor de edad o incapaz de cualquier sexo, 
para que ejecute actos sexuales o eróticos de cualquier tipo, será castigado 
con pena de dos a doce años de penitenciaría. 

Artículo 5º. (Contribución a la explotación sexual de personas menores de 
edad o incapaces).- El que de cualquier modo contribuyere a la prostitución, 
explotación o servidumbre sexual de personas menores de edad o incapaces, 
será castigado con pena de dos a doce años de penitenciaría. 
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La pena será elevada de un tercio a la mitad si se produjere con abuso de las 
relaciones domésticas o de la autoridad o jerarquía, pública o privada, o la 
condición de funcionario policial del agente. 

Artículo 6º. (Tráfico de personas menores de edad o incapaces).- El que de 
cualquier modo favorezca o facilite la entrada o salida del país de personas 
menores de edad o incapaces, para ser prostituidas o explotadas sexualmente, 
será castigado con pena de dos a doce años de penitenciaría. 

  Artículo 7º. Los bienes materiales utilizados para cometer los delitos 

enunciados en los artículos anteriores serán decomisados o destruidos, salvo 

que por su naturaleza sean adjudicados a instituciones de beneficencia pública 

o privada. 

Fuente: Art. 7º agregado por el artículo 6º de la Ley Nº 18.914, de 22 de junio de 2012. 
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Ley Nº 17.823, 

de 7 de setiembre de 2004 

 

Código de la Niñez y la Adolescencia 

 

CAPITULO I - PRINCIPIOS GENERALES 

 

         Artículo 6º.- (Criterio específico de interpretación e integración: el 
interés superior del niño y adolescente).- Para la interpretación e integración de 
este Código se deberá tener en cuenta el interés superior del niño y 
adolescente, que consiste en el reconocimiento y respeto de los derechos 
inherentes a su calidad de persona humana. En consecuencia, este principio 
no se podrá invocar para menoscabo de tales derechos. 

 

CAPITULO II - DE LOS DERECHOS DE LOS NIÑOS Y ADOLESCENTES 

 

            Artículo 8º.- (Principio general).- Todo niño y adolescente goza de los 
derechos inherentes a la persona humana. Tales derechos serán ejercidos de 
acuerdo a la evolución de sus facultades, y en la forma establecida por la 
Constitución de la República, los instrumentos internacionales, este Código y 
las leyes especiales. En todo caso tiene derecho a ser oído y obtener 
respuestas cuando se tomen decisiones que afecten su vida. 

            Podrá acudir a los Tribunales y ejercer los actos procesales en defensa 
de sus derechos, siendo preceptiva la asistencia letrada. El Juez ante quien 
acuda tiene el deber de designarle curador, cuando fuere pertinente, para que 
lo represente y asista en sus pretensiones. 

            Los Jueces, bajo su más seria responsabilidad, deberán adoptar las 
medidas necesarias para asegurar el cumplimiento de lo establecido en los 
incisos anteriores, debiendo declararse nulas las actuaciones cumplidas en 
forma contraria a lo aquí dispuesto. 
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Ley Nº 18.437, 

de 12 de diciembre de 2008 

 

LEY GENERAL DE EDUCACIÓN 

CAPÍTULO IX  

DERECHOS Y DEBERES DE LOS EDUCANDOS Y DE MADRES, 

PADRES O RESPONSABLES  

 

Artículo 74. (De las alumnas en estado de gravidez).- Las alumnas en estado 
de gravidez tendrán derecho a continuar con sus estudios, en particular el de 
acceder y permanecer en el centro educativo, a recibir apoyo educativo 
específico y justificar las inasistencias pre y post parto, las cuales no podrán 
ser causal de pérdida del curso o año lectivo. 
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Ley Nº 18.561, 

de 11 de setiembre de 2009 

ACOSO SEXUAL 

NORMAS PARA SU PREVENCIÓN Y SANCIÓN EN EL ÁMBITO LABORAL 

Y EN LAS RELACIONES DOCENTE-ALUMNO 

Artículo 1º. (Objeto de la ley).- El objeto de la presente ley es prevenir y 
sancionar el acoso sexual así como proteger a las víctimas del mismo, en tanto 
forma grave de discriminación y de desconocimiento del respeto a la dignidad 
de las personas que debe presidir las relaciones laborales y de docencia. Esta 
ley se aplicará en el ámbito público y en el privado. 

Artículo 2º. (Concepto de acoso sexual).- Se entiende por acoso sexual todo 
comportamiento de naturaleza sexual, realizado por persona de igual o distinto 
sexo, no deseado por la persona a la que va dirigido y cuyo rechazo le 
produzca o amenace con producirle un perjuicio en su situación laboral o en su 
relación docente, o que cree un ambiente de trabajo intimidatorio, hostil o 
humillante para quien lo recibe. 

Artículo 3º. (Comportamientos de acoso sexual).- El acoso sexual puede 
manifestarse -entre otros- por medio de los siguientes comportamientos: 

1) Requerimientos de favores sexuales que impliquen: 

 A) Promesa, implícita o explícita, de un trato preferencial respecto de la 
situación actual o futura de empleo o de estudio de quien la reciba. 

 B) Amenazas, implícitas o explícitas, de perjuicios referidos a la situación 
actual o futura de empleo o de estudio de quien la reciba. 

 C) Exigencia de una conducta cuya aceptación o rechazo, sea, en forma 
implícita o explícita, condición para el empleo o de estudio. 

2) Acercamientos corporales u otras conductas físicas de naturaleza sexual, 
indeseada y ofensiva para quien los reciba. 

3) Uso de expresiones (escritas u orales) o de imágenes de naturaleza sexual, 
que resulten humillantes u ofensivas para quien las reciba. Un único 
incidente grave puede constituir acoso sexual. 

Artículo 4º. (Agentes y responsables del acoso sexual).- Los actos 
comprendidos en el artículo precedente serán los cometidos directamente por 
la persona del empleador o jerarca o por quienes lo representen en el ejercicio 
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del poder de dirección, que se sucedan tanto en el ámbito privado como en el 
público. 

El empleador o jerarca será también responsable por los actos de sus 
dependientes o de toda otra persona vinculada al lugar de trabajo o entidad 
docente, en tanto haya tenido conocimiento de su ocurrencia y no haya tomado 
medidas para corregirla. 

En caso de que el autor del acoso sexual fuera un trabajador dependiente, 
será sancionado de acuerdo con la gravedad del comportamiento, pudiendo ser 
despedido por notoria mala conducta y en caso de ser funcionario público la 
conducta será calificada falta grave. 

Artículo 5º. (Responsabilidad del Estado).- El Estado será responsable de 
diseñar e implementar políticas de sensibilización, educativas y de supervisión, 
para la prevención del acoso sexual laboral y docente, tanto en el ámbito 
público como en el privado. 

La Inspección General del Trabajo y de la Seguridad Social es el órgano 
competente en el ámbito público y privado del contralor del cumplimiento de la 
presente ley. 

Artículo 6º. (Obligaciones del empleador).- Todo empleador o jerarca estará 
obligado a: 

A) Adoptar las medidas que prevengan, desalienten y sancionen las 
conductas de acoso sexual. 

B) Proteger la intimidad de las personas denunciantes o víctimas, debiendo 
mantener en reserva las actuaciones que se cumplan así como la identidad 
del o la víctima y de quienes sean convocados a prestar testimonio en las 
investigaciones. 

C) Instrumentar las medidas que protejan la integridad psico-física del o la 
víctima, y su contención desde la denuncia, durante las investigaciones y 
una vez que éstas culminen adoptar acciones acordes a la decisión 
emitida. 

D) Comunicar y difundir a los supervisores, representantes, trabajadores/as, 
clientes y proveedores, así como al personal docente y no docente y a los 
alumnos/as la existencia de una política institucional consecuente contra el 
acoso sexual. 

Artículo 7º. (Denuncia del acoso sexual).- El trabajador/a afectado puede 
optar por realizar la denuncia en el ámbito de su empresa u organismo del 
Estado o ante la Inspección General del Trabajo y de la Seguridad Social. 
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En caso que el trabajador/a opte por realizar la denuncia en el ámbito de la 
empresa o entidad pública, podrá optar por realizar la denuncia ante el 
organismo bipartito en caso que el mismo exista, o ante la propia dirección. 

En caso que se realice ante la propia dirección de la empresa o entidad 
pública, se deberá disponer la instrucción de una investigación administrativa o 
sumario según las características de la denuncia. 

El empleador o jerarca, de considerar que dentro de la empresa u organismo 
estatal no están dadas las condiciones para asumir las obligaciones que le 
impone esta ley, deberá remitir la misma a la Inspección General del Trabajo y 
de la Seguridad Social, en un plazo no mayor de los cinco días de recibida la 
denuncia. 

En caso que el jerarca disponga la instrucción de investigación administrativa 
o sumario según corresponda, contra la resolución que se dicte por el 
organismo corresponderán los recursos o acciones judiciales pertinentes según 
la normativa vigente. 

En caso que el empleador sea del ámbito privado y asumiera la realización de 
investigación interna, deberá cumplir con las obligaciones impuestas por esta 
ley; la investigación deberá constar por escrito, ser llevada en reserva, 
garantizando a ambas partes ser oídas y fundamentar sus dichos y su 
resolución deberá emitirse en un plazo no mayor de treinta días. 

En caso que el acosado/a haya realizado la denuncia dentro del ámbito de la 
empresa, ya sea ante el organismo bipartito o ante la propia dirección y su 
desarrollo o conclusiones sean considerados por el acosado/a lesivos de sus 
derechos fundamentales por razones de legalidad o de mérito, dentro del plazo 
de diez días hábiles, podrá presentarse ante la Inspección General del Trabajo 
y de la Seguridad Social a solicitar se inicie dentro de ese ámbito la instrucción 
de investigación. También podrá solicitar a la Inspección General del Trabajo y 
de la Seguridad Social la instrucción de investigación, en caso que la empresa 
no haya dictado resolución dentro del plazo de treinta días de recibida la 
denuncia. 

La Inspección General del Trabajo y de la Seguridad Social intimará a la 
empresa o mesa bipartita la remisión de las actuaciones cumplidas en su 
ámbito dentro del plazo de diez días hábiles. 

Artículo 8º. (Procedimiento administrativo).- La investigación realizada por la 
Inspección General del Trabajo y de la Seguridad Social seguirá los 
procedimientos previstos por la normativa vigente. La Inspección dispondrá de 
amplias facultades de investigación sobre los hechos denunciados, 
acordándose especial relevancia a la inspección realizada en el lugar de 
trabajo y a las entrevistas realizadas en el lugar que crea más conveniente, 
para interrogar al denunciante, denunciado y testigos y recoger todas las 
pruebas que resulten pertinentes. El número de testigos a presentar por cada 
una de las partes no será mayor de cinco. Cuando la inspección proceda a 
interrogar personas que por su vinculación con los implicados puedan tener un 
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conocimiento directo de los hechos denunciados, lo hará individualmente, en 
forma reservada, sin presencia de representantes de la persona denunciada ni 
de los denunciantes y sin identificar en el expediente los datos de los 
deponentes. Sus datos serán relevados en documento que no integrará el 
expediente y permanecerá a resguardo de la Inspección por el plazo de cinco 
años, para el caso que sean solicitados por la sede judicial. En caso que la 
Inspección -por no disponerse dentro del organismo estatal o de la empresa las 
condiciones indicadas para el interrogatorio- decida interrogar a las personas 
vinculadas con los hechos denunciados fuera del local de la empresa, el tiempo 
que insuma el traslado al mismo y el interrogatorio será considerado tiempo 
trabajado, debiendo considerar en todo caso las necesidades que se acrediten 
del ciclo productivo. 

A las audiencias que convoque la Inspección será obligatoria la concurrencia 
de los citados. La omisión no justificada de la empresa será pasible de 
aplicación de sanciones. Las audiencias deberán notificarse personalmente con 
un plazo mínimo de antelación de tres días hábiles, indicándose sumariamente 
la denuncia presentada; todos los citados podrán comparecer asistidos de 
abogados. 

Artículo 9º. (Notificación y sanción).- Las conclusiones de la investigación 
realizada por la Inspección General del Trabajo y de la Seguridad Social serán 
puestas en conocimiento del empleador o jerarca, el denunciante y el 
denunciado. 

Finalizada la sustanciación de la denuncia, la Inspección General del Trabajo 
y de la Seguridad Social se expedirá respecto de aquélla en un plazo máximo 
de veinte días, aplicando sanciones al empleador o jerarca, si correspondieren. 
Además de las sanciones previstas por el artículo 293 de la Ley Nº 15.903, de 
10 de noviembre de 1987, la Inspección General del Trabajo y de la Seguridad 
Social podrá intimar a la empresa, jerarca, denunciante o denunciado la 
adopción y cumplimiento de medidas de prevención y difusión de políticas 
institucionales contra el acoso sexual, a fin de disminuir los riesgos a que están 
expuestos, así como de contención y protección de la integridad psico-física y 
dignidad del/las víctimas y quienes participaron en la investigación. La omisión 
del intimado en la adopción de estas medidas será pasible de sanciones. 

Artículo 10. (Competencia de los sindicatos).- Cuando los sindicatos reciban 
denuncias de acoso sexual estarán facultados para concurrir ante la Inspección 
General del Trabajo y de la Seguridad Social y a solicitar la constitución de la 
Inspección en el lugar de trabajo. 

Los representantes sindicales podrán asistir a las diligencias, salvo el 
interrogatorio a realizarse por la Inspección General del Trabajo y de la 
Seguridad Social, y promover ante ese organismo las medidas que consideren 
necesarias para una eficaz comprobación de los hechos denunciados, el cese 
de los mismos y su no reiteración, siempre que el trabajador/a involucrado/a 
presente su consentimiento a dicha asistencia. 
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El denunciante y denunciado podrán concurrir con la asistencia jurídica que 
crean conveniente. 

Artículo 11. (Indemnización).- El trabajador/a víctima de acoso sexual, sin 
perjuicio de la denuncia administrativa y de la acción penal que pudiese 
corresponder, tendrá derecho a reclamar al responsable una indemnización por 
daño moral mínima equivalente a seis mensualidades, de acuerdo con la última 
remuneración del trabajador/a. 

El trabajador/a afectado podrá optar por la indemnización prevista en el 
inciso precedente o por considerarse indirectamente despedido/a, en cuyo caso 
el despido revestirá el carácter de abusivo y dará derecho a una indemnización 
especial tarifada de seis mensualidades, de acuerdo con la última 
remuneración del trabajador/a, la que será acumulable a la indemnización 
común. 

Artículo 12. (Protección contra represalias).- El trabajador/a afectado/a, así 
como quienes hayan prestado declaración como testigos, no podrán ser objeto 
de despido, ni de sanciones disciplinarias por parte del empleador o jerarca. Se 
presume -salvo prueba en contrario- que el despido o las sanciones obedecen 
a motivos de represalia cuando tengan lugar dentro del plazo de ciento ochenta 
días de interpuesta la denuncia de acoso en sede administrativa o judicial. El 
despido será calificado de abusivo y dará lugar a la indemnización prevista en 
el inciso segundo del artículo 11, con la salvaguarda de la notoria mala 
conducta. 

Artículo 13. (Acoso sexual en la relación de docencia).- En una relación de 
docencia, el o la estudiante objeto de acoso sexual tendrá todos los derechos 
previstos por esta ley, incluso el derecho a reclamar al patrono o jerarca del 
docente la aplicación de las sanciones previstas en las respectivas 
reglamentaciones internas y la indemnización a que hace referencia el 
artículo 11. Para el cálculo de la indemnización se tomará como base de 
cálculo el salario del trabajador responsable del acoso sexual. De comprobarse 
un perjuicio en su situación educativa como resultado del acoso, tendrá 
derecho a ser restituido/a en el estado anterior al mismo. 

Artículo 14. (Asociaciones profesionales, estudiantiles y gremiales).- Las 
asociaciones profesionales y gremiales de carácter laboral y estudiantil 
deberán establecer políticas preventivas y de sanción para los agremiados que 
incurran en conductas de acoso sexual. 

Artículo 15. (Del contenido y los efectos de las denuncias).- Las resoluciones 
administrativas o judiciales que concluyan que los elementos probatorios 
vertidos no acreditan, en las actuaciones realizadas, la existencia del acoso 
sexual denunciado, no afectarán la vigencia de la relación laboral. El o la 
denunciante o denunciado a cuyo respecto se acredite fehacientemente en vía 
jurisdiccional que ha actuado con estratagemas o engaños artificiosos 
pretendiendo inducir en error sobre la existencia del acoso sexual denunciado, 
para procurarse a sí mismo o a un tercero un provecho injusto en daño de otro, 
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será pasible de acciones penales y su proceder podrá calificarse de notoria 
mala conducta. 

Artículo 16.- Las acciones judiciales para cuya ejecución faculta la presente 
ley se diligenciarán por el procedimiento y en los plazos establecidos para la 
acción de amparo prevista en los artículos 4º a 10 de la Ley Nº 16.011, de 19 
de diciembre de 1988, con independencia de la existencia de otros medios 
jurídicos de protección. 

Artículo 17.- La reglamentación de la presente ley considerará las 
especialidades del acoso sexual según se trate en el área laboral o en el 
docente y, asimismo, se trate del ámbito público o privado. 
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Ley Nº 18.895, 

de 20 de abril de 2012 

RESTITUCIÓN DE PERSONAS MENORES DE DIECISÉIS AÑOS 

TRASLADADAS O RETENIDAS ILÍCITAMENTE 

Artículo 1º. Objeto.- Será objeto del proceso regulado en la presente ley 
determinar si ha existido traslado o retención ilícitos de una persona de menos 
de dieciséis años de edad, toda vez que se haya verificado en violación a un 
derecho de guarda o de custodia y preservar el derecho de visita conforme a la 
Convención de La Haya sobre los Aspectos Civiles de la Sustracción 
Internacional de Menores aprobada por la Ley Nº 17.109, de 21 de mayo de 
1999, y por la Convención Interamericana sobre Restitución Internacional de 
Menores, ratificada por la Ley Nº 17.335, de 17 de mayo de 2001. 

Igualmente asegurar el tratamiento de tales casos conforme a los principios 
de los Convenios citados, la resolución de los mismos en forma rápida y, de 
accederse a la restitución, que la misma se realice en forma segura para la 
persona de menos de dieciséis años de edad. 

A los efectos de esta ley se entiende por derecho de guarda o de custodia 
aquel comprensivo del derecho de cuidado y a decidir sobre el lugar de 
residencia de la persona de menos de dieciséis años de edad -incluyendo su 
traslado al extranjero- de conformidad con la ley del Estado de su residencia 
habitual. Tal derecho puede resultar de la aplicación de pleno derecho de una 
norma legal, de una decisión judicial o administrativa o de un acuerdo vigente 
según el derecho de dicho Estado. 

Este derecho debe haber sido ejercido en forma efectiva, ya sea individual o 
conjuntamente, por padres, madres, tutores, guardadores o instituciones, 
inmediatamente antes del hecho. 

La persona de menos de dieciséis años de edad, en consecuencia, debe 
haber sido desplazada ilícitamente de su centro habitual de vida, 
encontrándose en el Uruguay. 

Artículo 2º.- Se excluye expresamente del proceso regulado en la presente 
ley la decisión sobre el fondo del asunto de la guarda, la que es materia 
privativa de la jurisdicción del Estado de residencia habitual de la persona de 
menos de dieciséis años de edad. Mientras se tramita la solicitud de restitución 
quedan en suspenso los procesos tendientes a resolver sobre el fondo de la 
guarda o custodia, que puedan encontrarse en trámite. 

Artículo 3º. Normas procesales y principio interpretativo.- El procedimiento 
estará regido por la Constitución de la República, la Convención de La Haya 
sobre los Aspectos Civiles de la Sustracción Internacional de Menores 
aprobada por la Ley Nº 17.109, de 21 de mayo de 1999, por la Convención 
Interamericana sobre Restitución Internacional de Menores, ratificada por la 
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Ley Nº 17.335, de 17 de mayo de 2001, por la presente ley, por la Ley 
Nº 17.823, de 7 de setiembre de 2004 (Código de la Niñez y la Adolescencia) y 
por la Ley Nº 15.982, de 18 de octubre de 1988 (Código General del Proceso). 

Se consagra como principio rector de interpretación y, en su caso, de 
integración, el del interés superior del niño. Considerándose tal a los efectos de 
la presente ley, el derecho a no ser trasladado o retenido ilícitamente y a que 
se dilucide ante el Juez del Estado de su residencia habitual la decisión sobre 
su guarda o custodia; a mantener contacto fluido con ambos progenitores y sus 
familias y a obtener una rápida resolución de la solicitud de restitución o de 
visita internacional. 

Artículo 4º. Competencia.- Se determinará conforme a las normas generales, 
con especial aplicación por el Tribunal especializado de los principios de 
concentración y de pronta y eficiente administración de justicia, tanto en 
Primera Instancia como en Apelación. 

Serán competentes en la Primera Instancia, los Juzgados de la Materia de 
Familia que designe la Suprema Corte de Justicia, dentro del sistema de turnos 
que la misma establecerá. Serán competentes en Segunda Instancia, los 
Tribunales de Apelaciones de Familia. Para determinar la competencia en 
razón de lugar, se atendrá al lugar donde se encontrare la persona de menos 
de dieciséis años de edad. 

A los efectos de las solicitudes de localización, serán competentes los 
Juzgados Letrados de Primera Instancia de Familia que designe la Suprema 
Corte de Justicia, sin perjuicio de la aplicación, una vez efectuada la 
localización correspondiente, del criterio definido en el inciso segundo del 
presente artículo. 

Artículo 5º. Legitimación activa.- Será titular de la acción de restitución aquel 
padre, madre, tutor, guardador u otra persona, institución u organismo que 
fuere titular del derecho de guarda o de custodia, conforme al régimen jurídico 
del país de residencia habitual de la persona de menos de dieciséis años de 
edad, inmediatamente antes de su traslado o retención. 

Artículo 6º. Legitimación pasiva.- Estará legitimado pasivamente, aquel que 
es denunciado por quien tiene la titularidad activa, como la persona que ha 
sustraído o retiene en forma ilegítima a la persona de menos de dieciséis años 
de edad cuyo desplazamiento o retención constituye la causa de la solicitud. 

Artículo 7º. Asistencia o representación de la persona de menos de dieciséis 
años de edad.- Será preceptiva la designación de un abogado defensor a la 
persona de menos de dieciséis años de edad, que la asista y represente según 
la evolución de sus facultades, apreciado a criterio del Tribunal que entiende en 
la causa. 

Artículo 8º. De la intervención del representante del Ministerio Público.- De 
toda pretensión de restitución internacional de personas de menos de dieciséis 
años de edad se dará cuenta al Ministerio Público quien, en cumplimiento del 
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deber de intervención preceptiva, comparecerá ante el Tribunal a los efectos de 
ser noticiado de las resultancias del proceso y a ejercer los actos que le 
competen. Su ausencia no implicará dilación del trámite. 

La competencia se fijará de acuerdo con las normas generales que rigen su 
intervención. Ninguna discusión sobre este extremo implicará detención o 
paralización del trámite. 

Artículo 9º. Autoridad policial.- La autoridad policial prestará sin demoras la 
colaboración en notificaciones, conducciones y otras diligencias, en cuanto le 
sea requerida. 

Artículo 10. Autoridad central.- A los efectos del cumplimiento de los 
cometidos por el artículo 7 de la Convención de La Haya sobre los Aspectos 
Civiles de la Sustracción Internacional de Menores aprobada por la Ley 
Nº 17.109, de 21 de mayo de 1999, y por el artículo 7 de la Convención 
Interamericana sobre Restitución Internacional de Menores ratificada por la Ley 
Nº 17.335, de 17 de mayo de 2001, se consagra que la autoridad central 
deberá ser informada por el Tribunal de las actuaciones y tendrá libre acceso a 
las mismas. Podrá participar de las audiencias que se convoquen a cuyos 
efectos deberá ser notificada. 

Artículo 11. Fase preliminar.- La demanda o solicitud de restitución, que 
deberá ajustarse a los requisitos establecidos en los artículos 8 de la 
Convención de La Haya sobre los Aspectos Civiles de la Sustracción 
Internacional de Menores aprobada por la Ley Nº 17.109, de 21 de mayo de 
1999, y por el artículo 9 de la Convención Interamericana sobre Restitución 
Internacional de Menores ratificada por la Ley Nº 17.335, de 17 de mayo de 
2001, se podrá presentar en forma directa ante el Tribunal competente, vía 
exhorto o carta rogatoria, o por solicitud directa ante la autoridad central 
(artículo 8 de la Convención Interamericana sobre Restitución Internacional de 
Menores, ratificada por la Ley Nº 17.335, de 17 de mayo de 2001). Si los 
recaudos fueren insuficientes o carecieren de los requisitos necesarios para su 
validez se peticionará vía autoridad central la remisión de nueva 
documentación al Estado requirente dentro de un plazo razonable. 

El Tribunal competente tomará conocimiento inmediato, ordenará las más 
urgentes medidas para la localización y protección de la persona de menos de 
dieciséis años de edad: cierre de fronteras, retención de documentación de 
viaje de la persona y de quien presuntamente la ha sustraído. 

Verificada la localización, lo comunicará de inmediato al Estado requirente vía 
autoridad central o a través del organismo que haga sus veces. 

La autoridad central del Estado actuará de manera de conseguir la restitución 
voluntaria de la persona de menos de dieciséis años de edad. 

A partir de dicha noticia, en caso de que se hubiere solicitado la previa 
localización de la persona de menos de dieciséis años de edad, comenzará a 
correr un plazo de treinta días a efectos de la correspondiente presentación de 
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demanda o solicitud de restitución, para el caso de que esta no se hubiese 
deducido. Vencido el mismo, las medidas adoptadas liminarmente caducarán 
de pleno derecho. 

La documentación que se acompañe a la demanda o solicitud de restitución, 
con el fin de acreditar la legitimación activa del requirente (copia de sentencia o 
convenio homologado) y demás recaudos, deberá presentarse traducida, en 
caso de así corresponder, no requiriéndose su legalización (artículo 23 de la 
Convención de La Haya sobre los Aspectos Civiles de la Sustracción 
Internacional de Menores aprobada por la Ley Nº 17.109, de 21 de mayo de 
1999, y por el artículo 9.4 de la Convención Interamericana sobre Restitución 
Internacional de Menores, ratificada por la Ley Nº 17.335, de 17 de mayo de 
2001). 

Artículo 12. Procedimiento.- Una vez presentada la demanda o solicitud de 
restitución, el Tribunal procederá a la calificación de las condiciones de 
admisibilidad y legitimación activa, según las definiciones de los artículos 1º y 
5º de esta ley. 

A los efectos de esta última, el peticionante deberá acreditar la verosimilitud 
de su derecho, demostrando sumariamente en la solicitud o demanda que se 
encuentra en el ejercicio de la guarda o custodia, de conformidad con lo 
dispuesto por el artículo 1º de la presente ley. 

La presentación de la demanda o solicitud de restitución ante el Tribunal 
competente marcará la fecha de iniciación de los procedimientos a los efectos 
establecidos en el artículo 12 incisos primero y segundo de la Convención de 
La Haya sobre los Aspectos Civiles de la Sustracción Internacional de Menores 
aprobada por la Ley Nº 17.109, de 21 de mayo de 1999, y por el artículo 14 de 
la Convención Interamericana sobre Restitución Internacional de Menores, 
ratificada por la Ley Nº 17.335, de 17 de mayo de 2001. 

Artículo 13.- Si el Tribunal rechaza liminarmente la demanda o solicitud de 
restitución, la resolución admite el recurso de apelación, interpuesto dentro de 
los tres días siguientes a la notificación. 

Si la denegatoria fuese confirmada en segunda instancia, dicha resolución 
deberá comunicarse al Estado requirente para que una vez notificados los 
interesados queden habilitados a iniciar las acciones que puedan corresponder. 

Artículo 14.- Admitida la demanda, en veinticuatro horas el Tribunal 
despachará mandamiento de restitución; citará de excepciones por el término 
de diez días al requerido; dispondrá las medidas cautelares necesarias a los 
efectos de la protección y sujeción de la persona de menos de dieciséis años 
de edad al país, dictando el cierre de fronteras y la retención de documentación 
para viajar de la persona de menos de dieciséis años de edad y de la persona 
que la ha sustraído, o bien, modificará o mantendrá las adoptadas inicialmente; 
designará Defensor a la persona de menos de dieciséis años de edad de no 
haber sido designado anteriormente; designará en todos los casos un Defensor 
del solicitante que actuará con las facultades de representación -salvo que el 
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mismo lo designe personalmente- y notificará la decisión al Ministerio Público. 
Comunicará tal decisión a la autoridad central a sus efectos. 

No se admitirán cuestiones previas, incidentes ni reconvenciones que obsten 
a la prosecución del trámite. 

Artículo 15. Oposición de excepciones.- La defensa del demandado deberá 
realizarse en escrito fundado al que deberá acompañarse de toda la prueba de 
que haya de valerse. Será válida la oposición cuando se exprese y demuestre 
que: 

A) La persona, institución u organismo que se hubiere hecho cargo de la 
persona de menos de dieciséis años de edad, no ejercía de modo efectivo 
el derecho de custodia en el momento en que fue trasladada o retenida o 
había consentido o posteriormente aceptado el traslado o retención. 

B) Existe un grave riesgo de que la restitución de la persona de menos de 
dieciséis años de edad la exponga a un peligro físico, psíquico o que de 
cualquier otra manera ponga a la persona en una situación intolerable. 

Artículo 16.- Se podrá rechazar asimismo la solicitud de restitución: 

A) Si se comprobare que la persona de menos de dieciséis años de edad se 
opone por motivos fundados a regresar y, a juicio del Tribunal, su edad y 
madurez justificare tomar en cuenta su opinión (artículo 8º de la Ley 
Nº 17.823, de 7 de setiembre de 2004, Código de la Niñez y la 
Adolescencia). 

B) Si dicha solicitud se presentó vencido el año del traslado o retención ilegal 
y se prueba que la persona de menos de dieciséis años de edad se ha 
integrado a su nuevo centro de vida. 

C) Cuando sea manifiestamente violatoria de los principios fundamentales en 
materia de protección de los derechos humanos y libertades 
fundamentales. 

El Tribunal rechazará sin sustanciar toda excepción fuera de las enumeradas 
en los artículos 15 y 16 de la presente ley. 

Artículo 17.- Si no fueren opuestas excepciones quedará firme el 
mandamiento de restitución y se dispondrá hacer efectivo el mismo 
comunicándolo a la autoridad central. 

Se hará saber al Estado requirente, en su caso, que si dentro de los treinta 
días calendario desde que fuere comunicada la sentencia no adopta las 
medidas necesarias a efectos del traslado de la persona de menos de dieciséis 
años de edad, quedarán sin efecto la restitución ordenada y las providencias 
adoptadas. 
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Artículo 18.- Opuestas excepciones, se sustanciarán con un traslado al 
requirente por el término de seis días. 

Contestadas las excepciones o vencido el término, se convocará a audiencia 
que se celebrará dentro de los tres días de haber sido puestos los autos al 
Despacho al efecto. En dicha providencia, el Tribunal se expedirá sobre los 
medios probatorios ofrecidos por las partes, rechazando in límine toda aquella 
prueba inadmisible, inconducente o manifiestamente impertinente. 

La resolución que admita o deniegue el despacho de diligencias probatorias 
será apelable con efecto diferido. 

El número de testigos se limitará a tres por cada parte. 

Artículo 19.- La audiencia será presidida por el Tribunal y no dejará de 
celebrarse por ausencia de alguno de los citados. 

En ella se tentará la conciliación, la que verificada se hará constar en acta y 
será homologada por el Juez. De no ser posible, será oído el Ministerio Público 
y se resolverán, de haberse planteado, las cuestiones procesales que obsten a 
la decisión final. Se procederá a la fijación de los puntos de debate y se 
diligenciarán los medios probatorios dispuestos, a cuyo fin la audiencia podrá 
ser prorrogada hasta por setenta y dos horas. 

Se oirá a la persona de menos de dieciséis años de edad, a las partes y al 
Ministerio Público. La ausencia de este último no obstará a la prosecución del 
trámite ni al dictado de sentencia. De acuerdo con la edad y circunstancias de 
la persona cuya restitución se solicita será oída directamente por el Tribunal o a 
través de profesionales especializados designados por el Tribunal. 

A los fines de su dictado, podrá el Tribunal prorrogar la audiencia hasta por 
veinticuatro horas. 

Artículo 20. Segunda instancia.- La sentencia definitiva será pasible del 
recurso de apelación interpuesto dentro del tercer día siguiente a la notificación 
y sustanciado con un traslado por idéntico plazo a las partes, al Ministerio 
Público y al defensor de la persona de menos de dieciséis años de edad. 

El recurso de apelación será concedido con efecto suspensivo. 

Los autos serán elevados dentro del término de veinticuatro horas de 
evacuados los traslados. 

El Tribunal de Alzada se expedirá dentro del cuarto día. Podrá hacerlo en 
audiencia o dictarse decisión anticipada. 

La segunda instancia debe tramitarse dentro de los plazos máximos 
establecidos en los artículos de la Convención de La Haya sobre los Aspectos 
Civiles de la Sustracción Internacional de Menores aprobada por la Ley 
Nº 17.109, de 21 de mayo de 1999, y la Convención Interamericana sobre 
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Restitución Internacional de Menores ratificada por la Ley Nº 17.335, de 17 de 
mayo de 2001. 

Artículo 21. Del contenido de la sentencia.- Se ordenará la restitución en 
todo caso cuando se tratare de una persona de menos de dieciséis años de 
edad, que haya sido trasladada o retenida ilícitamente en violación de un 
derecho de guarda o custodia efectivamente ejercido al momento del hecho en 
el país de su residencia habitual. El fallo ordenará la prevención para el Estado 
requirente señalada en el artículo 17 de la presente ley, si así correspondiere. 
Los gastos de restitución serán de cargo del actor o en su caso del Estado 
requirente. 

Artículo 22. Restitución segura.- El Tribunal no podrá denegar la restitución 
de una persona de menos de dieciséis años de edad basándose en lo 
dispuesto en el literal b) del artículo 13 del Convenio de La Haya sobre los 
Aspectos Civiles de la Sustracción Internacional de Menores aprobada por la 
Ley Nº 17.109, de 21 de mayo de 1999, y literal b) del artículo 11 de la 
Convención Interamericana sobre Restitución Internacional de Menores 
ratificada por la Ley Nº 17.335, de 17 de mayo de 2001, si se demuestra que se 
han adoptado las medidas adecuadas para garantizar la protección de la 
misma tras la restitución. 

Artículo 23.- Si ha transcurrido un lapso mayor a un año entre la fecha de la 
solicitud o demanda de restitución y la de sustracción o retención ilícitas, podrá 
asimismo ser ordenada la restitución, según las circunstancias acreditadas en 
la causa, salvo demostración durante el proceso que la persona de menos de 
dieciséis años de edad ha quedado integrada a su nuevo ambiente y, en este 
caso, solo si a juicio del Juez la permanencia en este resulta favorable a su 
prioritario interés. En caso contrario, podrá siempre ordenar la restitución 
(artículo 18 de la Convención de La Haya sobre los Aspectos Civiles de la 
Sustracción Internacional de Menores aprobada por la Ley Nº 17.109, de 21 de 
mayo de 1999, y por el artículo 17 de la Convención Interamericana sobre 
Restitución Internacional de Menores ratificada por la Ley Nº 17.335, de 17 de 
mayo de 2001). 

Artículo 24. Impugnaciones.- Serán pasibles del recurso de apelación 
únicamente la sentencia que disponga el rechazo liminar -en cuyo caso la 
apelación no se sustancia- y la sentencia definitiva. 

En segunda instancia podrá convocarse a audiencia o dictarse decisión 
anticipada; en este último caso, el plazo para deducir el recurso de aclaración y 
ampliación será de cuarenta y ocho horas, debiéndose decidir dentro de las 
cuarenta y ocho horas. 

Contra la sentencia de segunda instancia no se admitirá otro recurso. 

Artículo 25. Visita.- La solicitud que tiene por objeto hacer efectivo el derecho 
de visitas por parte de sus titulares en los casos previstos en los Convenios 
Internacionales de Restitución, seguirá el procedimiento establecido en la 
presente ley. 
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El derecho de visitas comprenderá el derecho de llevar a la persona de 
menos de dieciséis años de edad, por un período de tiempo limitado, a otro 
país diferente a aquel en que tiene su residencia habitual. 

No constituye requisito necesario para la procedencia de la solicitud de 
visitas, en el marco de los Convenios Internacionales de Restitución, la 
existencia de un previo traslado o retención ilícitos, ni la existencia de un 
régimen de visitas establecido con anterioridad. 

Artículo 26.- El Tribunal nacional, requerida su intervención, en caso de 
existencia de régimen de visitas fijado en sentencia ejecutoriada o por convenio 
homologado judicialmente, puede incluso modificar dicho régimen en caso de 
que sea necesario. 

Intervendrá en la cuestión de las visitas, en ejercicio de su jurisdicción 
natural, en carácter de jurisdicción más próxima, y sin perjuicio de la 
competencia originaria del Juez del Estado de residencia habitual, ya sea 
cuando haya denegado la solicitud de restitución o bien en los casos en que, 
habiéndose logrado la auto composición del litigio, se obtiene la restitución 
voluntaria. 

Recibida la solicitud o demanda, se correrá traslado de seis días hábiles y se 
convocará a una audiencia en la que se dictará sentencia. 

Dispondrá sobre el régimen de visitas, siempre bajo el apercibimiento para 
las partes de que el incumplimiento hará incurrir al trasgresor en traslado o 
retención ilícitos, a los efectos establecidos por la Convención de La Haya 
sobre los Aspectos Civiles de la Sustracción Internacional de Menores 
aprobada por la Ley Nº 17.109, de 21 de mayo de 1999, y en la Convención 
Interamericana sobre Restitución Internacional de Menores ratificada por la Ley 
Nº 17.335, de 17 de mayo de 2001. 

Artículo 27.- Si no hubiere régimen establecido, el proceso de visitas 
constará de demanda o solicitud, reguladas en lo aplicable por los artículos 2º a 
10 de la presente ley. Se sustanciará con un traslado por seis días a quien 
tuviera la tenencia circunstancial de la persona de menos de dieciséis años de 
edad. 

Se convocará a audiencia donde se tentará la conciliación, se diligenciará la 
prueba, se escuchará a las partes y al Ministerio Público y se dictará sentencia, 
aplicándose en lo pertinente los artículos 17 a 20 y 24 de la presente ley. 

Artículo 28. Comunicaciones judiciales directas.- La Suprema Corte de 
Justicia designará un Juez de Enlace con el cometido de facilitar las 
comunicaciones judiciales directas sobre los asuntos en trámite comprendidos 
por la presente ley entre los Tribunales extranjeros y los Tribunales nacionales. 

Las consultas podrán ser recíprocas, se realizarán por intermedio del Juez de 
Enlace y se dejará constancia de las mismas en los respectivos expedientes, 
con comunicación a las partes. 
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Ley Nº 19.293,  

de 19 de diciembre de 2014 

 

CÓDIGO DEL PROCESO PENAL 

________ 

 
 

LIBRO I 
DISPOSICIONES GENERALES 

 
 
 

TÍTULO III 
DE LA ACCIÓN PENAL 

 
CAPÍTULO I 

PRESUPUESTOS PARA EL EJERCICIO 
DE LA ACCIÓN PENAL 

 
 

SECCIÓN II 
De la instancia 

 
Artículo 84. (Concepto).- 
 
84.1 La instancia es la manifestación inequívoca de voluntad del ofendido por un 

delito, en el sentido de movilizar el proceso penal para la condena de los 
responsables. 

 
84.2 No constituye instancia la mera noticia de la ocurrencia del hecho. 
 
Artículo 85. (Extensión).- La instancia dirigida contra uno de los copartícipes del 

delito se extiende a los demás. 
 
Artículo 86. (Legitimados para instar).- Cuando el ofendido no pudiere actuar por 

sí, estarán legitimadas para instar al Ministerio Público al ejercicio de la acción penal 
las personas indicadas en el artículo 80 de este Código. 

 
Artículo 87. (Contenido de la instancia).- En la instancia deberá constar el lugar y 

fecha de presentación, el nombre, edad, estado civil, profesión u ocupación y domicilio 
de quien insta y el hecho al que alude. 

 

38



Si se conocen los presuntos autores, cómplices o encubridores del hecho punible, 
se mencionarán, indicándose en lo posible su paradero, sus relaciones de familia, su 
profesión u oficio y sus rasgos fisonómicos, expresándose también quiénes fueron los 
testigos presenciales del hecho. 

 
Artículo 88. (Método para instar).- La instancia se formulará ante el Ministerio 

Público verbalmente o por escrito, dejándose en todos los casos constancia en acta. 
También podrá deducirse, necesariamente por escrito, ante las autoridades con 
funciones de policía. 

 
Artículo 89. (Firma de la instancia).- La instancia que se formule por escrito será 

firmada por su autor, en presencia de la autoridad respectiva. Si no sabe o no puede 
firmar, el escrito se refrendará con la impresión dígito pulgar derecha del interesado o, 
en su defecto, la dígito pulgar izquierda. A continuación se dejará constancia de que la 
persona conoce el texto del escrito y que ha estampado la impresión digital en su 
presencia y de conformidad. 

 
Artículo 90. (Confirmación de la voluntad de instar).- Al inicio de las actuaciones 

judiciales, el Ministerio Público explicará a quién formuló la instancia el alcance de la 
misma. Si el declarante confirma su voluntad de instar, se la tendrá por bien formulada 
dejándose constancia en el acta respectiva. Si el que insta desiste, se le tendrá por 
renunciado a su derecho a instar y no podrá volver a hacerlo por los mismos hechos. 

 
Artículo 91. (Caducidad del derecho a instar).- El derecho a instar caduca a los 

seis meses contados desde la comisión del hecho presuntamente delictivo, o desde 
que el ofendido o la persona legitimada para instar pudo hacerlo. 

 
Artículo 92. (Desistimiento).- 
 
92.1 Podrá desistirse de la instancia antes de que el Ministerio Público formalice la 

acusación, sin perjuicio de lo dispuesto en leyes especiales. 
 
92.2 Cuando la instancia haya sido formulada por uno de los padres, solamente el 

que instó tiene facultades para desistir. 
 
Artículo 93. (Aceptación del desistimiento).- Para ser eficaz, el desistimiento 

deberá ser aceptado por el imputado.  Se entenderá que lo acepta si no manifiesta su 
oposición dentro de los tres días siguientes al de la notificación. 

 
Artículo 94. (Efectos del desistimiento).- El desistimiento aceptado dará por 

concluido el proceso, el cual no podrá volver a iniciarse por los mismos hechos. 
 
Artículo 95. (Efecto extensivo).- En casos de desistimiento de la instancia, sus 

efectos se extenderán a todos los copartícipes del delito. 
 
Artículo 96. (Delitos perseguibles a instancia del ofendido).- Son perseguibles a 

instancia del ofendido los siguientes delitos: rapto, violación, atentado violento al 
pudor, corrupción, estupro, traumatismo, lesiones ordinarias, lesiones culposas graves, 
difamación e injurias, apropiación de cosas perdidas, de tesoro o de cosas habidas por 
error, daño sin agravantes específicas, violación de propiedad artística o literaria, 
violación de marcas de fábrica, violación de privilegios industriales y patentes de 
invención, delito de insolvencia fraudulenta, delitos de sustracción o retención de 
persona menor de edad con atenuantes especiales, amenazas, penetración ilegítima 
en fundo ajeno, caza abusiva e infracciones a las leyes de prenda sin desplazamiento. 
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También se requerirá la instancia del ofendido en aquellos tipos penales que 
establezcan la exigencia de este requisito formal. 

 
Artículo 97. (Procedimiento de oficio).- En los delitos de violación, atentado violento 

al pudor, corrupción, estupro, rapto, traumatismo y lesiones ordinarias intencionales, 
se procederá de oficio en los siguientes casos cuando: 

 
a) el hecho haya sido acompañado por otro delito en que deba procederse de 

oficio; 
 
b) la persona agraviada careciere de capacidad para actuar por sí en juicio y no 

hubiere persona legitimada para instar; 
 
c) el delito fuere cometido por los padres, tutores, curadores, guardadores o 

tenedores de hecho o de derecho o con abuso de las relaciones domésticas o 
de la cohabitación; 

 
d) la persona agraviada fuere menor de dieciocho años y estuviere internada en 

un establecimiento público; 
 
e) el delito fuere cometido por quien tuviere respecto de la persona agraviada 

responsabilidad en la atención de su salud o educación; 
 
f) la persona agraviada estuviere respecto de quien cometió el delito en una 

relación de dependencia laboral. 
 

 
SECCIÓN II 

De la prueba testimonial 
 
Artículo 158. (Reglas para el examen de los testigos).- 
 
158.1 Antes de comenzar la declaración, el juez advertirá al testigo de su deber de 

decir la verdad y lo instruirá acerca de las penas con que el Código Penal castiga el 
falso testimonio. 

 
158.2 Se procederá a interrogar a cada testigo sobre lo siguiente: 
 
a) su nombre, apellido, edad, estado civil, profesión u oficio y domicilio y si es 

extranjero, además los años de residencia en el país; 
 
b) si conoce al imputado y a los demás interesados en el resultado del proceso, si 

tiene con alguno de ellos parentesco, amistad, enemistad o relaciones de 
cualquier clase y si tiene interés de cualquier orden en la causa; 

 
c) sobre todos los demás hechos y circunstancias que sean conducentes a la 

averiguación de la verdad con respecto a los hechos que son objeto del 
proceso; 

 
d) acerca de todas las circunstancias que sirvan para apreciar su credibilidad y 

especialmente sobre la razón de sus dichos. 
 
158.3 La declaración de los testigos se sujetará a los interrogatorios que efectúen 

las partes. Estos serán realizados en primer lugar por la parte que hubiere ofrecido la 
respectiva prueba y luego por la contraparte. Finalmente, el tribunal podrá formular 
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preguntas aclaratorias o ampliatorias a los testigos. A solicitud de cualquiera de las 
partes el tribunal podrá autorizar nuevo interrogatorio de los testigos que ya hubieren 
declarado en la audiencia.  

 
158.4 El juez podrá rechazar cualquier pregunta que juzgue inconducente, 

innecesaria, dilatoria, sugestiva, perjudicial o agraviante para el testigo, así como dar 
por terminado el interrogatorio cuando lo considere del caso. 

 
El testigo no podrá leer notas o apuntes a menos que el tribunal lo autorice. 
 
Artículo 159. (Testigo sospechoso de delito).- 
 
159.1 Si de la declaración de una persona citada como testigo surgieren indicios 

que la hicieren sospechosa de delito, se suspenderá la diligencia y en adelante se le 
aplicará el estatuto del imputado. 

 
159.2 La declaración como testigo de una persona que luego pasa a ser 

considerada como imputada, no podrá utilizarse en su perjuicio. 
 
Artículo 160. (Testigos menores de dieciocho años de edad).-  
 
160.1 El interrogatorio de los testigos menores de dieciocho años, será conducido 

por el tribunal sobre la base de las preguntas presentadas por el fiscal y la defensa. 
Podrá recurrirse al asesoramiento de un psicólogo forense u otro profesional 
especializado. Por regla general no podrán ser interrogados directamente por las 
partes.  

 
160.2 A los efectos de contemplar sus derechos y brindar su testimonio en el 

proceso, podrá adoptarse una o más de las siguientes medidas:  
 
a) pantallas de cristal para ocultar al testigo del imputado u otros elementos que 

constituyan barrera física con el mismo efecto; 
 
b) prestar testimonio desde una sala adyacente al tribunal a través de un circuito 

cerrado de televisión u otra tecnología con similar efecto; 
 
c) recepción en privado, excluyéndose al público y a los medios de prensa de la 

sala del tribunal; 
 
d) examen del testigo a través de un intermediario designado por el tribunal, con 

la función de ayudarlo a comprender el interrogatorio. Esta medida será tenida 

especialmente en cuenta tratándose de menores de doce años de edad; 
 
e) presencia de un acompañante como apoyo emocional, mientras el testigo 

presta testimonio. Este puede ser cualquier adulto en quien él confíe, siempre 
que no sea parte, testigo u otro sujeto del proceso. 

 
Artículo 161. (Testigo que no conozca el idioma).- Si el testigo no sabe darse a 

entender por desconocer el idioma español, se utilizarán los servicios de un intérprete. 
 
Artículo 162. (Testigos discapacitados).- 
 
a) Tratándose de testigos con discapacidad intelectual o mental se aplicarán las 

reglas previstas en los artículos precedentes. 
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b) Al testigo con dificultades de audición y comunicación se le proveerá de un 

intérprete. 
 
c) Al testigo que no se comunica mediante el habla, se le proveerá de sistemas de 

comunicación alternativos. 
 
d) Al testigo no vidente que deba suscribir el acta, le será leída por el actuario o 

secretario del tribunal. 
 
Artículo 163. (Testigos intimidados).- 
 
163.1 Cuando exista peligro grave para la persona, la libertad o los bienes del 

testigo o sus familiares, el tribunal podrá disponer una o más de las medidas previstas 
en el artículo 160 de este Código.  

 
163.2 Asimismo, se podrá disponer la reserva de su identidad, de los demás datos 

personales y de cualquier otro elemento que pueda servir para su identificación, 
pudiéndose utilizar para esta un número o cualquier otra clave. Sus datos filiatorios y 
toda otra circunstancia que permita identificarlo, quedarán depositados en dos sobres 
cerrados y lacrados, en cuyo reverso solamente se dejará constancia de la causa y del 
titular del Ministerio Público interviniente. Uno de los sobres quedará en poder de este 
y el otro en poder del tribunal. Cuando se establezca esta medida, se dispondrá 
además la prohibición de divulgar de cualquier forma su identidad o de cualquier otro 
dato conducente a ella. 

 
163.3 La declaración de los testigos en las condiciones previstas en el numeral 

anterior, será valorada por el juez con criterio especialmente riguroso, considerando 
para su credibilidad el resto de los elementos probatorios y las circunstancias que 
determinaron su protección.   

 
Artículo 164. (Declaración de la víctima).- 
 
164.1 Para la declaración de la víctima rigen las mismas reglas prescritas para la 

declaración de los testigos. 
 
164.2 Tratándose de víctimas de delitos sexuales menores de dieciocho años, 

personas con discapacidad física, mental o sensorial, la filmación de la entrevista 
pericial efectuada a la víctima en la etapa de la investigación, podrá incorporarse como 
prueba testimonial, en cuanto se hayan cumplido las garantías procesales reguladas 
en este Código, sin perjuicio del derecho de las partes a que se efectúen los 
correspondientes interrogatorios complementarios o ampliatorios. 

 
 
Artículo 165. (Testimonio filmado).- 
 
165.1 En los casos en que se considere conveniente por las características del 

testimonio o por sus particulares circunstancias, podrá disponerse la filmación, 
agregándose el soporte como parte integrante del acto. 

 
165.2 Asimismo, se adoptarán los medios técnicos tendientes a preservar la 

genuinidad del soporte de la filmación. 
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SECCIÓN XVII 
 

CAPÍTULO III 
PRUEBA ANTICIPADA 

 
Artículo 213. (Supuestos de la prueba anticipada).- El fiscal, el defensor y la 

víctima o sus familiares en su caso, podrán solicitar el diligenciamiento de prueba en 
forma anticipada en los siguientes casos: 

 
a) declaración de testigos e informe de peritos, cuando exista motivo fundado para 

considerar que no podrá formularse en las audiencias del proceso por 
enfermedad u otro grave impedimento, o cuando hayan sido expuestos a 
violencia, amenaza, ofertas o promesas de dinero u otra utilidad para que no 
declaren o lo hagan falsamente; 

 
b) declaración de testigos, cuando exista la probabilidad de que la espera a la 

realización de las audiencias del proceso, les cause un perjuicio severo o ponga 
en riesgo serio la calidad de la prueba testimonial; 
 

c) reconocimientos, inspecciones o reconstrucciones, que por su naturaleza y 
características deben ser considerados actos definitivos e irreproducibles; 
 

d) el diligenciamiento de cualquier medio probatorio, cuando el transcurso del 
tiempo pudiere frustrar su realización o perjudicar su eficacia. 

 
Artículo 214. (Procedimiento).- 
 
214.1 La parte que solicite el diligenciamiento de prueba anticipada deberá precisar 

su objeto y las razones de su importancia para el proceso. También indicará el nombre 
de las personas que deben intervenir en el acto y las circunstancias de su 
procedencia. 

 
214.2 El trámite se dispondrá con citación de la parte contraria, salvo que esa 

comunicación pueda frustrar la finalidad y eficacia de la medida. 
 
En este último caso, una vez diligenciada la prueba se dará conocimiento de lo 

actuado a la contraparte, quien tendrá la oportunidad de completarla o de presentar 
contraprueba en la etapa procesal oportuna.  

 
214.3 La prueba anticipada se diligenciará de conformidad con las reglas referidas 

al medio probatorio pertinente. 
 
Artículo 215. (Impugnabilidad).- 
 
215.1 La parte contra quien se pide la medida podrá oponerse a la misma o solicitar 

su modificación o ampliación en el plazo de la citación.  
 
215.2 La resolución que deniegue la medida será susceptible de los recursos de 

reposición y apelación en subsidio.  
 
215.3 Cumplida la medida y notificada, si se hubiere dispuesto sin noticia, el 

agraviado podrá apelar conforme a lo dispuesto en este Código. 
 

43



Ley Nº 19.355, 

de 19 de diciembre de 2015 

PRESUPUESTO NACIONAL 
PERÍODO 2015 - 2019 

 

Artículo 162.- Facúltase al Poder Ejecutivo a otorgar la residencia legal 
a personas extranjeras que permanezcan en el país en forma irregular y que se 
encuentren en especial situación de vulnerabilidad, acreditada ante el 
Ministerio de Desarrollo Social, siempre que se respete la prohibición 
establecida en el inciso segundo del artículo 37 de la Constitución de la 
República y que el interesado cumpla con la reglamentación que se dicte al 
efecto. 
 

El Poder Ejecutivo reglamentará la presente disposición en el plazo de 
ciento veinte días. 
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unicef

"No hay causa que merezca
más alta prioridad que la
protección y el desarrollo del
niño, de quien dependen la
supervivencia, la estabilidad y
el progreso de todas las
naciones y, de hecho, de la
civilización humana".

Plan de Acción de la Cumbre Mundial a favor
de la Infancia, 30 de septiembre de 1990.
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CONVENCIÓN SOBRE 
LOS DERECHOS DEL NIÑO
20 DE NOVIEMBRE DE 1989
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Los derechos de la infancia están plena-
mente estipulados en la Convención so-
bre los Derechos del Niño. Elaborada du-
rante 10 años con las aportaciones de re-
presentantes de diversas sociedades,
culturas y religiones, la Convención fue
aprobada como tratado internacional de
derechos humanos el 20 de noviembre
de 1989. 

La Convención, a lo largo de sus 54 artí-
culos, reconoce que los niños (seres hu-
manos menores de 18 años) son indivi-
duos con derecho de pleno desarrollo físi-
co, mental y social, y con derecho a ex-
presar libremente sus opiniones. Además
la Convención es también un modelo pa-
ra la salud, la supervivencia y el progreso
de toda la sociedad humana. 

La Convención, como primera ley interna-
cional sobre los derechos de los niños y
niñas, es de carácter obligatorio para los
Estados firmantes. Estos países informan
al Comité de los Derechos del Niño sobre
los pasos que han adoptado para aplicar
lo establecido en la Convención. 

Es también obligación del Estado adoptar
las medidas necesarias para dar efectivi-

dad a todos los derechos reconocidos en
la Convención. 

Una Convención sobre los derechos del
niño era necesaria porque aún cuando
muchos países tenían leyes que protegían
a la infancia, algunos no las respetaban.
Para los niños esto significaba con fre-
cuencia pobreza, acceso desigual a la
educación, abandono. Unos problemas
que afectaban tanto a los niños de los pa-
íses ricos como pobres. 

En este sentido, la aceptación de la Con-
vención por parte de un número tan ele-
vado de países ha reforzado el reconoci-
miento de la dignidad humana fundamen-
tal de la infancia así como la necesidad de
garantizar su protección y desarrollo.

La Convención sobre los Derechos del
Niño se ha utilizado en todo el mundo
para promover y proteger los derechos
de la infancia. Desde su aprobación, en
el mundo, se han producido avances
considerables en el cumplimiento de los
derechos de la infancia a la superviven-
cia, la salud y la educación, a través de
la prestación de bienes y servicios esen-
ciales; así como un reconocimiento cada

INTRODUCCIÓN
CONVENCIÓN SOBRE LOS DERECHOS DEL NIÑO
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vez mayor de la necesidad de establecer
un entorno protector que defienda a los
niños y niñas de la explotación, los ma-
los tratos y la violencia. Prueba de ello
es la entrada en vigor en 2002 de dos
Protocolos Facultativos, uno relativo a la
venta de niños, la prostitución infantil y
la utilización de niños en la pornografía,
y el relativo a la participación de niños
en los conflictos armados.

Sin embargo, todavía queda mucho por
hacer para crear un mundo apropiado pa-
ra la infancia. Los progresos han sido de-
siguales, y algunos países se encuentran
más retrasados que otros en la obligación
de dar a los derechos de la infancia la im-
portancia que merecen. Y en varias regio-
nes y países, algunos de los avances pa-
recen estar en peligro de retroceso debi-
do a las amenazas que suponen la pobre-
za, los conflictos armados y el VIH/SIDA.

Todos y cada uno de nosotros tenemos
una función que desempeñar para asegu-
rar que todos los niños y niñas disfruten
de su infancia.

La misión de UNICEF consiste en proteger
los derechos de niños y niñas, para con-

tribuir a resolver sus necesidades básicas
y ampliar sus oportunidades a fin de que
alcancen su pleno potencial. Para ello,
UNICEF se rige bajo las disposiciones y
principios de la Convención sobre los De-
rechos del Niño.

Existe una nueva perspectiva de avance
del cumplimiento de los derechos de la
infancia, a través de los Objetivos de De-
sarrollo para el Milenio que 189 Estados
Miembros de Naciones Unidas firmaron
en el año 2000 y que suponen un reno-
vado compromiso colectivo de la comu-
nidad internacional para avanzar hacia
el desarrollo humano de los países.

Seis de los ocho Objetivos de Desarrollo
para el Milenio pueden lograrse mejor si
se protegen los derechos de la infancia
a la salud, la educación, la protección y
la igualdad. De esta manera, el compro-
miso de UNICEF a favor de la infancia,
desde sus 60 años de existencia, asume
necesariamente una función central para
hacer realidad estos objetivos y transfor-
mar el mundo en un lugar mejor para
todos.

UNICEF-COMITÉ ESPAÑOL
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Resumen no oficial de las
disposiciones principales

PREÁMBULO
El Preámbulo recuerda los
principios fundamentales de
las Naciones Unidas y las
disposiciones precisas de
algunos tratados y
declaraciones relativos a los
derechos del hombre;
reafirma la necesidad de
proporcionar a los niños
cuidado y asistencia
especiales en razón de su
vulnerabilidad; subraya de
manera especial la
responsabilidad primordial de
la familia por lo que respecta
a la protección y la
asistencia, la necesidad de
una protección jurídica y no
jurídica del niño antes y
después del nacimiento, la
importancia del respeto de
los valores culturales de la
comunidad del niño y el papel
crucial de la cooperación
internacional para que los
derechos del niño se hagan
realidad.

PREÁMBULO
Los Estados Partes en la presente Convención, 

Considerando que, de conformidad con los principios
proclamados en la Carta de las Naciones Unidas, la li-
bertad, la justicia y la paz en el mundo se basan en el
reconocimiento de la dignidad intrínseca y de los dere-
chos iguales e inalienables de todos los miembros de la
familia humana, 

Teniendo presente que los pueblos de las Naciones Uni-
das han reafirmado en la Carta su fe en los derechos
fundamentales del hombre y en la dignidad y el valor
de la persona humana, y que han decidido promover el
progreso social y elevar el nivel de vida dentro de un
concepto más amplio de la libertad, 

Reconociendo que las Naciones Unidas han proclama-
do y acordado en la Declaración Universal de Dere-
chos Humanos y en los pactos internacionales de de-
rechos humanos, que toda persona tiene todos los de-
rechos y libertades enunciados en ellos, sin distinción
alguna, por motivos de raza, color, sexo, idioma, reli-
gión, opinión política o de otra índole, origen nacional
o social, posición económica, nacimiento o cualquier
otra condición, 

Recordando que en la Declaración Universal de Dere-
chos Humanos las Naciones Unidas proclamaron que
la infancia tiene derecho a cuidados y asistencia es-
peciales, 

Convencidos de que la familia, como grupo fundamen-
tal de la sociedad y medio natural para el crecimiento y
el bienestar de todos sus miembros, y en particular de
los niños, debe recibir la protección y asistencia necesa-
rias para poder asumir plenamente sus responsabilida-
des dentro de la comunidad, 

Reconociendo que el niño, para el pleno y armonioso
desarrollo de su personalidad, debe crecer en el seno
de la familia, en un ambiente de felicidad, amor y
comprensión, 

Considerando que el niño debe estar plenamente pre-
parado para una vida independiente en sociedad y ser
educado en el espíritu de los ideales proclamados en
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la Carta de las Naciones Unidas y, en particular, en un
espíritu de paz, dignidad, tolerancia, libertad, igualdad
y solidaridad, 

Teniendo presente que la necesidad de proporcionar al
niño una protección especial ha sido enunciada en la
Declaración de Ginebra de 1924 sobre los Derechos
del Niño y en la Declaración de los Derechos del Niño
adoptada por la Asamblea General el 20 de noviembre
de 1959, y reconocida en la Declaración Universal de
Derechos Humanos, en el Pacto Internacional de Dere-
chos Civiles y Políticos (en particular, en los artículos
23 y 24), en el Pacto Internacional de Derechos Econó-
micos, Sociales y Culturales (en particular, en el artícu-
lo 10) y en los estatutos e instrumentos pertinentes de
los organismos especializados y de las organizaciones
internacionales que se interesan en el bienestar del ni-
ño, 

Teniendo presente que, como se indica en la Declara-
ción de los Derechos del Niño, "el niño, por su falta de
madurez física y mental, necesita protección y cuidado
especiales, incluso la debida protección legal, tanto an-
tes como después del nacimiento", 

Recordando lo dispuesto en la Declaración sobre los
principios sociales y jurídicos relativos a la protección y
el bienestar de los niños, con particular referencia a la
adopción y la colocación en hogares de guarda, en los
planos nacional e internacional; las Reglas mínimas de
las Naciones Unidas para la administración de la justi-
cia de menores (Reglas de Beijing); y la Declaración so-
bre la protección de la mujer y el niño en estados de
emergencia o de conflicto armado, 

Reconociendo que en todos los países del mundo hay
niños que viven en condiciones excepcionalmente difí-
ciles y que esos niños necesitan especial consideración, 

Teniendo debidamente en cuenta la importancia de las
tradiciones y los valores culturales de cada pueblo para
la protección y el desarrollo armonioso del niño, 

Reconociendo la importancia de la cooperación interna-
cional para el mejoramiento de las condiciones de vida
de los niños en todos los países, en particular en los pa-
íses en desarrollo, 

Han convenido en lo siguiente:
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PARTE I
Artículo 1

Para los efectos de la presente Convención, se entiende
por niño todo ser humano menor de dieciocho años de
edad, salvo que, en virtud de la ley que le sea aplicable,
haya alcanzado antes la mayoría de edad. 

Artículo 2

1. Los Estados Partes respetarán los derechos enuncia-
dos en la presente Convención y asegurarán su aplica-
ción a cada niño sujeto a su jurisdicción, sin distinción
alguna, independientemente de la raza, el color, el sexo,
el idioma, la religión, la opinión política o de otra índo-
le, el origen nacional, étnico o social, la posición econó-
mica, los impedimentos físicos, el nacimiento o cual-
quier otra condición del niño, de sus padres o de sus re-
presentantes legales. 

2. Los Estados Partes tomarán todas las medidas apro-
piadas para garantizar que el niño se vea protegido
contra toda forma de discriminación o castigo por cau-
sa de la condición, las actividades, las opiniones ex-
presadas o las creencias de sus padres, o sus tutores o
de sus familiares.

Artículo 3

1. En todas las medidas concernientes a los niños que
tomen las instituciones públicas o privadas de bienestar
social, los tribunales, las autoridades administrativas o
los órganos legislativos, una consideración primordial a
que se atenderá será el interés superior del niño. 

2. Los Estados Partes se comprometen a asegurar al ni-
ño la protección y el cuidado que sean necesarios para
su bienestar, teniendo en cuenta los derechos y deberes
de sus padres, tutores u otras personas responsables
de él ante la ley y, con ese fin, tomarán todas las medi-
das legislativas y administrativas adecuadas. 

3. Los Estados Partes se asegurarán de que las insti-
tuciones, servicios y establecimientos encargados 
del cuidado o la protección de los niños cumplan 
las normas establecidas por las autoridades compe-
tentes, especialmente en materia de seguridad, sani-

DEFINICIÓN DE NIÑO
Se entiende por niño todo ser
humano desde su nacimiento
hasta los 18 años de edad,
salvo que haya alcanzado
antes la mayoría de edad.

NO DISCRIMINACIÓN
Todos los derechos deben ser
aplicados a todos los niños,
sin excepción alguna, y es
obligación del Estado tomar
las medidas necesarias para
proteger al niño de toda forma
de discriminación.

INTERÉS SUPERIOR DEL NIÑO
Todas las medidas respecto
del niño deben estar basadas
en la consideración del
interés superior del mismo.
Corresponde al Estado
asegurar una adecuada
protección y cuidado,  cuando
los padres y madres, u otras
personas responsables, no
tienen capacidad para
hacerlo.
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dad, número y competencia de su personal, así 
como en relación con la existencia de una supervi-
sión adecuada.

Artículo 4

Los Estados Partes adoptarán todas las medidas admi-
nistrativas, legislativas y de otra índole para dar efecti-
vidad a los derechos reconocidos en la presente Con-
vención. En lo que respecta a los derechos económicos,
sociales y culturales, los Estados Partes adoptarán esas
medidas hasta el máximo de los recursos de que dis-
pongan y, cuando sea necesario, dentro del marco de la
cooperación internacional. 

Artículo 5

Los Estados Partes respetarán las responsabilidades,
los derechos y los deberes de los padres o, en su caso,
de los miembros de la familia ampliada o de la comu-
nidad, según establezca la costumbre local, de los tu-
tores u otras personas encargadas legalmente del niño
de impartirle, en consonancia con la evolución de sus
facultades, dirección y orientación apropiadas para
que el niño ejerza los derechos reconocidos en la pre-
sente Convención. 

Artículo 6

1. Los Estados Partes reconocen que todo niño tiene el
derecho intrínseco a la vida. 

2. Los Estados Partes garantizarán en la máxima medi-
da posible la supervivencia y el desarrollo del niño.

Artículo 7

1. El niño será inscripto inmediatamente después de su
nacimiento y tendrá derecho desde que nace a un nom-
bre, a adquirir una nacionalidad y, en la medida de lo
posible, a conocer a sus padres y a ser cuidado por
ellos. 

2. Los Estados Partes velarán por la aplicación de es-
tos derechos de conformidad con su legislación nacio-
nal y las obligaciones que hayan contraído en virtud
de los instrumentos internacionales pertinentes en es-
ta esfera, sobre todo cuando el niño resultara de otro
modo apátrida.

APLICACIÓN DE LOS
DERECHOS
Es obligación del Estado
adoptar las medidas
necesarias para dar
efectividad a todos los
derechos reconocidos en la
presente Convención.

DIRECCIÓN Y ORIENTACIÓN
DE PADRES Y MADRES
Es obligación del Estado
respetar las
responsabilidades y los
derechos de los padres y
madres, así como de los
familiares, de impartir al niño
orientación apropiada a la
evolución de sus
capacidades.

SUPERVIVENCIA Y
DESARROLLO
Todo niño tiene derecho
intrínseco a la vida y es
obligación del Estado
garantizar la supervivencia y
el desarrollo del niño.

NOMBRE Y NACIONALIDAD
Todo niño tiene derecho a un
nombre desde su nacimiento y
a obtener una  nacionalidad
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Artículo 8

1. Los Estados Partes se comprometen a respetar el de-
recho del niño a preservar su identidad, incluidos la na-
cionalidad, el nombre y las relaciones familiares de con-
formidad con la ley sin injerencias ilícitas. 

2. Cuando un niño sea privado ilegalmente de algunos
de los elementos de su identidad o de todos ellos, los
Estados Partes deberán prestar la asistencia y protec-
ción apropiadas con miras a restablecer rápidamente su
identidad.

Artículo 9

1. Los Estados Partes velarán por que el niño no sea
separado de sus padres contra la voluntad de éstos,
excepto cuando, a reserva de revisión judicial, las au-
toridades competentes determinen, de conformidad
con la ley y los procedimientos aplicables, que tal se-
paración es necesaria en el interés superior del niño.
Tal determinación puede ser necesaria en casos parti-
culares, por ejemplo, en los casos en que el niño sea
objeto de maltrato o descuido por parte de sus padres
o cuando éstos viven separados y debe adoptarse una
decisión acerca del lugar de residencia del niño. 

2. En cualquier procedimiento entablado de conformi-
dad con el párrafo 1 del presente artículo, se ofrecerá a
todas las partes interesadas la oportunidad de participar
en él y de dar a conocer sus opiniones. 

3. Los Estados Partes respetarán el derecho del niño
que esté separado de uno o de ambos padres a mante-
ner relaciones personales y contacto directo con ambos
padres de modo regular, salvo si ello es contrario al in-
terés superior del niño. 

4. Cuando esa separación sea resultado de una medida
adoptada por un Estado Parte, como la detención, el en-
carcelamiento, el exilio, la deportación o la muerte (in-
cluido el fallecimiento debido a cualquier causa mien-
tras la persona esté bajo la custodia del Estado) de uno
de los padres del niño, o de ambos, o del niño, el Esta-
do Parte proporcionará, cuando se le pida, a los padres,
al niño o, si procede, a otro familiar, información básica
acerca del paradero del familiar o familiares ausentes, a
no ser que ello resultase perjudicial para el bienestar
del niño. Los Estados Partes se cerciorarán, además, de

PRESERVACIÓN 
DE LA IDENTIDAD
Es obligación del Estado
proteger y, si es necesario,
restablecer la identidad del
niño, si éste hubiera sido
privado en parte o en todo de
la misma (nombre,
nacionalidad y vínculos
familiares).

SEPARACIÓN DE 
PADRES Y MADRES
Es un derecho del niño vivir
con su padre y su madre,
excepto en los casos que la
separación sea necesaria
para el interés superior del
propio niño. Es derecho del
niño mantener contacto
directo con ambos, si está
separado de uno de ellos o de
los dos. Corresponde al
Estado responsabilizarse de
este aspecto, en el caso de
que la separación haya sido
producida por acción del
mismo.
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que la presentación de tal petición no entrañe por sí
misma consecuencias desfavorables para la persona o
personas interesadas.

Artículo 10

1. De conformidad con la obligación que incumbe a los
Estados Partes a tenor de lo dispuesto en el párrafo 1
del artículo 9, toda solicitud hecha por un niño o por
sus padres para entrar en un Estado Parte o para salir
de él a los efectos de la reunión de la familia será aten-
dida por los Estados Partes de manera positiva, huma-
nitaria y expeditiva. Los Estados Partes garantizarán,
además, que la presentación de tal petición no traerá
consecuencias desfavorables para los peticionarios ni
para sus familiares. 

2. El niño cuyos padres residan en Estados diferentes
tendrá derecho a mantener periódicamente, salvo en
circunstancias excepcionales, relaciones personales y
contactos directos con ambos padres. Con tal fin, y
de conformidad con la obligación asumida por los Es-
tados Partes en virtud del párrafo 1 del artículo 9, los
Estados Partes respetarán el derecho del niño y de
sus padres a salir de cualquier país, incluido el pro-
pio, y de entrar en su propio país. El derecho de salir
de cualquier país estará sujeto solamente a las res-
tricciones estipuladas por ley y que sean necesarias
para proteger la seguridad nacional, el orden público,
la salud o la moral públicas o los derechos y liberta-
des de otras personas y que estén en consonancia
con los demás derechos reconocidos por la presente
Convención.

Artículo 11

1. Los Estados Partes adoptarán medidas para luchar
contra los traslados ilícitos de niños al extranjero y la
retención ilícita de niños en el extranjero. 

2. Para este fin, los Estados Partes promoverán la con-
certación de acuerdos bilaterales o multilaterales o la
adhesión a acuerdos existentes.

Artículo 12

1. Los Estados Partes garantizarán al niño que esté en con-
diciones de formarse un juicio propio el derecho de expre-
sar su opinión libremente en todos los asuntos que afec-

REUNIFICACIÓN FAMILIAR
Es derecho de los niños y sus
padres y madres salir de
cualquier país y entrar en el
propio, con miras a la
reunificación familiar o el
mantenimiento de la relación
entre unos y otros.

RETENCIONES Y 
TRASLADOS ILÍCITOS
Es obligación del Estado
adoptar las medidas
necesarias para luchar contra
los traslados ilícitos y la
retención ilícita de niños en el
extranjero, ya sea por su padre
o su madre, ya sea por una
tercera persona

OPINIÓN DEL NIÑO
El niño tiene derecho a expresar
su opinión y a que ésta se tenga
en cuenta en todos los asuntos
que le afectan.
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tan al niño, teniéndose debidamente en cuenta las opinio-
nes del niño, en función de la edad y madurez del niño. 

2. Con tal fin, se dará en particular al niño oportunidad
de ser escuchado, en todo procedimiento judicial o ad-
ministrativo que afecte al niño, ya sea directamente o
por medio de un representante o de un órgano apropia-
do, en consonancia con las normas de procedimiento
de la ley nacional.

Artículo 13

1. El niño tendrá derecho a la libertad de expresión; ese de-
recho incluirá la libertad de buscar, recibir y difundir infor-
maciones e ideas de todo tipo, sin consideración de fronte-
ras, ya sea oralmente, por escrito o impresas, en forma ar-
tística o por cualquier otro medio elegido por el niño. 

2. El ejercicio de tal derecho podrá estar sujeto a ciertas
restricciones, que serán únicamente las que la ley pre-
vea y sean necesarias: 

a) Para el respeto de los derechos o la reputación de los
demás; o 

b) Para la protección de la seguridad nacional o el orden
público o para proteger la salud o la moral públicas.

Artículo 14

1. Los Estados Partes respetarán el derecho del niño a
la libertad de pensamiento, de conciencia y de religión. 

2. Los Estados Partes respetarán los derechos y deberes
de los padres y, en su caso, de los representantes lega-
les, de guiar al niño en el ejercicio de su derecho de
modo conforme a la evolución de sus facultades. 

3. La libertad de profesar la propia religión o las propias
creencias estará sujeta únicamente a las limitaciones
prescritas por la ley que sean necesarias para proteger
la seguridad, el orden, la moral o la salud públicos o los
derechos y libertades fundamentales de los demás.

Artículo 15

1. Los Estados Partes reconocen los derechos del niño a
la libertad de asociación y a la libertad de celebrar reu-
niones pacíficas. 

LIBERTAD DE EXPRESIÓN
Todo niño tiene derecho a
buscar, recibir y difundir
informaciones e ideas de todo
tipo, siempre que ello no vaya
en menoscabo del derecho de
otros.

LIBERTAD DE PENSAMIENTO,
CONCIENCIA Y RELIGIÓN
El niño tiene derecho a la
libertad de pensamiento, de
conciencia y de religión bajo
la dirección de su padre y su
madre, y de conformidad con
las limitaciones prescritas
por la ley.

LIBERTAD DE ASOCIACIÓN
Todo niño tiene derecho a la
libertad de asociación y de
celebrar reuniones, siempre
que ello no vaya en contra
de los derechos de otros.
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2. No se impondrán restricciones al ejercicio de estos
derechos distintas de las establecidas de conformidad
con la ley y que sean necesarias en una sociedad demo-
crática, en interés de la seguridad nacional o pública, el
orden público, la protección de la salud y la moral pú-
blicas o la protección de los derechos y libertades de
los demás.

Artículo 16

1. Ningún niño será objeto de injerencias arbitrarias o
ilegales en su vida privada, su familia, su domicilio o su
correspondencia ni de ataques ilegales a su honra y a
su reputación. 

2. El niño tiene derecho a la protección de la ley contra
esas injerencias o ataques.

Artículo 17

Los Estados Partes reconocen la importante función que
desempeñan los medios de comunicación y velarán por
que el niño tenga acceso a información y material pro-
cedentes de diversas fuentes nacionales e internaciona-
les, en especial la información y el material que tengan
por finalidad promover su bienestar social, espiritual y
moral y su salud física y mental. Con tal objeto, los Es-
tados Partes: 

a) Alentarán a los medios de comunicación a difundir in-
formación y materiales de interés social y cultural para el
niño, de conformidad con el espíritu del artículo 29; 

b) Promoverán la cooperación internacional en la pro-
ducción, el intercambio y la difusión de esa información
y esos materiales procedentes de diversas fuentes cul-
turales, nacionales e internacionales; 

c) Alentarán la producción y difusión de libros para niños; 

d) Alentarán a los medios de comunicación a que ten-
gan particularmente en cuenta las necesidades lingüísti-
cas del niño perteneciente a un grupo minoritario o que
sea indígena; 

e) Promoverán la elaboración de directrices apropiadas
para proteger al niño contra toda información y mate-
rial perjudicial para su bienestar, teniendo en cuenta las
disposiciones de los artículos 13 y 18.

PROTECCIÓN DE 
LA VIDA PRIVADA
Todo niño tiene derecho a no
ser objeto de injerencias en su
vida privada, su familia, su
domicilio y su
correspondencia, y a no ser
atacado en su honor.

ACCESO A UNA 
INFORMACIÓN ADECUADA
Los medios de comunicación
social desempeñan un papel
importante en la difusión de
información destinada a los
niños, que tenga como fin
promover su bienestar moral,
el conocimiento y la
compresión entre los pueblos,
y que respete la cultura del
niño. Es obligación del Estado
tomar medidas de promoción a
este respecto y proteger al
niño contra toda información y
material perjudicial para su
bienestar.
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Artículo 18

1. Los Estados Partes pondrán el máximo empeño en
garantizar el reconocimiento del principio de que am-
bos padres tienen obligaciones comunes en lo que res-
pecta a la crianza y el desarrollo del niño. Incumbirá a
los padres o, en su caso, a los representantes legales la
responsabilidad primordial de la crianza y el desarrollo
del niño. Su preocupación fundamental será el interés
superior del niño. 

2. A los efectos de garantizar y promover los dere-
chos enunciados en la presente Convención, los 
Estados Partes prestarán la asistencia apropiada a
los padres y a los representantes legales para el de-
sempeño de sus funciones en lo que respecta a la
crianza del niño y velarán por la creación de institu-
ciones, instalaciones y servicios para el cuidado de
los niños. 

3. Los Estados Partes adoptarán todas las medidas
apropiadas para que los niños cuyos padres trabajan
tengan derecho a beneficiarse de los servicios e instala-
ciones de guarda de niños para los que reúnan las con-
diciones requeridas.

Artículo 19

1. Los Estados Partes adoptarán todas las medidas le-
gislativas, administrativas, sociales y educativas apro-
piadas para proteger al niño contra toda forma de per-
juicio o abuso físico o mental, descuido o trato negli-
gente, malos tratos o explotación, incluido el abuso se-
xual, mientras el niño se encuentre bajo la custodia de
los padres, de un representante legal o de cualquier
otra persona que lo tenga a su cargo. 

2. Esas medidas de protección deberían comprender,
según corresponda, porcedimientos eficaces para el
establecimiento de programas sociales con objeto de
proporcionar la asistencia necesaria al niño y a quie-
nes cuidan de él, así como para otras formas de pre-
vención y para la identificación, notificación, remi-
sión a una institución, investigación, tratamiento y
observación ulterior de los casos antes descritos de
malos tratos al niño y, según corresponda, la inter-
vención judicial.

RESPONSABILIDAD DE
PADRES Y MADRES
Es responsabilidad primordial
de padres y madres la crianza
de los niños y es deber del
Estado brindar la asistencia
necesaria en el desempeño
de sus funciones.

PROTECCIÓN CONTRA 
LOS MALOS TRATOS
Es obligación del Estado
proteger a los niños de todas
las formas de malos tratos
perpetradas por padres,
madres o cualquiera otra
persona responsable de su
cuidado, y establecer
medidas preventivas y de
tratamiento al respecto.
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Artículo 20

1. Los niños temporal o permanentemente privados de
su medio familiar, o cuyo superior interés exija que no
permanezcan en ese medio, tendrán derecho a la pro-
tección y asistencia especiales del Estado. 

2. Los Estados Partes garantizarán, de conformidad con
sus leyes nacionales, otros tipos de cuidado para esos
niños. 

3. Entre esos cuidados figurarán, entre otras cosas, la
colocación en hogares de guarda, la kafala del derecho
islámico, la adopción o de ser necesario, la colocación
en instituciones adecuadas de protección de menores.
Al considerar las soluciones, se prestará particular aten-
ción a la conveniencia de que haya continuidad en la
educación del niño y a su origen étnico, religioso, cultu-
ral y lingüístico.

Artículo 21

Los Estados Partes que reconocen o permiten el siste-
ma de adopción cuidarán de que el interés superior del
niño sea la consideración primordial y: 

a) Velarán por que la adopción del niño sólo sea autori-
zada por las autoridades competentes, las que determi-
narán, con arreglo a las leyes y a los procedimientos
aplicables y sobre la base de toda la información perti-
nente y fidedigna, que la adopción es admisible en vista
de la situación jurídica del niño en relación con sus pa-
dres, parientes y representantes legales y que, cuando
así se requiera, las personas interesadas hayan dado
con conocimiento de causa su consentimiento a la
adopción sobre la base del asesoramiento que pueda
ser necesario; 

b) Reconocerán que la adopción en otro país puede
ser considerada como otro medio de cuidar del niño,
en el caso de que éste no pueda ser colocado en un
hogar de guarda o entregado a una familia adoptiva o
no pueda ser atendido de manera adecuada en el país
de origen; 

c) Velarán por que el niño que haya de ser adoptado en
otro país goce de salvaguardias y normas equivalentes
a las existentes respecto de la adopción en el país de
origen; 

PROTECCIÓN DE LOS 
NIÑOS PRIVADOS DE 
SU MEDIO FAMILIAR
Es obligación del Estado
proporcionar protección
especial a los niños privados
de su medio familiar y
asegurar que puedan
beneficiarse de cuidados que
sustituyan la atención familiar
o de la colocación en un
establecimiento apropiado,
teniendo en cuenta el origen
cultural del niño.

ADOPCIÓN
En los Estados que reconocen
y/o permiten la adopción, se
cuidará de que el interés
superior del niño sea la
consideración primordial y de
que estén reunidas todas las
garantías necesarias para
asegurar que la adopción sea
admisible así como las
autorizaciones de las
autoridades competentes.
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d) Adoptarán todas las medidas apropiadas para garan-
tizar que, en el caso de adopción en otro país, la coloca-
ción no dé lugar a beneficios financieros indebidos para
quienes participan en ella; 

e) Promoverán, cuando corresponda, los objetivos del
presente artículo mediante la concertación de arreglos o
acuerdos bilaterales o multilaterales y se esforzarán,
dentro de este marco, por garantizar que la colocación
del niño en otro país se efectúe por medio de las autori-
dades u organismos competentes.

Artículo 22

1. Los Estados Partes adoptarán medidas adecuadas pa-
ra lograr que el niño que trate de obtener el estatuto de
refugiado o que sea considerado refugiado de conformi-
dad con el derecho y los procedimientos internacionales
o internos aplicables reciba, tanto si está solo como si
está acompañado de sus padres o de cualquier otra per-
sona, la protección y la asistencia humanitaria adecua-
das para el disfrute de los derechos pertinentes enuncia-
dos en la presente Convención y en otros instrumentos
internacionales de derechos humanos o de carácter hu-
manitario en que dichos Estados sean partes. 

2. A tal efecto los Estados Partes cooperarán, en la for-
ma que estimen apropiada, en todos los esfuerzos de
las Naciones Unidas y demás organizaciones intergu-
bernamentales competentes u organizaciones no guber-
namentales que cooperen con las Naciones Unidas por
proteger y ayudar a todo niño refugiado y localizar a
sus padres o a otros miembros de su familia, a fin de
obtener la información necesaria para que se reúna con
su familia. En los casos en que no se pueda localizar a
ninguno de los padres o miembros de la familia, se
concederá al niño la misma protección que a cualquier
otro niño privado permanente o temporalmente de su
medio familiar, por cualquier motivo, como se dispone
en la presente Convención.

Artículo 23

1. Los Estados Partes reconocen que el niño mental o fí-
sicamente impedido deberá disfrutar de una vida plena
y decente en condiciones que aseguren su dignidad, le
permitan llegar a bastarse a sí mismo y faciliten la parti-
cipación activa del niño en la comunidad. 

NIÑOS REFUGIADOS
Se proporcionará protección
especial a los niños
considerados refugiados o
que soliciten el estatuto de
refugiado, y es obligación del
Estado cooperar con los
organismos competentes para
garantizar dicha protección y
asistencia.

NIÑOS IMPEDIDOS
Los niños mental o
físicamente impedidos tienen
derecho a recibir cuidados,
educación y adiestramiento
especiales, destinados a
lograr su autosuficiencia e
integración activa en la
sociedad.
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2. Los Estados Partes reconocen el derecho del niño im-
pedido a recibir cuidados especiales y alentarán y ase-
gurarán, con sujeción a los recursos disponibles, la
prestación al niño que reúna las condiciones requeridas
y a los responsables de su cuidado de la asistencia que
se solicite y que sea adecuada al estado del niño y a las
circunstancias de sus padres o de otras personas que
cuiden de él. 

3. En atención a las necesidades especiales del niño impe-
dido, la asistencia que se preste conforme al párrafo 2 del
presente artículo será gratuita siempre que sea posible,
habida cuenta de la situación económica de los padres o
de las otras personas que cuiden del niño, y estará desti-
nada a asegurar que el niño impedido tenga un acceso
efectivo a la educación, la capacitación, los servicios sani-
tarios, los servicios de rehabilitación, la preparación para
el empleo y las oportunidades de esparcimiento y reciba
tales servicios con el objeto de que el niño logre la inte-
gración social y el desarrollo individual, incluido su desa-
rrollo cultural y espiritual, en la máxima medida posible. 

4. Los Estados Partes promoverán, con espíritu de coo-
peración internacional, el intercambio de información
adecuada en la esfera de la atención sanitaria preventi-
va y del tratamiento médico, psicológico y funcional de
los niños impedidos, incluida la difusión de información
sobre los métodos de rehabilitación y los servicios de
enseñanza y formación profesional, así como el acceso
a esa información a fin de que los Estados Partes pue-
dan mejorar su capacidad y conocimientos y ampliar su
experiencia en estas esferas. A este respecto, se ten-
drán especialmente en cuenta las necesidades de los
países en desarrollo.

Artículo 24

1. Los Estados Partes reconocen el derecho del niño al
disfrute del más alto nivel posible de salud y a servicios
para el tratamiento de las enfermedades y la rehabilita-
ción de la salud. Los Estados Partes se esforzarán por
asegurar que ningún niño sea privado de su derecho al
disfrute de esos servicios sanitarios. 

2. Los Estados Partes asegurarán la plena aplicación de
este derecho y, en particular, adoptarán las medidas
apropiadas para: 

a) Reducir la mortalidad infantil y en la niñez; 

SALUD Y SERVICIOS
MÉDICOS
Los niños tienen derecho a
disfrutar del más alto nivel
posible de salud y a tener
acceso a servicios médicos y
de rehabilitación, con
especial énfasis en aquéllos
relacionados con la atención
primaria de salud, los
cuidados preventivos y la
disminución de la mortalidad
infantil. Es obligación del
Estado tomar las medidas
necesarias, orientadas a la
abolición de las prácticas
tradicionales perjudiciales
para la salud del niño.
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b) Asegurar la prestación de la asistencia médica y la
atención sanitaria que sean necesarias a todos los ni-
ños, haciendo hincapié en el desarrollo de la atención
primaria de salud; 

c) Combatir las enfermedades y la malnutrición en el
marco de la atención primaria de la salud mediante, en-
tre otras cosas, la aplicación de la tecnología disponible
y el suministro de alimentos nutritivos adecuados y
agua potable salubre, teniendo en cuenta los peligros y
riesgos de contaminación del medio ambiente; 

d) Asegurar atención sanitaria prenatal y postnatal
apropiada a las madres; 

e) Asegurar que todos los sectores de la sociedad, y en
particular los padres y los niños, conozcan los princi-
pios básicos de la salud y la nutrición de los niños, las
ventajas de la lactancia materna, la higiene y el sanea-
miento ambiental y las medidas de prevención de acci-
dentes, tengan acceso a la educación pertinente y reci-
ban apoyo en la aplicación de esos conocimientos; 

f) Desarrollar la atención sanitaria preventiva, la orienta-
ción a los padres y la educación y servicios en materia
de planificación de la familia. 

3. Los Estados Partes adoptarán todas las medidas efi-
caces y apropiadas posibles para abolir las prácticas
tradicionales que sean perjudiciales para la salud de los
niños. 

4. Los Estados Partes se comprometen a promover y
alentar la cooperación internacional con miras a lograr
progresivamente la plena realización del derecho reco-
nocido en el presente artículo. A este respecto, se ten-
drán plenamente en cuenta las necesidades de los paí-
ses en desarrollo.

Artículo 25

Los Estados Partes reconocen el derecho del niño que
ha sido internado en un establecimiento por las autori-
dades competentes para los fines de atención, protec-
ción o tratamiento de su salud física o mental a un
examen periódico del tratamiento a que esté sometido
y de todas las demás circunstancias propias de su in-
ternación. 

EVALUACIÓN PERIÓDICA 
DEL INTERNAMIENTO
El niño que ha sido internado
por las autoridades
competentes para su
atención, protección o
tratamiento de salud física o
mental, tiene derecho a una
evaluación períódica de todas
las circunstancias que
motivaron su internamiento.
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Artículo 26

1. Los Estados Partes reconocerán a todos los niños el
derecho a beneficiarse de la seguridad social, incluso
del seguro social, y adoptarán las medidas necesarias
para lograr la plena realización de este derecho de con-
formidad con su legislación nacional. 

2. Las prestaciones deberían concederse, cuando co-
rresponda, teniendo en cuenta los recursos y la situa-
ción del niño y de las personas que sean responsables
del mantenimiento del niño, así como cualquier otra
consideración pertinente a una solicitud de prestaciones
hecha por el niño o en su nombre.

Artículo 27

1. Los Estados Partes reconocen el derecho de todo ni-
ño a un nivel de vida adecuado para su desarrollo físi-
co, mental, espiritual, moral y social. 

2. A los padres u otras personas encargadas del niño
les incumbe la responsabilidad primordial de proporcio-
nar, dentro de sus posibilidades y medios económicos,
las condiciones de vida que sean necesarias para el de-
sarrollo del niño. 

3. Los Estados Partes, de acuerdo con las condiciones
nacionales y con arreglo a sus medios, adoptarán me-
didas apropiadas para ayudar a los padres y a otras
personas responsables por el niño a dar efectividad a
este derecho y, en caso necesario, proporcionarán
asistencia material y programas de apoyo, particular-
mente con respecto a la nutrición, el vestuario y la vi-
vienda. 

4. Los Estados Partes tomarán todas las medidas apro-
piadas para asegurar el pago de la pensión alimenticia
por parte de los padres u otras personas que tengan la
responsabilidad financiera por el niño, tanto si viven
en el Estado Parte como si viven en el extranjero. En
particular, cuando la persona que tenga la responsabi-
lidad financiera por el niño resida en un Estado dife-
rente de aquel en que resida el niño, los Estados Par-
tes promoverán la adhesión a los convenios interna-
cionales o la concertación de dichos convenios, así co-
mo la concertación de cualesquiera otros arreglos
apropiados.

SEGURIDAD SOCIAL
Todo niño tiene derecho a
beneficiarse de la Seguridad
Social.

NIVEL DE VIDA
Todo niño tiene derecho a
beneficiarse de un nivel de
vida adecuado para su
desarrollo y es
responsabilidad primordial de
padres y madres
proporcionárselo. Es
obligación del Estado adaptar
medidas apropiadas para que
dicha responsabilidad pueda
ser asumida y que lo sea de
hecho, si es necesario,
mediante el pago de la
pensión alimenticia.
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Artículo 28

1. Los Estados Partes reconocen el derecho del niño a la
educación y, a fin de que se pueda ejercer progresiva-
mente y en condiciones de igualdad de oportunidades
ese derecho, deberán en particular: 

a) Implantar la enseñanza primaria obligatoria y gratuita
para todos; 

b) Fomentar el desarrollo, en sus distintas formas, de la
enseñanza secundaria, incluida la enseñanza general y
profesional, hacer que todos los niños dispongan de
ella y tengan acceso a ella y adoptar medidas apropia-
das tales como la implantación de la enseñanza gratuita
y la concesión de asistencia financiera en caso de nece-
sidad; 

c) Hacer la enseñanza superior accesible a todos, sobre
la base de la capacidad, por cuantos medios sean apro-
piados; 

d) Hacer que todos los niños dispongan de información
y orientación en cuestiones educacionales y profesiona-
les y tengan acceso a ellas; 

e) Adoptar medidas para fomentar la asistencia regu-
lar a las escuelas y reducir las tasas de deserción es-
colar. 

2. Los Estados Partes adoptarán cuantas medidas sean
adecuadas para velar por que la disciplina escolar se
administre de modo compatible con la dignidad huma-
na del niño y de conformidad con la presente Conven-
ción. 

3. Los Estados Partes fomentarán y alentarán la coope-
ración internacional en cuestiones de educación, en
particular a fin de contribuir a eliminar la ignorancia y
el analfabetismo en todo el mundo y de facilitar el ac-
ceso a los conocimientos técnicos y a los métodos
modernos de enseñanza. A este respecto, se tendrán
especialmente en cuenta las necesidades de los países
en desarrollo.

Artículo 29

1. Los Estados Partes convienen en que la educación
del niño deberá estar encaminada a: 

EDUCACIÓN
Todo niño tiene derecho a la
educación y es obligación del
Estado asegurar por lo menos
la educación primaria gratuita
y obligatoria. La aplicación de
la disciplina escolar deberá
respetar la dignidad del niño
en cuanto persona humana.

OBJETIVOS DE LA
EDUCACIÓN
El Estado debe reconocer que
la educación debe ser
orientada a desarrollar la
personalidad y las
capacidades del niño, a fin de
prepararlo par una vida adulta
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a) Desarrollar la personalidad, las aptitudes y la capaci-
dad mental y física del niño hasta el máximo de sus po-
sibilidades; 

b) Inculcar al niño el respeto de los derechos humanos
y las libertades fundamentales y de los principios con-
sagrados en la Carta de las Naciones Unidas; 

c) Inculcar al niño el respeto de sus padres, de su pro-
pia identidad cultural, de su idioma y sus valores, de los
valores nacionales del país en que vive, del país de que
sea originario y de las civilizaciones distintas de la suya; 

d) Preparar al niño para asumir una vida responsable
en una sociedad libre, con espíritu de comprensión,
paz, tolerancia, igualdad de los sexos y amistad entre
todos los pueblos, grupos étnicos, nacionales y religio-
sos y personas de origen indígena; 

e) Inculcar al niño el respeto del medio ambiente natural. 

2. Nada de lo dispuesto en el presente artículo o en el
artículo 28 se interpretará como una restricción de la li-
bertad de los particulares y de las entidades para esta-
blecer y dirigir instituciones de enseñanza, a condición
de que se respeten los principios enunciados en el pá-
rrafo 1 del presente artículo y de que la educación im-
partida en tales instituciones se ajuste a las normas mí-
nimas que prescriba el Estado.

Artículo 30

En los Estados en que existan minorías étnicas, religio-
sas o lingüísticas o personas de origen indígena, no se
negará a un niño que pertenezca a tales minorías o que
sea indígena el derecho que le corresponde, en común
con los demás miembros de su grupo, a tener su propia
vida cultural, a profesar y practicar su propia religión, o
a emplear su propio idioma. 

Artículo 31

1. Los Estados Partes reconocen el derecho del niño al
descanso y el esparcimiento, al juego y a las activida-
des recreativas propias de su edad y a participar libre-
mente en la vida cultural y en las artes. 

2. Los Estados Partes respetarán y promoverán el dere-
cho del niño a participar plenamente en la vida cultural

activa, inculcarle el respeto
de los derechos humanos
elementales y desarrollar su
respeto por los valores
culturales y nacionales
propios y de civilizaciones
distintas a la suya.

NIÑOS PERTENECIENTES 
A MINORÍASO POBLACIONES
INDÍGENAS
Es derecho de los niños que
pertenecen a minorías o a
poblaciones indígenas tener
su propia vida cultural,
practicar su propia religión y
emplear su propio idioma.

ESPARCIMIENTO, JUEGO Y
ACTIVIDADES CULTURALES
El niño tiene derecho al
esparcimiento,al juego y a
participar en las actividades
artísticas y culturales.
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y artística y propiciarán oportunidades apropiadas, en
condiciones de igualdad, de participar en la vida cultu-
ral, artística, recreativa y de esparcimiento.

Artículo 32

1. Los Estados Partes reconocen el derecho del niño a
estar protegido contra la explotación económica y con-
tra el desempeño de cualquier trabajo que pueda ser
peligroso o entorpecer su educación, o que sea nocivo
para su salud o para su desarrollo físico, mental, espiri-
tual, moral o social. 

2. Los Estados Partes adoptarán medidas legislativas,
administrativas, sociales y educacionales para garanti-
zar la aplicación del presente artículo. Con ese propósi-
to y teniendo en cuenta las disposiciones pertinentes de
otros instrumentos internacionales, los Estados Partes,
en particular: 

a) Fijarán una edad o edades mínimas para trabajar; 

b) Dispondrán la reglamentación apropiada de los hora-
rios y condiciones de trabajo; 

c) Estipularán las penalidades u otras sanciones apro-
piadas para asegurar la aplicación efectiva del presente
artículo.

Artículo 33

Los Estados Partes adoptarán todas las medidas
apropiadas, incluidas medidas legislativas, adminis-
trativas, sociales y educacionales, para proteger a los
niños contra el uso ilícito de los estupefacientes y
sustancias sicotrópicas enumeradas en los tratados
internacionales pertinentes, y para impedir que se
utilice a niños en la producción y el tráfico ilícitos de
esas sustancias. 

Artículo 34

Los Estados Partes se comprometen a proteger al 
niño contra todas las formas de explotación y abuso
sexuales. Con este fin, los Estados Partes tomarán,
en particular, todas las medidas de carácter nacional,
bilateral y multilateral que sean necesarias para 
impedir: 

TRABAJO DE MENORES
Es obligación del Estado
proteger al niño contra el
desempeño de cualquier
trabajo nocivo para su salud,
educación o desarrollo; fijar
edades minimas de admisión
al empleo y reglamentar las
condiciones del mismo.

USO Y TRÁFICO DE
ESTUPEFACIENTES
Es derecho del niño ser
protegido del uso de
estupefacientes y sustancias
psicotrópicas, y se impedirá
que esté involucrado en la
producción o distribución de
tales sustancias.

EXPLOTACIÓN SEXUAL
Es derecho del niño ser
protegido de la explotación y
abuso sexuales, incluyendo la
prostitución y su utilización
en prácticas pornográficas.

          

72



a) La incitación o la coacción para que un niño se dedi-
que a cualquier actividad sexual ilegal; 

b) La explotación del niño en la prostitución u otras
prácticas sexuales ilegales; 

c) La explotación del niño en espectáculos o materiales
pornográficos.

Artículo 35

Los Estados Partes tomarán todas las medidas de carác-
ter nacional, bilateral y multilateral que sean necesarias
para impedir el secuestro, la venta o la trata de niños
para cualquier fin o en cualquier forma. 

Artículo 36

Los Estados Partes protegerán al niño contra todas las
demás formas de explotación que sean perjudiciales
para cualquier aspecto de su bienestar. 

Artículo 37

Los Estados Partes velarán por que: 

a) Ningún niño sea sometido a torturas ni a otros tra-
tos o penas crueles, inhumanos o degradantes. No se
impondrá la pena capital ni la de prisión perpetua sin
posibilidad de excarcelación por delitos cometidos
por menores de 18 años de edad; 

b) Ningún niño sea privado de su libertad ilegal o 
arbitrariamente. La detención, el encarcelamiento 
o la prisión de un niño se llevará a cabo de conformi-
dad con la ley y se utilizará tan sólo como medida 
de último recurso y durante el período más breve
que proceda; 

c) Todo niño privado de libertad sea tratado con 
la humanidad y el respeto que merece la dignidad
inherente a la persona humana, y de manera que 
se tengan en cuenta las necesidades de las 
personas de su edad. En particular, todo niño priva-
do de libertad estará separado de los adultos, a me-
nos que ello se considere contrario al interés supe-
rior del niño, y tendrá derecho a mantener 
contacto con su familia por medio de corresponden-

VENTA, TRÁFICO Y 
TRATA DE NIÑOS
Es obligación del Estado tomar
todas las medidas necesarias
para prevenir la venta, el tráfico
y la trata de niños.

OTRAS FORMAS DE
EXPLOTACIÓN
Es derecho del niño recibir pro-
tección contra todas las otras for-
mas de explotación no considera-
das en los artículos 32, 33, 34 y 35.

TORTURA Y PRIVACIÓN 
DE LIBERTAD
Ningún niño será sometido a la
tortura, a penas o tratos crueles,
inhumanos o degradantes, a la
pena capital, a la prisión
perpetua y a la detención o
encarcelación ilegales o
arbitrarias. Todo niño privado
de libertad deberá ser tratado
con humanidad, estará
separado de los adultos, tendrá
derecho a mantener contacto
con su familia y a tener pronto
acceso a la asistencia jurídica
u otra asistencia adecuada.
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cia y de visitas, salvo en circunstancias 
excepcionales; 

d) Todo niño privado de su libertad tendrá derecho 
a un pronto acceso a la asistencia jurídica y otra 
asistencia adecuada, así como derecho a impugnar 
la legalidad de la privación de su libertad ante un 
tribunal u otra autoridad competente, independiente
e imparcial y a una pronta decisión sobre dicha 
acción.

Artículo 38

1. Los Estados Partes se comprometen a respetar y ve-
lar por que se respeten las normas del derecho interna-
cional humanitario que les sean aplicables en los con-
flictos armados y que sean pertinentes para el niño. 

2. Los Estados Partes adoptarán todas las medidas posi-
bles para asegurar que las personas que aún no hayan
cumplido los 15 años de edad no participen directamen-
te en las hostilidades. 

3. Los Estados Partes se abstendrán de reclutar en las
fuerzas armadas a las personas que no hayan cumpli-
do los 15 años de edad. Si reclutan personas que ha-
yan cumplido 15 años, pero que sean menores de 18,
los Estados Partes procurarán dar prioridad a los de
más edad. 

4. De conformidad con las obligaciones dimanadas del
derecho internacional humanitario de proteger a la po-
blación civil durante los conflictos armados, los Estados
Partes adoptarán todas las medidas posibles para ase-
gurar la protección y el cuidado de los niños afectados
por un conflicto armado.

Artículo 39

Los Estados Partes adoptarán todas las medidas apro-
piadas para promover la recuperación física y psicoló-
gica y la reintegración social de todo niño víctima de:
cualquier forma de abandono, explotación o abuso;
tortura u otra forma de tratos o penas crueles, inhu-
manos o degradantes; o conflictos armados. Esa recu-
peración y reintegración se llevarán a cabo en un am-
biente que fomente la salud, el respeto de sí mismo y
la dignidad del niño. 

CONFLICTOS ARMADOS
El Protocolo Facultativo de la
Convención sobre los
Derechos del Niño relativo a
la participación de niños en
los conflictos armados entró
en vigor en 2002 y establece
que los Estados Partes
adoptarán todas las medidas
posibles para que ningún
miembro de sus fuerzas
armadas menos de 18 años
participe directamente en
hostilidades.

RECUPERACIÓN Y
REINTEGRACIÓN SOCIAL
Es obligación del Estado tomar
las medidas apropiadas para
que los niños víctimas de la
tortura, de conflictos armados,
de abandono, de malos tratos
o de explotación reciban un
tratamiento apropiado, que
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Artículo 40

1. Los Estados Partes reconocen el derecho de todo ni-
ño de quien se alegue que ha infringido las leyes pena-
les o a quien se acuse o declare culpable de haber in-
fringido esas leyes a ser tratado de manera acorde con
el fomento de su sentido de la dignidad y el valor, que
fortalezca el respeto del niño por los derechos humanos
y las libertades fundamentales de terceros y en la que
se tengan en cuenta la edad del niño y la importancia
de promover la reintegración del niño y de que éste
asuma una función constructiva en la sociedad. 

2. Con este fin, y habida cuenta de las disposiciones
pertinentes de los instrumentos internacionales, los Es-
tados Partes garantizarán, en particular: 

a) Que no se alegue que ningún niño ha infringido las
leyes penales, ni se acuse o declare culpable a ningún
niño de haber infringido esas leyes, por actos u omisio-
nes que no estaban prohibidos por las leyes nacionales
o internacionales en el momento en que se cometieron; 

b) Que a todo niño del que se alegue que ha infringido
las leyes penales o a quien se acuse de haber infringido
esas leyes se le garantice, por lo menos, lo siguiente: 

i) Que se lo presumirá inocente mientras no se pruebe
su culpabilidad conforme a la ley; 

ii) Que será informado sin demora y directamente o, cuan-
do sea procedente, por intermedio de sus padres o sus re-
presentantes legales, de los cargos que pesan contra él y
que dispondrá de asistencia jurídica u otra asistencia apro-
piada en la preparación y presentación de su defensa; 

iii) Que la causa será dirimida sin demora por una auto-
ridad u órgano judicial competente, independiente e im-
parcial en una audiencia equitativa conforme a la ley,
en presencia de un asesor jurídico u otro tipo de asesor
adecuado y, a menos que se considerare que ello fuere
contrario al interés superior del niño, teniendo en cuen-
ta en particular su edad o situación y a sus padres o re-
presentantes legales; 

iv) Que no será obligado a prestar testimonio o a declarar-
se culpable, que podrá interrogar o hacer que se interrogue
a testigos de cargo y obtener la participación y el interroga-
torio de testigos de descargo en condiciones de igualdad; 

ADMINISTRACIÓN DE LA
JUSTICIA DE MENORES
Todo niño que sea
considerado acusado o
declarado culpuble de haber
infringido las leyes tiene
derecho a que se respeten sus
derechos fundamentales y, en
particular, el derecho a
beneficiarse de todas las
garantías de un procedimiento
equitativo, incluso de disponer
de asistencia jurídica o de
otra asistencia adecuada en la
preparación y presentación de
su defensa. Siempre que sea
posible, se evitará recurrir a
procedimientos judiciales 
y al internamiento en
instituciones.
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v) Si se considerare que ha infringido, en efecto, las le-
yes penales, que esta decisión y toda medida impuesta
a consecuencia de ella, serán sometidas a una autori-
dad u órgano judicial superior competente, indepen-
diente e imparcial, conforme a la ley; 

vi) Que el niño contará con la asistencia gratuita de un in-
térprete si no comprende o no habla el idioma utilizado; 

vii) Que se respetará plenamente su vida privada en to-
das las fases del procedimiento. 

3. Los Estados Partes tomarán todas las medidas apro-
piadas para promover el establecimiento de leyes, pro-
cedimientos, autoridades e instituciones específicos pa-
ra los niños de quienes se alegue que han infringido las
leyes penales o a quienes se acuse o declare culpables
de haber infringido esas leyes, y en particular: 

a) El establecimiento de una edad mínima antes de la
cual se presumirá que los niños no tienen capacidad pa-
ra infringir las leyes penales; 

b) Siempre que sea apropiado y deseable, la adopción de
medidas para tratar a esos niños sin recurrir a procedimien-
tos judiciales, en el entendimiento de que se respetarán ple-
namente los derechos humanos y las garantías legales. 

4. Se dispondrá de diversas medidas, tales como el cui-
dado, las órdenes de orientación y supervisión, el ase-
soramiento, la libertad vigilada, la colocación en hoga-
res de guarda, los programas de enseñanza y formación
profesional, así como otras posibilidades alternativas a
la internación en instituciones, para asegurar que los ni-
ños sean tratados de manera apropiada para su bienes-
tar y que guarde proporción tanto con sus circunstan-
cias como con la infracción.

Artículo 41

Nada de lo dispuesto en la presente Convención afecta-
rá a las disposiciones que sean más conducentes a la
realización de los derechos del niño y que puedan estar
recogidas en: 

a) El derecho de un Estado Parte; o 

b) El derecho internacional vigente con respecto a dicho
Estado.

RESPETO DE LAS 
NORNAS VIGENTES
En el caso de que una norma
establecida por una ley
nacional u otro instrumento
internacional vigente en
dicho Estado sea más
favorable que la disposición
análoga de esta Convención,
se aplicará dicha norma más
favorable.
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PARTE II 
Artículo 42

Los Estados Partes se comprometen a dar a conocer
ampliamente los principios y disposiciones de la Con-
vención por medios eficaces y apropiados, tanto a los
adultos como a los niños. 

Artículo 43

1. Con la finalidad de examinar lor progresos realiza-
dos en el cumplimiento de las obligaciones contraídas
por los Estados Partes en la presente Convención, se
establecerá un Comité de los Derechos del Niño que
desempeñará las funciones que a continuación se es-
tipulan. 

2. El Comité estará integrado por dieciocho expertos de
gran integridad moral y reconocida competencia en las
esferas reguladas por la presente Convención.1/ Los
miembros del Comité serán elegidos por los Estados
Partes entre sus nacionales y ejercerán sus funciones a
título personal, teniéndose debidamente en cuenta la
distribución geográfica, así como los principales siste-
mas jurídicos. 

3. Los miembros del Comité serán elegidos, en votación
secreta, de una lista de personas designadas por los Es-
tados Partes. Cada Estado Parte podrá designar a una
persona escogida entre sus propios nacionales. 

4. La elección inicial se celebrará a más tardar seis
meses después de la entrada en vigor de la presente
Convención y ulteriormente cada dos años. Con cua-
tro meses, como mínimo, de antelación respecto de la
fecha de cada elección, el Secretario General de las
Naciones Unidas dirigirá una carta a los Estados Par-
tes invitándolos a que presenten sus candidaturas en
un plazo de dos meses. El Secretario General prepara-
rá después una lista en la que figurarán por orden al-
fabético todos los candidatos propuestos, con indica-
ción de los Estados Partes que los hayan designado, y
la comunicará a los Estados Partes en la presente
Convención. 

5. Las elecciones se celebrarán en una reunión de los
Estados Partes convocada por el Secretario General en

APLICACIÓN Y 
ENTRADA EN VIGOR
Las disposiciones de los
artículos 42 a 54 comprenden,
entre otras cosas, los puntos
siguientes: i) La obligación
del Estado de dar a conocer
ampliamente los principios y
disposiciones de la
Convención, tanto a los
adultos como a los niños. ii)
La creación de un Comité de
los Derechos del Niño,
integrado por diez expertos;
encargados de examinar los
informes que los Estados
Partes en la Convención
presentarán en el plazo de dos
años a partir de la fecha de
ratificación y, en lo sucesivo,
cada cinco años. iii) La amplia
difusión por parte de los
Estados Partes de sus
informes en sus respectivos
países. iv) El Comité puede
proponer que se realicen
estudios sobre cuestiones
concretas relativas a los
derechos del niño y puede
transmitir sus
recomendaciones a los
Estados Partes interesados,
así como a la Asamblea
General de las Naciones
Unidas. v) Con objeto de
“fomentar la aplicación
efectiva de la Convención y de
estimular la cooperación
internacional”, los
organismos especializados de
las Naciones Unidas –tales
como la Organización
Internacional del Trabajo
(OIT), la Organización Mundial
de la Salud (OMS) y la
Organización de las Naciones
Unidas para la Educación, la
Ciencia y la Cultura
(UNESCO)– y el UNICEF
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la Sede de las Naciones Unidas. En esa reunión, en la
que la presencia de dos tercios de los Estados Partes
constituirá quórum, las personas seleccionadas para
formar parte del Comité serán aquellos candidatos que
obtengan el mayor número de votos y una mayoría
absoluta de los votos de los representantes de los Es-
tados Partes presentes y votantes. 

6. Los miembros del Comité serán elegidos por un perí-
odo de cuatro años. Podrán ser reelegidos si se presen-
ta de nuevo su candidatura. El mandato de cinco de los
miembros elegidos en la primera elección expirará al
cabo de dos años; inmediatamente después de efectua-
da la primera elección, el presidente de la reunión en
que ésta se celebre elegirá por sorteo los nombres de
esos cinco miembros. 

7. Si un miembro del Comité fallece o dimite o decla-
ra que por cualquier otra causa no puede seguir de-
sempeñando sus funciones en el Comité, el Estado
Parte que propuso a ese miembro designará entre sus
propios nacionales a otro experto para ejercer el man-
dato hasta su término, a reserva de la aprobación del
Comité. 

8. El Comité adoptará su propio reglamento. 

9. El Comité elegirá su Mesa por un período de 
dos años. 

10. Las reuniones del Comité se celebrarán normalmen-
te en la Sede de las Naciones Unidas o en cualquier
otro lugar conveniente que determine el Comité. El Co-
mité se reunirá normalmente todos los años. La dura-
ción de las reuniones del Comité será determinada y re-
visada, si procediera, por una reunión de los Estados
Partes en la presente Convención, a reserva de la apro-
bación de la Asamblea General. 

11. El Secretario General de las Naciones Unidas pro-
porcionará el personal y los servicios necesarios para el
desempeño eficaz de las funciones del Comité estableci-
do en virtud de la presente Convención. 

12. Previa aprobación de la Asamblea General, los
miembros del Comité establecido en virtud de la pre-
sente Convención recibirán emolumentos con cargo a
los fondos de las Naciones Unidas, según las condicio-
nes que la Asamblea pueda establecer.

tendrán derecho a asistir a
las reuniones del Comité.
Dichos organismos, así como
cualquier otro considerado
“competente”, incluidas las
organizaciones no
gubernamentales (ONG)
reconocidas con carácter
consultivo ante las Naciones
Unidas y organismos de las
Naciones Unidas, tales como
la Oficina del Alto
Comisionado de las Naciones
Unidas para los Refugiados
(ACNUR), podrán presentar al
Comité informes pertinentes y
ser invitados a proporcionar
asesoramiento, con el fin de
asegurar la mejor aplicación
posible de la Convención.
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Artículo 44

1. Los Estados Partes se comprometen a presentar al
Comité, por conducto del Secretario General de las Na-
ciones Unidas, informes sobre las medidas que hayan
adoptado para dar efecto a los derechos reconocidos en
la Convención y sobre el progreso que hayan realizado
en cuanto al goce de esos derechos: 

a) En el plazo de dos años a partir de la fecha en la que
para cada Estado Parte haya entrado en vigor la presen-
te Convención; 

b) En lo sucesivo, cada cinco años. 

2. Los informes preparados en virtud del presente artí-
culo deberán indicar las circunstancias y dificultades, si
las hubiere, que afecten al grado de cumplimiento de
las obligaciones derivadas de la presente Convención.
Deberán asimismo, contener información suficiente pa-
ra que el Comité tenga cabal comprensión de la aplica-
ción de la Convención en el país de que se trate. 

3. Los Estados Partes que hayan presentado un informe
inicial completo al Comité no necesitan repetir, en suce-
sivos informes presentados de conformidad con lo dis-
puesto en el inciso b) del párrafo 1 del presente artícu-
lo, la información básica presentada anteriormente. 

4. El Comité podrá pedir a los Estados Partes más infor-
mación relativa a la aplicación de la Convención. 

5. El Comité presentará cada dos años a la Asamblea Ge-
neral de las Naciones Unidas, por conducto del Consejo
Económico y Social, informes sobre sus actividades. 

6. Los Estados Partes darán a sus informes una amplia
difusión entre el público de sus países respectivos.

Artículo 45

Con objeto de fomentar la aplicación efectiva de la Con-
vención y de estimular la cooperación internacional en
la esfera regulada por la Convención: 

a) Los organismos especializados, el Fondo de las Na-
ciones Unidas para la Infancia y demás órganos de las
Naciones Unidas tendrán derecho a estar representados
en el examen de la aplicación de aquellas disposiciones
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de la presente Convención comprendidas en el ámbito
de su mandato. El Comité podrá invitar a los organis-
mos especializados, al Fondo de las Naciones Unidas
para la Infancia y a otros órganos competentes que con-
sidere apropiados a que proporcionen asesoramiento
especializado sobre la aplicación de la Convención en
los sectores que son de incumbencia de sus respectivos
mandatos. El Comité podrá invitar a los organismos es-
pecializados, al Fondo de las Naciones Unidas para la
Infancia y demás órganos de las Naciones Unidas a que
presenten informes sobre la aplicación de aquellas dis-
posiciones de la presente Convención comprendidas en
el ámbito de sus actividades; 

b) El Comité transmitirá, según estime conveniente, a
los organismos especializados, al Fondo de las Nacio-
nes Unidas para la Infancia y a otros órganos compe-
tentes, los informes de los Estados Partes que conten-
gan una solicitud de asesoramiento o de asistencia téc-
nica, o en los que se indique esa necesidad, junto con
las observaciones y sugerencias del Comité, si las hu-
biere, acerca de esas solicitudes o indicaciones; 

c) El Comité podrá recomendar a la Asamblea General
que pida al Secretario General que efectúe, en su nom-
bre, estudios sobre cuestiones concretas relativas a los
derechos del niño; 

d) El Comité podrá formular sugerencias y recomenda-
ciones generales basadas en la información recibida en
virtud de los artículos 44 y 45 de la presente Conven-
ción. Dichas sugerencias y recomendaciones generales
deberán transmitirse a los Estados Partes interesados y
notificarse a la Asamblea General, junto con los comen-
tarios, si los hubiere, de los Estados Partes.
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PARTE III
Artículo 46

La presente Convención estará abierta a la firma de to-
dos los Estados. 

Artículo 47

La presente Convención está sujeta a ratificación. Los
instrumentos de ratificación se depositarán en poder
del Secretario General de las Naciones Unidas. 

Artículo 48

La presente Convención permanecerá abierta a la adhe-
sión de cualquier Estado. Los instrumentos de adhesión
se depositarán en poder del Secretario General de las
Naciones Unidas. 

Artículo 49

1. La presente Convención entrará en vigor el trigésimo
día siguiente a la fecha en que haya sido depositado el
vigésimo instrumento de ratificación o de adhesión en
poder del Secretario General de las Naciones Unidas. 

2. Para cada Estado que ratifique la Convención o se ad-
hiera a ella después de haber sido depositado el vigési-
mo instrumento de ratificación o de adhesión, la Con-
vención entrará en vigor el trigésimo día después del
depósito por tal Estado de su instrumento de ratifica-
ción o adhesión.

Artículo 50

1. Todo Estado Parte podrá proponer una enmienda y
depositarla en poder del Secretario General de las Na-
ciones Unidas. El Secretario General comunicará la en-
mienda propuesta a los Estados Partes, pidiéndoles
que les notifiquen si desean que se convoque una con-
ferencia de Estados Partes con el fin de examinar la
propuesta y someterla a votación. Si dentro de los
cuatro meses siguientes a la fecha de esa notificación
un tercio, al menos, de los Estados Partes se declara
en favor de tal conferencia, el Secretario General con-
vocará una conferencia con el auspicio de las Nacio-
nes Unidas. Toda enmienda adoptada por la mayoría
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de Estados Partes, presentes y votantes en la confe-
rencia, será sometida por el Secretario General a la
Asamblea General de las Naciones Unidas para su
aprobación. 

2. Toda enmienda adoptada de conformidad con el pá-
rrafo 1 del presente artículo entrará en vigor cuando ha-
ya sido aprobada por la Asamblea General de las Nacio-
nes Unidas y aceptada por una mayoría de dos tercios
de los Estados Partes. 

3. Cuando las enmiendas entren en vigor serán obliga-
torias para los Estados Partes que las hayan aceptado,
en tanto que los demás Estados Partes seguirán obliga-
dos por las disposiciones de la presente Convención y
por las enmiendas anteriores que hayan aceptado.

Artículo 51

1. El Secretario General de las Naciones Unidas recibirá
y comunicará a todos los Estados el texto de las reser-
vas formuladas por los Estados en el momento de la ra-
tificación o de la adhesión. 

2. No se aceptará ninguna reserva incompatible con el
objeto y el propósito de la presente Convención. 

3. Toda reserva podrá ser retirada en cualquier momen-
to por medio de una notificación hecha a ese efecto y
dirigida al Secretario General de las Naciones Unidas,
quien informará a todos los Estados. Esa notificación
surtirá efecto en la fecha de su recepción por el Secreta-
rio General.

Artículo 52

Todo Estado Parte podrá denunciar la presente Conven-
ción mediante notificación hecha por escrito al Secreta-
rio General de las Naciones Unidas. La denuncia surtirá
efecto un año después de la fecha en que la notificación
haya sido recibida por el Secretario General. 

Artículo 53

Se desgina depositario de la presente Convención al
Secretario General de las Naciones Unidas. 
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Artículo 54

El original de la presente Convención, cuyos textos en
árabe, chino, español, francés, inglés y ruso son igual-
mente auténticos, se depositará en poder del Secretario
General de las Naciones Unidas. 

EN TESTIMONIO DE LO CUAL, los infrascritos 
plenipotenciarios, debidamente autorizados para ello
por sus respectivos gobiernos, han firmado la 
presente Convención.

1/La Asamblea General, en su resolución 50/155 de 21
de diciembre de 1995, aprobó la enmienda al párrafo 2
del artículo 43 de la Convención sobre los Derechos del
Niño, sustituyendo la palabra “diez” por la palabra
“dieciocho”. La enmienda entró en vigencia el 18 de
noviembre de 2002, fecha en que quedó aceptada por
dos tercios de los Estados partes (128 de 191).
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Asamblea General - Resolución
A/RES/54/263 del 25 de mayo de 2000

Entrada en vigor: 12 de febrero de 2002

Los Estados Partes en el presente 
Protocolo, 

Alentados por el inmenso apoyo de que
goza la Convención sobre los Derechos
del Niño1, que demuestra que existe
una voluntad general de luchar por la
promoción y la protección de los dere-
chos del niño, 

Reafirmando que los derechos del niño
requieren una protección especial y que,
para ello, es necesario seguir mejorando
la situación de los niños sin distinción y
procurar que éstos se desarrollen y sean
educados en condiciones de paz y segu-
ridad, 

Preocupados por los efectos perniciosos
y generales que tienen para los niños
los conflictos armados, y por sus conse-
cuencias a largo plazo para la paz, la se-
guridad y el desarrollo duraderos, 

Condenando el hecho de que en las si-
tuaciones de conflicto armado los niños
se conviertan en un blanco, así como los
ataques directos contra bienes protegi-
dos por el derecho internacional, inclui-
dos los lugares donde suele haber una
considerable presencia infantil, como es-
cuelas y hospitales, 

Tomando nota de la aprobación del Es-
tatuto de Roma de la Corte Penal Inter-
nacional, en particular la inclusión entre
los crímenes de guerra en conflictos ar-

mados, tanto internacionales como no
internacionales, del reclutamiento o alis-
tamiento de niños menores de 15 años o
su utilización para participar activamen-
te en las hostilidades, 

Considerando en consecuencia que para
seguir promoviendo la realización de los
derechos reconocidos en la Convención
sobre los Derechos del Niño es necesa-
rio aumentar la protección de los niños
con miras a evitar que participen en
conflictos armados, 

Observando que el artículo 1 de la Con-
vención sobre los Derechos del Niño
precisa que, para los efectos de esa
Convención, se entiende por niño todo
ser humano menor de 18 años de edad,
salvo que, en virtud de la ley que le sea
aplicable, haya alcanzado antes la mayo-
ría de edad, 

Convencidos de que un protocolo facul-
tativo de la Convención por el que se
eleve la edad mínima para el posible re-
clutamiento de personas en las fuerzas
armadas y su participación en las hostili-
dades contribuirá eficazmente a la apli-
cación del principio de que el interés su-
perior del niño ha de ser una considera-
ción primordial en todas las decisiones
que le conciernan, 

Tomando nota de que en diciembre de
1995 la XXVI Conferencia Internacional
de la Cruz Roja y de la Media Luna Roja
recomendó, entre otras cosas, que las
partes en conflicto que tomaran todas
las medidas viables para que los niños
menores de 18 años no participaran en
hostilidades, 

Protocolo facultativo de la Convención sobre 
los Derechos del Niño relativo a la 
participación de niños en los conflictos armados
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Tomando nota con satisfacción de la
aprobación unánime, en junio de 1999,
del Convenio No. 182 de la Organización
Internacional del Trabajo sobre la prohi-
bición de las peores formas de trabajo
infantil y la acción inmediata para su eli-
minación, en el que se prohibe, entre
otros, el reclutamiento forzoso u obliga-
torio de niños para utilizarlos en conflic-
tos armados, 

Condenando con suma preocupación el
reclutamiento, adiestramiento y utiliza-
ción dentro y fuera de las fronteras na-
cionales de niños en hostilidades por
parte de grupos armados distintos de las
fuerzas armadas de un Estado, y recono-
ciendo la responsabilidad de quienes re-
clutan, adiestran y utilizan niños de este
modo, 

Recordando que todas las partes en un
conflicto armado tienen la obligación de
observar las disposiciones del derecho in-
ternacional humanitario, 

Subrayando que el presente Protocolo se
entenderá sin perjuicio de los propósitos
y principios enunciados en la Carta de las
Naciones Unidas, incluido su Artículo 51,
y las normas pertinentes del derecho hu-
manitario, 

Teniendo presente que, para lograr la ple-
na protección de los niños, en particular
durante los conflictos armados y la ocu-
pación extranjera, es indispensable que
se den condiciones de paz y seguridad
basadas en el pleno respeto de los propó-
sitos y principios de la Carta y se obser-
ven los instrumentos vigentes en materia
de derechos humanos, 

Reconociendo las necesidades especiales
de los niños que están especialmente ex-
puestos al reclutamiento o utilización en
hostilidades, contra lo dispuesto en el
presente Protocolo, en razón de su situa-
ción económica o social o de su sexo, 

Conscientes de la necesidad de tener en
cuenta las causas económicas, sociales y
políticas que motivan la participación de
niños en conflictos armados, 

Convencidos de la necesidad de fortalecer
la cooperación internacional en la aplica-
ción del presente Protocolo, así como las
actividades de rehabilitación física y psi-
cosocial y de reintegración social de los
niños que son víctimas de conflictos ar-
mados, 

Alentando la participación de las comuni-
dades y, en particular, de los niños y de
las víctimas infantiles en la difusión de
programas de información y de educa-
ción sobre la aplicación del Protocolo, 

Han convenido en lo siguiente: 

Artículo 1 

Los Estados Partes adoptarán todas las
medidas posibles para que ningún
miembro de sus fuerzas armadas menor
de 18 años participe directamente en
hostilidades. 

Artículo 2 

Los Estados Partes velarán por que no se
reclute obligatoriamente en sus fuerzas
armadas a ningún menor de 18 años. 

Artículo 3 

1. Los Estados Partes elevarán la edad
mínima, contada en años, para el 
reclutamiento voluntario de personas
en sus fuerzas armadas nacionales por
encima de la fijada en el párrafo 3 del
artículo 38 de la Convención sobre 
los Derechos del Niño1, teniendo en
cuenta los principios formulados en di-
cho artículo, y reconociendo que en 
virtud de esa Convención los menores
de 18 años tienen derecho a una 
protección especial. 
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2. Cada Estado Parte depositará, al ratifi-
car el presente Protocolo o adherirse a él,
una declaración vinculante en la que se
establezca la edad mínima en que permi-
tirá el reclutamiento voluntario en sus
fuerzas armadas nacionales y se ofrezca
una descripción de las salvaguardias que
haya adoptado para asegurarse de que no
se realiza ese reclutamiento por la fuerza
o por coacción. 

3. Los Estados Partes que permitan el re-
clutamiento voluntario en sus fuerzas ar-
madas nacionales de menores de 18 años
establecerán medidas de salvaguardia
que garanticen, como mínimo, que: 

a) Ese reclutamiento sea auténticamente
voluntario; 

b) Ese reclutamiento se realice con el con-
sentimiento informado de los padres o de
quienes tengan la custodia legal; 

c) Esos menores estén plenamente infor-
mados de los deberes que supone ese
servicio militar; 

d) Esos menores presenten pruebas fia-
bles de su edad antes de ser aceptados
en el servicio militar nacional. 

4. Cada Estado Parte podrá ampliar su de-
claración en cualquier momento mediante
notificación a tal efecto dirigida al Secre-
tario General de las Naciones Unidas, el
cual informará a todos los Estados Partes.
La notificación surtirá efecto desde la fe-
cha en que sea recibida por el Secretario
General. 

5. La obligación de elevar la edad según
se establece en el párrafo 1 del presente
artículo no es aplicable a las escuelas
que las fuerzas armadas de los Estados
Partes administren o tengan bajo su con-
trol, de conformidad con los artículos 28
y 29 de la Convención sobre los Dere-
chos del Niño. 

Artículo 4 

1. Los grupos armados distintos de las
fuerzas armadas de un Estado no deben
en ninguna circunstancia reclutar o utili-
zar en hostilidades a menores de 18
años. 

2. Los Estados Partes adoptarán todas
las medidas posibles para impedir ese
reclutamiento y utilización, con inclusión
de la adopción de las medidas legales
necesarias para prohibir y tipificar esas
prácticas. 

3. La aplicación del presente artículo no
afectará la situación jurídica de ninguna
de las partes en un conflicto armado. 

Artículo 5 

Ninguna disposición del presente Proto-
colo se interpretará de manera que impi-
da la aplicación de los preceptos del orde-
namiento de un Estado Parte, de instru-
mentos internacionales o del derecho hu-
manitario internacional cuando esos pre-
ceptos sean más propicios a la realización
de los derechos del niño. 

Artículo 6 

1. Cada Estado Parte adoptará todas las
medidas jurídicas, administrativas y de
otra índole necesarias para garantizar la
aplicación efectiva y la vigilancia del cum-
plimiento efectivo de las disposiciones
del presente Protocolo dentro de su juris-
dicción. 

2. Los Estados Partes se comprometen a
difundir y promover por los medios ade-
cuados, entre adultos y niños por igual,
los principios y disposiciones del presen-
te Protocolo. 

3. Los Estados Partes adoptarán todas las
medidas posibles para que las personas
que estén bajo su jurisdicción y hayan si-
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do reclutadas o utilizadas en hostilidades
en contradicción con el presente Protoco-
lo sean desmovilizadas o separadas del
servicio de otro modo. De ser necesario,
los Estados Partes prestarán a esas perso-
nas toda la asistencia conveniente para su
recuperación física y psicológica y su
reintegración social. 

Artículo 7 

1. Los Estados Partes cooperarán en la
aplicación del presente Protocolo, en
particular en la prevención de cualquier
actividad contraria al mismo y la rehabi-
litación y reintegración social de las per-
sonas que sean víctimas de actos contra-
rios al presente Protocolo, entre otras
cosas mediante la cooperación técnica y
la asistencia financiera. Esa asistencia y
esa cooperación se llevarán a cabo en
consulta con los Estados Partes afecta-
dos y las organizaciones internacionales
pertinentes. 

2. Los Estados Partes que estén en condi-
ciones de hacerlo prestarán esa asistencia
mediante los programas multilaterales,
bilaterales o de otro tipo existentes o, en-
tre otras cosas, mediante un fondo volun-
tario establecido de conformidad con las
normas de la Asamblea General. 

Artículo 8 

1. A más tardar dos años después de la
entrada en vigor del presente Protocolo
respecto de un Estado Parte, éste presen-
tará al Comité de los Derechos del Niño
un informe que contenga una exposición
general de las medidas que haya adopta-
do para dar cumplimiento a las disposi-
ciones del Protocolo, incluidas las medi-
das adoptadas con objeto de aplicar las
disposiciones relativas a la participación y
el reclutamiento. 

2. Después de la presentación del informe
general, cada Estado Parte incluirá en los

informes que presente al Comité de los
Derechos del Niño de conformidad con el
artículo 44 de la Convención información
adicional sobre la aplicación del presente
Protocolo. Los demás Estados Partes en
el Protocolo presentarán un informe cada
cinco años. 

3. El Comité de los Derechos del Niño po-
drá pedir a los Estados Partes más infor-
mación sobre la aplicación del presente
Protocolo. 

Artículo 9 

1. El presente Protocolo estará abierto a
la firma de todo Estado que sea Parte en
la Convención o la haya firmado. 

2. El presente Protocolo está sujeto a la
ratificación y abierto a la adhesión de to-
dos los Estados. Los instrumentos de rati-
ficación o de adhesión se depositarán en
poder del Secretario General de las Na-
ciones Unidas. 

3. El Secretario General, en su calidad
de depositario de la Convención y del
Protocolo, informará a todos los Estados
Partes en la Convención y a todos los
Estados que hayan firmado la Conven-
ción del depósito de cada uno de los
instrumentos de declaración en virtud
del artículo 3. 

Artículo 10 

1. El presente Protocolo entrará en vigor
tres meses después de la fecha en que
haya sido depositado el décimo instru-
mento de ratificación o de adhesión. 

2. Respecto de los Estados que hayan ra-
tificado el presente Protocolo o se hayan
adherido a él después de su entrada en
vigor, el Protocolo entrará en vigor un
mes después de la fecha en que se haya
depositado el correspondiente instrumen-
to de ratificación o de adhesión. 
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Artículo 11 

1. Todo Estado Parte podrá denunciar el
presente Protocolo en cualquier momen-
to mediante notificación escrita dirigida
al Secretario General de las Naciones
Unidas, quien informará de ello a los de-
más Estados Partes en la Convención y a
todos los Estados que hayan firmado la
Convención. La denuncia surtirá efecto
un año después de la fecha en que la no-
tificación haya sido recibida por el Secre-
tario General. No obstante, si al concluir
ese plazo de un año el Estado Parte de-
nunciante está interviniendo en un con-
flicto armado, la denuncia no surtirá
efecto hasta que termine dicho conflicto. 

2. Esa denuncia no eximirá al Estado Par-
te de las obligaciones que le incumban en
virtud del presente Protocolo respecto de
todo acto que se haya producido antes de
la fecha en que aquélla surta efecto. La
denuncia tampoco obstará en modo algu-
no para que el Comité de los Derechos
del Niño prosiga el examen de cualquier
asunto iniciado antes de esa fecha. 

Artículo 12 

1. Todo Estado Parte podrá proponer en-
miendas y depositarlas en poder del Se-
cretario General de las Naciones Unidas.
El Secretario General comunicará las en-
miendas propuestas a los Estados Partes,
pidiéndoles que le notifiquen si desean
que se convoque una conferencia de Esta-
dos Partes con el fin de examinar las pro-
puestas y someterlas a votación. Si den-
tro de los cuatro meses siguientes a la fe-
cha de esanotificación un tercio, al me-
nos, de los Estados Partes se declaran en
favor de tal conferencia, el Secretario Ge-
neral la convocará con el auspicio de las
Naciones Unidas. Toda enmienda adopta-
da por la mayoría de los Estados Partes
presentes y votantes en la conferencia se-
rá sometida a la aprobación de la Asam-
blea General de las Naciones Unidas. 

2. Toda enmienda adoptada de conformi-
dad con el párrafo 1 del presente artículo
entrará en vigor cuando haya sido apro-
bada por la Asamblea General y aceptada
por una mayoría de dos tercios de los Es-
tados Partes. 

3. Las enmiendas, cuando entren en vi-
gor, serán obligatorias para los Estados
Partes que las hayan aceptado; los demás
Estados Partes seguirán obligados por las
disposiciones del presente Protocolo y
por toda enmienda anterior que hubiesen
aceptado. 

Artículo 13 

1. El presente Protocolo, cuyos textos en
árabe, chino, español, francés, inglés y ru-
so son igualmente auténticos, será depo-
sitado en los archivos de las Naciones
Unidas. 

2. El Secretario General de las Naciones
Unidas enviará copias certificadas del
presente Protocolo a todos los Estados
Partes en la Convención y a todos los Es-
tados que hayan firmado la Convención.
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Asemblea General - Resolución
A/RES/54/263 del 25 de mayo de 2000 

Entrada en vigor: 18 de enero de 2002

Los Estados Partes en el presente 
Protocolo, 

Considerando que para asegurar el mejor
logro de los propósitos de la Convención
sobre los Derechos del Niño1 y la aplica-
ción de sus disposiciones y especialmen-
te de los artículos 1, 11, 21, 32, 33, 34, 35
y 36, sería conveniente ampliar las medi-
das que deben adoptar los Estados Partes
a fin de garantizar la protección de los
menores contra la venta de niños, la pros-
titución infantil y la utilización de niños en
la pornografía,

Considerando también que en la Conven-
ción sobre los Derechos del Niño se reco-
noce el derecho del niño a la protección
contra la explotación económica y la reali-
zación de trabajos que puedan ser peli-
grosos, entorpecer su educación o afectar
su salud o desarrollo físico, mental, espi-
ritual, moral o social,

Gravemente preocupados por la impor-
tante y creciente trata internacional de
menores a los fines de la venta de niños,
su prostitución y su utilización en la por-
nografía,

Manifestando su profunda preocupación
por la práctica difundida y continuada del
turismo sexual, a la que los niños son es-
pecialmente vulnerables ya que fomenta
directamente la venta de niños, su utiliza-
ción en la pornografía y su prostitución,

Reconociendo que algunos grupos especial-
mente vulnerables, en particular las niñas,
están expuestos a un peligro mayor de ex-
plotación sexual, y que la representación de
niñas entre las personas explotadas sexual-
mente es desproporcionadamente alta,

Preocupados por la disponibilidad cada
vez mayor de pornografía infantil en la
Internet y otros medios tecnológicos mo-
dernos y recordando la Conferencia In-
ternacional de Lucha contra la Pornogra-
fía Infantil en la Internet (Viena, 1999) y,
en particular, sus conclusiones, en las
que se pide la penalización en todo el
mundo de la producción, distribución,
exportación, transmisión, importación,
posesión intencional y propaganda de
este tipo de pornografía, y subrayando la
importancia de una colaboración y aso-
ciación más estrechas entre los gobier-
nos y el sector de la Internet,

Estimando que será más fácil erradicar la
venta de niños, la prostitución infantil y la
utilización de niños en la pornografía si se
adopta un enfoque global que permita ha-
cer frente a todos los factores que contri-
buyen a ello, en particular el subdesarro-
llo, la pobreza, las disparidades económi-
cas, las estructuras socioeconómicas no
equitativas, la disfunción de las familias,
la falta de educación, la migración del
campo a la ciudad, la discriminación por
motivos de sexo, el comportamiento se-
xual irresponsable de los adultos, las
prácticas tradicionales nocivas, los con-
flictos armados y la trata de niños,

Estimando que se deben hacer esfuer-
zos por sensibilizar al público a fin de

Protocolo facultativo de la Convención
sobre los Derechos del Niño relativo a la
venta de niños, la prostitución infantil y la
utilización de niños en la pornografía
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reducir el mercado de consumidores
que lleva a la venta de niños, la prosti-
tución infantil y la utilización de niños
en la pornografía, y estimando también
que es importante fortalecer la asocia-
ción mundial de todos los agentes, así
como mejorar la represión a nivel na-
cional,

Tomando nota de las disposiciones de
los instrumentos jurídicos internaciona-
les relativos a la protección de los niños,
en particular el Convenio de La Haya so-
bre la Protección de los Niños y la Coo-
peración en materia de Adopción Inter-
nacional, la Convención de La Haya so-
bre los Aspectos Civiles del Secuestro
Internacional de Niños, la Convención
de La Haya sobre la Jurisdicción, el De-
recho Aplicable, el Reconocimiento, la
Ejecución y la Cooperación en materia
de Responsabilidad Parental y Medidas
para la Protección de los Niños, así co-
mo el Convenio No. 182 de la Organiza-
ción Internacional del Trabajo sobre la
prohibición de las peores formas de tra-
bajo infantil y la acción inmediata para
su eliminación,

Alentados por el abrumador apoyo 
de que goza la Convención sobre los
Derechos del Niño, lo que demuestra 
la adhesión generalizada a la 
promoción y protección de los derechos
del niño,

Reconociendo la importancia de aplicar
las disposiciones del Programa de Ac-
ción para la Prevención de la Venta de
Niños, la Prostitución Infantil y la Utiliza-
ción de Niños en la Pornografía3, así co-
mo la Declaración y el Programa de Ac-
ción aprobado por el Congreso Mundial
contra la Explotación Sexual Comercial
de los Niños, celebrado en Estocolmo
del 27 al 31 de agosto de 19964, y las de-
más decisiones y recomendaciones perti-
nentes de los órganos internacionales
competentes,

Teniendo debidamente en cuenta la im-
portancia de las tradiciones y los valores
culturales de cada pueblo a los fines de
la protección y el desarrollo armonioso
del niño,

Han convenido en lo siguiente:

Artículo 1

Los Estados Partes prohibirán la venta de
niños, la prostitución infantil y la porno-
grafía infantil, de conformidad con lo dis-
puesto en el presente Protocolo.

Artículo 2

A los efectos del presente Protocolo:

a) Por venta de niños se entiende todo
acto o transacción en virtud del cual un
niño es transferido por una persona o
grupo de personas a otra a cambio de
remuneración o de cualquier otra retri-
bución;

b) Por prostitución infantil se entiende la
utilización de un niño en actividades se-
xuales a cambio de remuneración o de
cualquier otra retribución;

c) Por pornografía infantil se entiende
toda representación, por cualquier me-
dio, de un niño dedicado a actividades
sexuales explícitas, reales o simuladas,
o toda representación de las partes ge-
nitales de un niño con fines primordial-
mente sexuales.

Artículo 3

1. Todo Estado Parte adoptará medidas
para que, como mínimo, los actos y acti-
vidades que a continuación se enumeran
queden íntegramente comprendidos en
su legislación penal, tanto si se han co-
metido dentro como fuera de sus fronte-
ras, o si se han perpetrado individual o
colectivamente:
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a) En relación con la venta de niños, en el
sentido en que se define en el artículo 2:

I) Ofrecer, entregar o aceptar, por cual-
quier medio, un niño con fines de:

a. Explotación sexual del niño;

b. Transferencia con fines de lucro de ór-
ganos del niño;

c. Trabajo forzoso del niño;

II) Inducir indebidamente, en calidad de
intermediario, a alguien a que preste su
consentimiento para la adopción de un ni-
ño en violación de los instrumentos jurídi-
cos internacionales aplicables en materia
de adopción;

b) La oferta, posesión, adquisición o en-
trega de un niño con fines de prostitu-
ción, en el sentido en que se define en el
artículo 2;

c) La producción, distribución, divulga-
ción, importación, exportación, oferta,
venta o posesión, con los fines antes se-
ñalados, de pornografía infantil, en el sen-
tido en que se define en el artículo 2.

2. Con sujeción a los preceptos de la le-
gislación de los Estados Partes, estas dis-
posiciones se aplicarán también en los ca-
sos de tentativa de cometer cualquiera de
estos actos y de complicidad o participa-
ción en cualquiera de estos actos.

3. Todo Estado Parte castigará estos deli-
tos con penas adecuadas a su gravedad.

4. Con sujeción a los preceptos de su
legislación, los Estados Partes adopta-
rán, cuando proceda, disposiciones que
permitan hacer efectiva la responsabili-
dad de personas jurídicas por los deli-
tos enunciados en el párrafo 1 del pre-
sente artículo. Con sujeción a los prin-
cipios jurídicos aplicables en el Estado

Parte, la responsabilidad de las perso-
nas jurídicas podrá ser penal, civil o ad-
ministrativa.

5. Los Estados Partes adoptarán todas
las disposiciones legales y administrati-
vas pertinentes para que todas las perso-
nas que intervengan en la adopción de
un niño actúen de conformidad con los
instrumentos jurídicos internacionales
aplicables.

Artículo 4

1. Todo Estado Parte adoptará las disposi-
ciones necesarias para hacer efectiva su
jurisdicción con respecto a los delitos a
que se refiere el párrafo 1 del artículo 3,
cuando esos delitos se cometan en su te-
rritorio o a bordo de un buque o una ae-
ronave que enarbolen su pabellón.

2. Todo Estado Parte podrá adoptar las
disposiciones necesarias para hacer efec-
tiva su jurisdicción con respecto a los de-
litos a que se refiere el párrafo 1 del artí-
culo 3 en los casos siguientes:

a) Cuando el presunto delincuente sea na-
cional de ese Estado o tenga residencia
habitual en su territorio;

b) Cuando la víctima sea nacional de ese
Estado.

3. Todo Estado Parte adoptará también
las disposiciones que sean necesarias
para hacer efectiva su jurisdicción con
respecto a los delitos antes señalados
cuando el presunto delincuente sea ha-
llado en su territorio y no sea extradita-
do a otro Estado Parte en razón de haber
sido cometido el delito por uno de sus-
nacionales.

4. Nada de lo dispuesto en el presente
Protocolo excluirá el ejercicio de la juris-
dicción penal de conformidad con la le-
gislación nacional.
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Artículo 5

1. Los delitos a que se refiere el párrafo 1
del artículo 3 se considerarán incluidos
entre los delitos que dan lugar a extradi-
ción en todo tratado de extradición cele-
brado entre Estados Partes, y se incluirán
como delitos que dan lugar a extradición
en todo tratado de extradición que cele-
bren entre sí en el futuro, de conformidad
con las condiciones establecidas en esos
tratados.

2. El Estado Parte que subordine la extra-
dición a la existencia de un tratado, si re-
cibe de otro Estado Parte con el que no
tiene tratado al respecto una solicitud de
extradición, podrá invocar el presente
Protocolo como base jurídica para la ex-
tradición respecto de esos delitos. La ex-
tradición estará sujeta a las demás condi-
ciones establecidas en la legislación del
Estado requerido.

3. Los Estados Partes que no subordinen
la extradición a la existencia de un trata-
do reconocerán que esos delitos dan lu-
gar a la extradición entre esos Estados,
con sujeción a las condiciones estableci-
das en la legislación del Estado requerido.

4. A los efectos de la extradición entre Es-
tados Partes, se considerará que los deli-
tos se han cometido no solamente en el
lugar donde ocurrieron sino también en el
territorio de los Estados obligados a hacer
efectiva su jurisdicción con arreglo al artí-
culo 4.

5. Si se presenta una solicitud de extra-
dición respecto de uno de los delitos a
que se refiere el párrafo 1 del artículo 3
y el Estado requerido no la concede o
no desea concederla en razón de la na-
cionalidad del autor del delito, ese Esta-
do adoptará las medidas que correspon-
dan para someter el caso a sus autorida-
des competentes a los efectos de su en-
juiciamiento.

Artículo 6

1. Los Estados Partes se prestarán toda
la asistencia posible en relación con
cualquier investigación, proceso penal o
procedimiento de extradición que se ini-
cie con respecto a los delitos a que se
refiere el párrafo 1 del artículo 3, en
particular asistencia para la obtención
de todas las pruebas necesarias para
esos procedimientos que obren en su
poder.

2. Los Estados Partes cumplirán las obli-
gaciones que les incumban en virtud del
párrafo 1 del presente artículo de confor-
midad con los tratados u otros acuerdos
de asistencia judicial recíproca que exis-
tan entre ellos. En ausencia de esos trata-
dos o acuerdos, los Estados Partes se
prestarán dicha asistencia de conformi-
dad con su legislación.

Artículo 7

Con sujeción a las disposiciones de su le-
gislación, los Estados Partes:

a) Adoptarán medidas para incautar y
confiscar, según corresponda:

I) Los bienes tales como materiales, acti-
vos y otros medios utilizados para come-
ter o facilitar la comisión de los delitos a
que se refiere el presente Protocolo;

II) Las utilidades obtenidas de esos deli-
tos;

b) Darán curso a las peticiones formula-
das por otros Estados Partes para que se
proceda a la incautación o confiscación
de los bienes o las utilidades a que se re-
fiere el inciso i) del apartado a);

c) Adoptarán medidas para cerrar, tempo-
ral o definitivamente, los locales utiliza-
dos para cometer esos delitos.
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Artículo 8

1. Los Estados Partes adoptarán medidas
adecuadas para proteger en todas las fa-
ses del proceso penal los derechos e inte-
reses de los niños víctimas de las prácti-
cas prohibidas por el presente Protocolo
y, en particular, deberán:

a) Reconocer la vulnerabilidad de los ni-
ños víctimas y adaptar los procedimien-
tos de forma que se reconozcan sus ne-
cesidades especiales, incluidas las nece-
sidades especiales para declarar como
testigos;

b) Informar a los niños víctimas de sus
derechos, su papel, el alcance, las fechas
y la marcha de las actuaciones y la reso-
lución de la causa;

c) Autorizar la presentación y considera-
ción de las opiniones, necesidades y pre-
ocupaciones de los niños víctimas en las
actuaciones en que se vean afectados sus
intereses personales, de una manera
compatible con las normas procesales de
la legislación nacional;

d) Prestar la debida asistencia durante to-
do el proceso a los niños víctimas;

e) Proteger debidamente la intimidad e
identidad de los niños víctimas y adoptar
medidas de conformidad con la legisla-
ción nacional para evitar la divulgación de
información que pueda conducir a la
identificación de esas víctimas;

f) Velar por la seguridad de los niños vícti-
mas, así como por la de sus familias y los
testigos a su favor, frente a intimidacio-
nes y represalias;

g) Evitar las demoras innecesarias en la
resolución de las causas y en la ejecu-
ción de las resoluciones o decretos por
los que se conceda reparación a los ni-
ños víctimas.

2. Los Estados Partes garantizarán que el
hecho de haber dudas acerca de la edad
real de la víctima no impida la iniciación
de las investigaciones penales, incluidas
las investigaciones encaminadas a deter-
minar la edad de la víctima.

3. Los Estados Partes garantizarán que en
el tratamiento por la justicia penal de los
niños víctimas de los delitos enunciados
en el presente Protocolo, la consideración
primordial a que se atienda sea el interés
superior del niño.

4. Los Estados Partes adoptarán medidas
para asegurar una formación apropiada,
particularmente en los ámbitos jurídico y
psicológico, de las personas que trabajen
con víctimas de los delitos prohibidos en
virtud del presente Protocolo.

5. Los Estados Partes adoptarán, cuando
proceda, medidas para proteger la seguri-
dad e integridad de las personas u orga-
nizaciones dedicadas a la prevención o la
protección y rehabilitación de las víctimas
de esos delitos.

6. Nada de lo dispuesto en el presente
artículo se entenderá en perjuicio de los
derechos del acusado a un juicio justo e
imparcial, ni será incompatible con esos
derechos.

Artículo 9

1. Los Estados Partes adoptarán o reforza-
rán, aplicarán y darán publicidad a las le-
yes, las medidas administrativas, las polí-
ticas y los programas sociales, destinados
a la prevención de los delitos a que se re-
fiere el presente Protocolo. Se prestará
particular atención a la protección de los
niños que sean especialmente vulnera-
bles a esas prácticas.

2. Los Estados Partes promoverán la sen-
sibilización del público en general, inclui-
dos los niños, mediante la información
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por todos los medios apropiados y la
educación y adiestramiento acerca de las
medidas preventivas y los efectos perju-
diciales de los delitos a que se refiere el
presente Protocolo. Al cumplir las obli-
gaciones que les impone este artículo,
los Estados Partes alentarán la participa-
ción de la comunidad y, en particular, de
los niños y de los niños víctimas, en ta-
les programas de información, educa-
ción y adiestramiento, incluso en el pla-
no internacional.

3. Los Estados Partes tomarán todas las
medidas posibles con el fin de asegurar
toda la asistencia apropiada a las víctimas
de esos delitos, así como su plena reinte-
gración social y su plena recuperación fí-
sica y psicológica.

4. Los Estados Partes asegurarán que to-
dos los niños víctimas de los delitos
enunciados en el presente Protocolo ten-
gan acceso a procedimientos adecuados
para obtener sin discriminación de las
personas legalmente responsables, repa-
ración por los daños sufridos.

5. Los Estados Partes adoptarán las medi-
das necesarias para prohibir efectivamen-
te la producción y publicación de material
en que se haga publicidad a los delitos
enunciados en el presente Protocolo.

Artículo 10

1. Los Estados Partes adoptarán todas las
medidas necesarias para fortalecer la coo-
peración internacional mediante acuerdos
multilaterales, regionales y bilaterales, pa-
ra la prevención, la detección, la investi-
gación, el enjuiciamiento y el castigo de
los responsables de actos de venta de ni-
ños, prostitución infantil y utilización de
niños en la pornografía o el turismo se-
xual. Los Estados Partes promoverán
también la cooperación internacional y la
coordinación entre sus autoridades y las
organizaciones no gubernamentales na-

cionales e internacionales, así como las
organizaciones internacionales.

2. Los Estados Partes promoverán la coo-
peración internacional en ayuda de los ni-
ños víctimas a los fines de su recupera-
ción física y psicológica, reintegración so-
cial y repatriación.

3. Los Estados Partes promoverán el for-
talecimiento de la cooperación interna-
cional con miras a luchar contra los fac-
tores fundamentales, como la pobreza y
el subdesarrollo, que contribuyen a la-
vulnerabilidad de los niños a las prácti-
cas de venta de niños, prostitución infan-
til y utilización de niños en la pornogra-
fía o en el turismo sexual.

4. Los Estados Partes que estén en condi-
ciones de hacerlo proporcionarán asisten-
cia financiera, técnica o de otra índole,
por conducto de los programas existentes
en el plano multilateral, regional o bilate-
ral o de otros programas.

Artículo 11

Nada de lo dispuesto en el presente Pro-
tocolo se entenderá en perjuicio de cual-
quier disposición más propicia a la reali-
zación de los derechos del niño que esté
contenida en:

a) La legislación de un Estado Parte;

b) El derecho internacional en vigor con
respecto a ese Estado.

Artículo 12

1. En el plazo de dos años después de la
entrada en vigor del Protocolo respecto
de un Estado Parte, éste presentará al
Comité de los Derechos del Niño un in-
forme que contenga una exposición ge-
neral de las medidas que haya adoptado
para dar cumplimiento a las disposicio-
nes del Protocolo.

         

94



2. Después de la presentación del infor-
me general, cada Estado Parte incluirá
en los informes que presente al Comité
de los Derechos del Niño, de conformi-
dad con el artículo 44 de la Convención,
información adicional sobre la aplicación
del Protocolo. Los demás Estados Partes
en el Protocolo presentarán un informe
cada cinco años.

3. El Comité de los Derechos del Niño po-
drá pedir a los Estados Partes cualquier
información pertinente sobre la aplicación
del presente Protocolo.

Artículo 13

1. El presente Protocolo estará abierto a
la firma de todo Estado que sea Parte en
la Convención o la haya firmado.

2. El presente Protocolo está sujeto a la
ratificación y abierto a la adhesión de to-
do Estado que sea Parte en la Convención
o la haya firmado. Los instrumentos de
ratificación o de adhesión se depositarán
en poder del Secretario General de las
Naciones Unidas.

Artículo 14

1. El presente Protocolo entrará en vigor
tres meses después de la fecha en que
haya sido depositado el décimo instru-
mento de ratificación o de adhesión.

2. Respecto de los Estados que hayan ra-
tificado el presente Protocolo o se hayan
adherido a él después de su entrada en
vigor, el Protocolo entrará en vigor un
mes después de la fecha en que se haya
depositado el correspondiente instrumen-
to de ratificación o de adhesión.

Artículo 15

1. Todo Estado Parte podrá denunciar el
presente Protocolo en cualquier momento
notificándolo por escrito al Secretario Ge-

neral de las Naciones Unidas, quien infor-
mará de ello a los demás Estados Partes
en la Convención y a todos los Estados
que hayan firmado la Convención. La de-
nuncia surtirá efecto un año después de
la fecha en que la notificación haya sido
recibida por el Secretario General de las
Naciones Unidas.

2. Esa denuncia no eximirá al Estado
Parte de las obligaciones que le incum-
ban en virtud del presente Protocolo res-
pecto de todo delito que se haya cometi-
do antes de la fecha en que aquélla surta
efecto. La denuncia tampoco obstará en
modo alguno para que el Comité prosiga
el examen de cualquier asunto iniciado
antes de esa fecha.

Artículo 16

1. Todo Estado Parte podrá proponer una
enmienda y depositarla en poder del Se-
cretario General de las Naciones Unidas.
El Secretario General comunicará la en-
mienda propuesta a los Estados Partes, pi-
diéndoles que le notifiquen si desean que
se convoque a una conferencia de Estados
Partes con el fin de examinar la propuesta
y someterla a votación. Si dentro de los
cuatro meses siguientes a la fecha de esa
notificación un tercio, al menos, de los Es-
tados Partes se declaran en favor de tal
conferencia, el Secretario General la con-
vocará con el auspicio de las Naciones
Unidas. Toda enmienda adoptada por la
mayoría de los Estados Partes presentes y
votantes en la conferencia se someterá a
la aprobación de la Asamblea General.

2. Toda enmienda adoptada de conformi-
dad con el párrafo 1 del presente artículo
entrará en vigor cuando haya sido apro-
bada por la Asamblea General de las Na-
ciones Unidas y aceptada por una mayo-
ría de dos tercios de los Estados Partes.

3. Las enmiendas, cuando entren en vi-
gor, serán obligatorias para los Estados
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Partes que las hayan aceptado; los demás
Estados Partes seguirán obligados por las
disposiciones del presente Protocolo y
por toda enmienda anterior que hubiesen
aceptado.

Artículo 17

1. El presente Protocolo, cuyos textos en
árabe, chino, español, francés, inglés y ru-
so son igualmente auténticos, será depo-
sitado en los archivos de las Naciones
Unidas.

2. El Secretario General de las Naciones
Unidas enviará copias certificadas del
presente Protocolo a todos los Estados
Partes en la Convención y a todos los Es-
tados que hayan firmado la Convención
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CONVENCIÓN DE BELEM DO 

PARA 





CONVENCION INTERAMERICANA PARA PREVENIR,  SANCIONAR Y ERRADICAR LA VIOLENCIA 
CONTRA LA MUJER  "CONVENCION DE BELEM DO PARA"  

 LOS ESTADOS PARTES DE LA PRESENTE CONVENCIÓN,  

 RECONOCIENDO que el respeto irrestricto a los derechos humanos ha sido consagrado en la Declaración 

Americana de los Derechos y Deberes del Hombre y en la Declaración Universal de los Derechos Humanos y 

reafirmado en otros instrumentos internacionales y regionales;  

 AFIRMANDO que la violencia contra la mujer constituye una violación de los derechos humanos y las libertades 

fundamentales y limita total o parcialmente a la mujer el reconocimiento, goce y ejercicio de tales derechos y 

libertades;  

 PREOCUPADOS porque la violencia contra la mujer es una ofensa a la dignidad humana y una manifestación de 

las relaciones de poder históricamente desiguales entre mujeres y hombres;  

 RECORDANDO la Declaración sobre la Erradicación de la Violencia contra la Mujer, adoptada por la 

Vigésimoquinta Asamblea de Delegadas de la Comisión Interamericana de Mujeres, y afirmando que la violencia 

contra la mujer trasciende todos los sectores de la sociedad independientemente de su clase, raza o grupo 

étnico, nivel de ingresos, cultura, nivel educacional, edad o religión y afecta negativamente sus propias bases;  

 CONVENCIDOS de que la eliminación de la violencia contra la mujer es condición indispensable para su 

desarrollo individual y social y su plena e igualitaria participación en todas las esferas de vida, y  

 CONVENCIDOS de que la adopción de una convención para prevenir, sancionar y erradicar toda forma de 

violencia contra la mujer, en el ámbito de la Organización de los Estados Americanos, constituye una positiva 

contribución para proteger los derechos de la mujer y eliminar las situaciones de violencia que puedan 

afectarlas,  

 HAN CONVENIDO en lo siguiente:  

 CAPITULO I  

 DEFINICION Y AMBITO DE APLICACION  

 Artículo 1  

 Para los efectos de esta Convención debe entenderse por violencia contra la mujer cualquier acción o conducta, 

basada en su género, que cause muerte, daño o sufrimiento físico, sexual o psicológico a la mujer, tanto en el 

ámbito público como en el privado.  

 Artículo 2  

 Se entenderá que violencia contra la mujer incluye la violencia física, sexual y psicológica:  

 a. que tenga lugar dentro de la familia o unidad doméstica o en cualquier otra relación interpersonal, ya sea 

que el agresor comparta o haya compartido el mismo domicilio que la mujer, y que comprende, entre otros, 

violación, maltrato y abuso sexual;  

 b. que tenga lugar en la comunidad y sea perpetrada por cualquier persona y que comprende, entre otros, 

violación, abuso sexual, tortura, trata de personas, prostitución forzada, secuestro y acoso sexual en el lugar de 

trabajo, así como en instituciones educativas, establecimientos de salud o cualquier otro lugar, y  

 c. que sea perpetrada o tolerada por el Estado o sus agentes, donde quiera que ocurra.  

 CAPITULO II  
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 DERECHOS PROTEGIDOS  

 Artículo 3  

 Toda mujer tiene derecho a una vida libre de violencia, tanto en el ámbito público como en el privado.  

 Artículo 4  

 Toda mujer tiene derecho al reconocimiento, goce, ejercicio y protección de todos los derechos humanos y a las 

libertades consagradas por los instrumentos regionales e internacionales sobre derechos humanos.  Estos 

derechos comprenden, entre otros:  

 a. el derecho a que se respete su vida;  

 b. el derecho a que se respete su integridad física, psíquica y moral;  

 c. el derecho a la libertad y a la seguridad personales;  

 d. el derecho a no ser sometida a torturas;  

 e. el derecho a que se respete la dignidad inherente a su persona y que se proteja a su familia;  

 f. el derecho a igualdad de protección ante la ley y de la ley;  

 g. el derecho a un recurso sencillo y rápido ante los tribunales competentes, que la ampare contra actos que 

violen sus derechos;  

 h. el derecho a libertad de asociación;  

 i. el derecho a la libertad de profesar la religión y las creencias propias dentro de la ley, y  

 j. el derecho a tener igualdad de acceso a las funciones públicas de su país y a participar en los asuntos 

públicos, incluyendo la toma de decisiones.  

 Artículo 5  

 Toda mujer podrá ejercer libre y plenamente sus derechos civiles, políticos, económicos, sociales y culturales y 

contará con la total protección de esos derechos consagrados en los instrumentos regionales e internacionales 

sobre derechos humanos.  Los Estados Partes reconocen que la violencia contra la mujer impide y anula el 

ejercicio de esos derechos.  

 Artículo 6  

 El derecho de toda mujer a una vida libre de violencia incluye, entre otros:  

 a. el derecho de la mujer a ser libre de toda forma de discriminación, y  

 b. el derecho de la mujer a ser valorada y educada libre de patrones estereotipados de comportamiento y 

prácticas sociales y culturales basadas en conceptos de inferioridad o subordinación.  

 CAPITULO III  

 DEBERES DE LOS ESTADOS  

 Artículo 7  

 Los Estados Partes condenan todas las formas de violencia contra la mujer y convienen en adoptar, por todos 

los medios apropiados y sin dilaciones, políticas orientadas a prevenir, sancionar y erradicar dicha violencia y en 

llevar a cabo lo siguiente:  
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 a. abstenerse de cualquier acción o práctica de violencia contra la mujer y velar por que las autoridades, sus 

funcionarios, personal y agentes e instituciones se comporten de conformidad con esta obligación;  

 b. actuar con la debida diligencia para prevenir, investigar y sancionar la violencia contra la mujer;  

 c. incluir en su legislación interna normas penales, civiles y administrativas, así como las de otra naturaleza que 

sean necesarias para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra la mujer y adoptar las medidas 

administrativas apropiadas que sean del caso;  

 d. adoptar medidas jurídicas para conminar al agresor a abstenerse de hostigar, intimidar, amenazar, dañar o 

poner en peligro la vida de la mujer de cualquier forma que atente contra su integridad o perjudique su 

propiedad;  

 e. tomar todas las medidas apropiadas, incluyendo medidas de tipo legislativo, para modificar o abolir leyes y 

reglamentos vigentes, o para modificar prácticas jurídicas o consuetudinarias que respalden la persistencia o la 

tolerancia de la violencia contra la mujer;  

 f. establecer procedimientos legales justos y eficaces para la mujer que haya sido sometida a violencia, que 

incluyan, entre otros, medidas de protección, un juicio oportuno y el acceso efectivo a tales procedimientos;  

 g. establecer los mecanismos judiciales y administrativos necesarios para asegurar que la mujer objeto de 

violencia tenga acceso efectivo a resarcimiento, reparación del daño u otros medios de compensación justos y 

eficaces, y  

 h. adoptar las disposiciones legislativas o de otra índole que sean necesarias para hacer efectiva esta 

Convención.  

 Artículo 8  

 Los Estados Partes convienen en adoptar, en forma progresiva, medidas específicas, inclusive programas para:  

 a. fomentar el conocimiento y la observancia del derecho de la mujer a una vida libre de violencia, y el derecho 

de la mujer a que se respeten y protejan sus derechos humanos;  

 b. modificar los patrones socioculturales de conducta de hombres y mujeres, incluyendo el diseño de programas 

de educación formales y no formales apropiados a todo nivel del proceso educativo, para contrarrestar prejuicios 

y costumbres y todo otro tipo de prácticas que se basen en la premisa de la inferioridad o superioridad de 

cualquiera de los géneros o en los papeles estereotipados para el hombre y la mujer que legitimizan o exacerban 

la violencia contra la mujer;  

 c. fomentar la educación y capacitación del personal en la administración de justicia, policial y demás 

funcionarios encargados de la aplicación de la ley, así como del personal a cuyo cargo esté la aplicación de las 

políticas de prevención, sanción y eliminación de la violencia contra la mujer;  

 d. suministrar los servicios especializados apropiados para la atención necesaria a la mujer objeto de violencia, 

por medio de entidades de los sectores público y privado, inclusive refugios, servicios de orientación para toda la 

familia, cuando sea del caso, y cuidado y custodia de los menores afectados;  

 e. fomentar y apoyar programas de educación gubernamentales y del sector privado destinados a concientizar 

al público sobre los problemas relacionados con la violencia contra la mujer, los recursos legales y la reparación 

que corresponda;  

 f. ofrecer a la mujer objeto de violencia acceso a programas eficaces de rehabilitación y capacitación que le 
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permitan participar plenamente en la vida pública, privada y social;  

 g. alentar a los medios de comunicación a elaborar directrices adecuadas de difusión que contribuyan a 

erradicar la violencia contra la mujer en todas sus formas y a realzar el respeto a la dignidad de la mujer;  

 h. garantizar la investigación y recopilación de estadísticas y demás información pertinente sobre las causas, 

consecuencias y frecuencia de la violencia contra la mujer, con el fin de evaluar la eficacia de las medidas para 

prevenir, sancionar y eliminar la violencia contra la mujer y de formular y aplicar los cambios que sean 

necesarios, y  

 i. promover la cooperación internacional para el intercambio de ideas y experiencias y la ejecución de 

programas encaminados a proteger a la mujer objeto de violencia.  

 Artículo 9  

 Para la adopción de las medidas a que se refiere este capítulo, los Estados Partes tendrán especialmente en 

cuenta la situación de vulnerabilidad a la violencia que pueda sufrir la mujer en razón, entre otras, de su raza o 

de su condición étnica, de migrante, refugiada o desplazada.  En igual sentido se considerará a la mujer que es 

objeto de violencia cuando está embarazada, es discapacitada, menor de edad, anciana, o está en situación 

socioeconómica desfavorable o afectada por situaciones de conflictos armados o de privación de su libertad.  

 CAPITULO IV  

 MECANISMOS INTERAMERICANOS DE PROTECCION  

 Artículo 10  

 Con el propósito de proteger el derecho de la mujer a una vida libre de violencia, en los informes nacionales a la 

Comisión Interamericana de Mujeres, los Estados Partes deberán incluir información sobre las medidas 

adoptadas para prevenir y erradicar la violencia contra la mujer, para asistir a la mujer afectada por la violencia, 

así como sobre las dificultades que observen en la aplicación de las mismas y los factores que contribuyan a la 

violencia contra la mujer.  

 Artículo 11  

 Los Estados Partes en esta Convención y la Comisión Interamericana de Mujeres, podrán requerir a la Corte 

Interamericana de Derechos Humanos opinión consultiva sobre la interpretación de esta Convención.  

 Artículo 12  

 Cualquier persona o grupo de personas, o entidad no gubernamental legalmente reconocida en uno o más 

Estados miembros de la Organización, puede presentar a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos 

peticiones que contengan denuncias o quejas de violación del artículo 7 de la presente Convención por un 

Estado Parte, y la Comisión las considerará de acuerdo con las normas y los requisitos de procedimiento para la 

presentación y consideración de peticiones estipulados en la Convención Americana sobre Derechos Humanos y 

en el Estatuto y el Reglamento de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos.  

 CAPITULO V  

 DISPOSICIONES GENERALES  

 Artículo 13  

 Nada de lo dispuesto en la presente Convención podrá ser interpretado como restricción o limitación a la 

legislación interna de los Estados Partes que prevea iguales o mayores protecciones y garantías de los derechos 
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de la mujer y salvaguardias adecuadas para prevenir y erradicar la violencia contra la mujer.  

 Artículo 14  

 Nada de lo dispuesto en la presente Convención podrá ser interpretado como restricción o limitación a la 

Convención Americana sobre Derechos Humanos o a otras convenciones internacionales sobre la materia que 

prevean iguales o mayores protecciones relacionadas con este tema.  

 Artículo 15  

 La presente Convención está abierta a la firma de todos los Estados miembros de la Organización de los Estados 

Americanos.  

 Artículo 16  

 La presente Convención está sujeta a ratificación.  Los instrumentos de ratificación se depositarán en la 

Secretaría General de la Organización de los Estados Americanos.  

 Artículo 17  

 La presente Convención queda abierta a la adhesión de cualquier otro Estado.  Los instrumentos de adhesión se 

depositarán en la Secretaría General de la Organización de los Estados Americanos.  

 Artículo 18  

 Los Estados podrán formular reservas a la presente Convención al momento de aprobarla, firmarla, ratificarla o 

adherir a ella, siempre que:  

 a. no sean incompatibles con el objeto y propósito de la Convención;  

 b. no sean de carácter general y versen sobre una o más disposiciones específicas.  

 Artículo 19  

 Cualquier Estado Parte puede someter a la Asamblea General, por conducto de la Comisión Interamericana de 

Mujeres, una propuesta de emnienda a esta Convención.  

 Las enmiendas entrarán en vigor para los Estados ratificantes de las mismas en la fecha en que dos tercios de 

los Estados Partes hayan depositado el respectivo instrumento de ratificación.  En cuanto al resto de los Estados 

Partes, entrarán en vigor en la fecha en que depositen sus respectivos instrumentos de ratificación.  

 Artículo 20  

 Los Estados Partes que tengan dos o más unidades territoriales en las que rijan distintos sistemas jurídicos 

relacionados con cuestiones tratadas en la presente Convención podrán declarar, en el momento de la firma, 

ratificación o adhesión, que la Convención se aplicará a todas sus unidades territoriales o solamente a una o más 

de ellas.  

 Tales declaraciones podrán ser modificadas en cualquier momento mediante declaraciones ulteriores, que 

especificarán expresamente la o las unidades territoriales a las que se aplicará la presente Convención.  Dichas 

declaraciones ulteriores se transmitirán a la Secretaría General de la Organización de los Estados Americanos y 

surtirán efecto treinta días después de recibidas.  

 Artículo 21  

 La presente Convención entrará en vigor el trigésimo día a partir de la fecha en que se haya depositado el 

segundo instrumento de ratificación.  Para cada Estado que ratifique o adhiera a la Convención después de 
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haber sido depositado el segundo instrumento de ratificación, entrará en vigor el trigésimo día a partir de la 

fecha en que tal Estado haya depositado su instrumento de ratificación o adhesión.  

 Artículo 22  

 El Secretario General informará a todos los Estados miembros de la Organización de los Estados Americanos de 

la entrada en vigor de la Convención.  

 Artículo 23  

 El Secretario General de la Organización de los Estados Americanos presentará un informe anual a los Estados 

miembros de la Organización sobre el estado de esta Convención, inclusive sobre las firmas, depósitos de 

instrumentos de ratificación, adhesión o declaraciones, así como las reservas que hubieren presentado los 

Estados Partes y, en su caso, el informe sobre las mismas.  

 Artículo 24  

 La presente Convención regirá indefinidamente, pero cualquiera de los Estados Partes podrá denunciarla 

mediante el depósito de un instrumento con ese fin en la Secretaría General de la Organización de los Estados 

Americanos.  Un año después a partir de la fecha del depósito del instrumento de denuncia, la Convención 

cesará en sus efectos para el Estado denunciante, quedando subsistente para los demás Estados Partes.  

 Artículo 25  

 El instrumento original de la presente Convención, cuyos textos en español, francés, inglés y portugués son 

igualmente auténticos, será depositado en la Secretaría General de la Organización de los Estados Americanos, 

la que enviará copia certificada de su texto para su registro y publicación a la Secretaría de las Naciones Unidas, 

de conformidad con el artículo 102 de la Carta de las Naciones Unidas.  

EN FE DE LO CUAL, los plenipotenciarios infrascritos, debidamente autorizados por sus respectivos gobiernos, 

firman el presente Convenio, que se llamará Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y erradicar la 

Violencia contra la Mujer "Convención de Belem do Pará".  

HECHA EN LA CIUDAD DE BELEM DO PARA, BRASIL, el nueve de junio de mil novecientos noventa y cuatro. 

[Estado de Firmas y Ratificaciones] 
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CONVENCIÓN INTERAMERICANA 

SOBRE LA PROTECCIÓN DE LOS 

DERECHOS HUMANOS DE LAS 

PERSONAS MAYORES 





 
ASAMBLEA  GENERAL 

CUADRAGÉSIMO QUINTO PERÍODO ORDINARIO DE SESIONES OEA/Ser.P
15 al 16 de junio de 2015 AG/RES. 2875 (XLV-O/15)
Washington, D.C. 15 junio 2015

Original: español

AG/RES. 2875 (XLV-O/15)

CONVENCIÓN INTERAMERICANA SOBRE LA PROTECCIÓN DE LOS DERECHOS 
HUMANOS DE LAS PERSONAS MAYORES1/2/3/4/5/6/

(Aprobada en la segunda sesión plenaria, celebrada el 15 de junio de 2015)

LA ASAMBLEA GENERAL,

VISTO el “Informe anual del Consejo Permanente a la Asamblea General”;

RECORDANDO el contenido de la resolución AG/RES. 2825 (XLIV-O/14), “Proyecto de 
Convención Interamericana sobre la Protección de los Derechos Humanos de las Personas Mayores”,  
así como todas las resoluciones anteriores relativas a este tema;

RECONOCIENDO las importantes contribuciones de los Estados Miembros,  los órganos, 
organismos y entidades de la OEA, otros organismos regionales, internacionales y de las Naciones 
Unidas, en particular la Organización Panamericana de la Salud, las organizaciones de la sociedad 
civil y otros actores sociales, al continuo proceso de negociaciones; y

CONVENCIDA de la necesidad de tener un instrumento regional jurídicamente vinculante 
que proteja los derechos humanos de las personas mayores y fomente un envejecimiento activo en 
todos los ámbitos,

RESUELVE:

1 . Canadá recuerda las notas al pie anteriores en las que expresó sus reservas sobre la redacción 
de la Convención Interamericana sobre la Protección de los Derechos Humanos de las …

2 . Estados Unidos se ha opuesto sistemáticamente  a  la  negociación de nuevos instrumentos 
jurídicamente  vinculantes  sobre  los  derechos  de  las  personas  mayores.  Reiteramos  nuestras  ya 
inveteradas …

3 . Jamaica:  No deberá interpretarse que la Convención va en detrimento del  principio de la 
santidad de la vida protegido conforme a la Declaración Universal de Derechos Humanos, …

4 . El Gobierno de la República de Nicaragua, como garante de la promoción y protección de los 
derechos humanos de todos sus ciudadados, cuenta con un marco jurídico con base constitucional …

5 . La República Bolivariana de Venezuela promueve, respeta y garantiza los derechos humanos 
consagrados en el sistema interamericano e internacional; sin embargo, considera que los …

6 . La  Delegación  del  Paraguay  manifiesta  que  formulará  reservas  respecto  a  determinados 
contenidos de la Convención sobre los Derechos Humanos de las Personas Mayores, atendiendo a …
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Aprobar  la  siguiente  Convención  Interamericana  sobre  la  Protección  de  los  Derechos 
Humanos de las Personas Mayores:

CONVENCIÓN INTERAMERICANA SOBRE LA PROTECCIÓN DE LOS 
DERECHOS HUMANOS DE LAS PERSONAS MAYORES

PREÁMBULO

Los Estados Parte en la presente Convención, 

Reconociendo que el respeto irrestricto a los derechos humanos ha sido consagrado en la Declaración 
Americana de los Derechos y Deberes del Hombre y en la Declaración Universal de los Derechos 
Humanos y reafirmado en otros instrumentos internacionales y regionales; 

Reiterando el propósito de consolidar, dentro del marco de las instituciones democráticas, un régimen 
de libertad individual y de justicia social, fundado en el respeto de los derechos fundamentales de la 
persona; 

Teniendo en cuenta  que, con arreglo a la Declaración Universal de los Derechos Humanos y a la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos, solo puede realizarse el ideal del ser humano libre,  
exento del temor y de la miseria, si se crean condiciones que permitan a cada persona gozar de sus  
derechos económicos, sociales y culturales, tanto como de sus derechos civiles y políticos; 

Reafirmando la universalidad, indivisibilidad, interdependencia e interrelación de todos los derechos 
humanos  y  libertades  fundamentales,  así  como  la  obligación  de  eliminar  todas  las  formas  de  
discriminación, en particular, la discriminación por motivos de edad; 

Resaltando que la persona mayor tiene los mismos derechos humanos y libertades fundamentales que 
otras personas, y que estos derechos, incluido el de no verse sometida a discriminación fundada en la 
edad ni a ningún tipo de violencia, dimanan de la dignidad y la igualdad que son inherentes a todo ser 
humano; 

Reconociendo  que la persona, a medida que envejece, debe seguir disfrutando de una vida plena,  
independiente y autónoma,  con salud, seguridad, integración y participación activa en las esferas 
económica, social, cultural y política de sus sociedades; 

Reconociendo también la necesidad de abordar los asuntos de la vejez y el envejecimiento desde una 
perspectiva de derechos humanos que reconoce las valiosas contribuciones actuales y potenciales de 
la persona mayor al bienestar común, a la identidad cultural, a la diversidad de sus comunidades, al 
desarrollo humano, social y económico y a la erradicación de la pobreza; 

Recordando lo establecido en los Principios de las Naciones Unidas en favor de las Personas de Edad 
(1991); la Proclamación sobre el Envejecimiento (1992); la Declaración Política y el Plan de Acción 
Internacional de Madrid sobre el Envejecimiento (2002), así como los instrumentos regionales tales  
como la Estrategia Regional de implementación para América Latina y el Caribe del Plan de Acción 
Internacional de Madrid sobre el Envejecimiento (2003); la Declaración de Brasilia (2007), el Plan de 
Acción de la Organización Panamericana de la Salud sobre la salud de las personas mayores, incluido  
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el envejecimiento activo y saludable (2009), la Declaración de Compromiso de Puerto España (2009)  
y la Carta de San José sobre los derechos de las personas mayores de América Latina y el Caribe 
(2012);
 
Decididos a incorporar y dar prioridad al tema del envejecimiento en las políticas públicas, así como 
a  destinar  y  gestionar  los  recursos  humanos,  materiales  y  financieros  para  lograr  una  adecuada  
implementación y evaluación de las medidas especiales puestas en práctica;

Reafirmando  el  valor  de  la  solidaridad  y  complementariedad  de  la  cooperación  internacional  y 
regional para promover los derechos humanos y las libertades fundamentales de la persona mayor; 

Respaldando  activamente  la  incorporación  de  la  perspectiva  de  género  en  todas  las  políticas  y 
programas dirigidos a hacer efectivos los derechos de la persona mayor y destacando la necesidad de 
eliminar toda forma de discriminación;

Convencidos de la importancia de facilitar la formulación y el cumplimiento de leyes y programas de 
prevención de abuso,  abandono,  negligencia,  maltrato y violencia  contra  la  persona mayor,  y  la  
necesidad de contar con mecanismos  nacionales que protejan sus derechos humanos  y libertades  
fundamentales; y

Convencidos  también  de  que  la  adopción  de  una  convención  amplia  e  integral  contribuirá 
significativamente a promover, proteger y asegurar el pleno goce y ejercicio de los derechos de la  
persona mayor, y a fomentar un envejecimiento activo en todos los ámbitos, 

Han convenido suscribir la presente Convención Interamericana sobre la Protección de los Derechos 
Humanos de las Personas Mayores (en adelante, la “Convención”):

CAPÍTULO I

OBJETO, ÁMBITO DE APLICACIÓN Y DEFINICIONES

Artículo 1
Ámbito de aplicación y objeto

El objeto de la Convención es promover, proteger y asegurar el reconocimiento y el pleno goce y 
ejercicio, en condiciones de igualdad, de todos los derechos humanos y libertades fundamentales de  
la persona mayor, a fin de contribuir a su plena inclusión, integración y participación en la sociedad.
Lo  dispuesto  en  la  presente  Convención  no  se  interpretará  como  una  limitación  a  derechos  o 
beneficios más amplios o adicionales que reconozcan el derecho internacional o las legislaciones  
internas de los Estados Parte, a favor de la persona mayor.

Si  el  ejercicio  de  los  derechos  y  libertades  mencionados  en  esta  Convención  no  estuviere  ya  
garantizado por disposiciones legislativas o de otro carácter, los Estados Parte se comprometen a  
adoptar, con arreglo a sus procedimientos constitucionales y a las disposiciones de esta Convención,  
las medidas legislativas o de otro carácter que fueren necesarias para hacer efectivos tales derechos y  
libertades.
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Los  Estados  Parte  solo  podrán  establecer  restricciones  y  limitaciones  al  goce  y  ejercicio  de  los 
derechos  establecidos  en  la  presente  Convención  mediante  leyes  promulgadas  con  el  objeto  de 
preservar  el  bienestar  general  dentro  de  una  sociedad  democrática,  en  la  medida  en  que  no 
contradigan el propósito y razón de los mismos. 

Las disposiciones de la presente Convención se aplicarán a todas las partes de los Estados federales  
sin limitaciones ni excepciones. 

Artículo 2
Definiciones

A los efectos de la presente Convención se entiende por: 

“Abandono”: La falta de acción deliberada o no para atender de manera integral las necesidades de  
una persona mayor que ponga en peligro su vida o su integridad física, psíquica o moral. 

“Cuidados paliativos”: La atención y cuidado activo, integral e interdisciplinario de pacientes cuya 
enfermedad no responde a un tratamiento curativo o sufren dolores evitables, a fin de mejorar su  
calidad de vida hasta el fin de sus días. Implica una atención primordial al control del dolor, de otros  
síntomas y de los problemas sociales, psicológicos y espirituales de la persona mayor. Abarcan al 
paciente, su entorno y su familia. Afirman la vida y consideran la muerte como un proceso normal;  
no la aceleran ni retrasan. 

“Discriminación”:  Cualquier  distinción,  exclusión,  restricción  que  tenga  como  objetivo  o  efecto  
anular o restringir el reconocimiento, goce o ejercicio en igualdad de condiciones de los derechos  
humanos  y  las  libertades  fundamentales  en  la  esfera  política,  económica,  social,  cultural  o  en 
cualquier otra esfera de la vida pública y privada. 

“Discriminación  múltiple”:  Cualquier  distinción,  exclusión  o  restricción  hacia  la  persona  mayor 
fundada en dos o más factores de discriminación. 

“Discriminación por edad en la vejez”: Cualquier distinción, exclusión o restricción basada en la  
edad que tenga como objetivo o efecto anular o restringir el reconocimiento, goce o ejercicio en 
igualdad de condiciones de los derechos humanos y libertades fundamentales en la esfera política,  
económica, social, cultural o en cualquier otra esfera de la vida pública y privada. 

“Envejecimiento”: Proceso gradual que se desarrolla durante el curso de vida y que conlleva cambios  
biológicos, fisiológicos, psico-sociales y funcionales de variadas consecuencias, las cuales se asocian 
con interacciones dinámicas y permanentes entre el sujeto y su medio. 

“Envejecimiento activo y saludable”: Proceso por el cual se optimizan las oportunidades de bienestar 
físico, mental y social, de participar en actividades sociales, económicas, culturales, espirituales y 
cívicas, y de contar con protección, seguridad y atención, con el objetivo de ampliar la esperanza de 
vida saludable y la  calidad de vida de todos los individuos en la vejez,  y  permitirles así  seguir 
contribuyendo  activamente  a  sus  familias,  amigos,  comunidades  y  naciones.  El  concepto  de 
envejecimiento activo y saludable se aplica tanto a individuos como a grupos de población. 
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“Maltrato”: Acción u omisión, única o repetida, contra una persona mayor que produce daño a su 
integridad física, psíquica y moral  y que vulnera el goce o ejercicio de sus derechos humanos y  
libertades fundamentales, independientemente de que ocurra en una relación de confianza. 

“Negligencia”: Error involuntario o falta no deliberada, incluido entre otros, el descuido, omisión,  
desamparo e indefensión que le causa un daño o sufrimiento a una persona mayor, tanto en el ámbito 
público  como  privado,  cuando  no  se  hayan  tomado  las  precauciones  normales  necesarias  de 
conformidad con las circunstancias. 

“Persona mayor”: Aquella de 60 años o más, salvo que la ley interna determine una edad base menor 
o mayor, siempre que esta no sea superior a los 65 años. Este concepto incluye, entre otros, el de  
persona adulta mayor. 

“Persona  mayor  que  recibe  servicios  de  cuidado a  largo  plazo”:  Aquella  que  reside  temporal  o 
permanentemente  en un establecimiento regulado sea público,  privado o mixto,  en el  que recibe 
servicios socio-sanitarios integrales de calidad, incluidas las residencias de larga estadía, que brindan 
estos servicios de atención por tiempo prolongado a la persona mayor, con dependencia moderada o  
severa que no pueda recibir cuidados en su domicilio. 

“Servicios socio-sanitarios integrados”: Beneficios y prestaciones institucionales para responder a las 
necesidades de tipo sanitario y social de la persona mayor, con el objetivo de garantizar su dignidad y 
bienestar y promover su independencia y autonomía. 

“Unidad doméstica u hogar”: El grupo de personas que viven en una misma vivienda, comparten las  
comidas principales y atienden en común las necesidades básicas, sin que sea necesario que existan 
lazos de parentesco entre ellos. 

“Vejez”: Construcción social de la última etapa del curso de vida. 

CAPÍTULO II
PRINCIPIOS GENERALES 

Artículo 3

Son principios generales aplicables a la Convención: 

a) La promoción y defensa de los derechos humanos y libertades fundamentales de la 
persona mayor 

b) La  valorización  de  la  persona  mayor,  su  papel  en  la  sociedad y  contribución  al 
desarrollo 

c) La dignidad, independencia, protagonismo y autonomía de la persona mayor 
d) La igualdad y no discriminación 
e) La participación, integración e inclusión plena y efectiva en la sociedad 
f) El bienestar y cuidado 
g) La seguridad física, económica y social 
h) La autorrealización 
i) La equidad e igualdad de género y enfoque de curso de vida 
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j) La solidaridad y fortalecimiento de la protección familiar y comunitaria 
k) El buen trato y la atención preferencial 
l) El enfoque diferencial para el goce efectivo de los derechos de la persona mayor 
m) El respeto y valorización de la diversidad cultural 
n) La protección judicial efectiva
o) La responsabilidad del Estado y participación de la familia y de la comunidad en la 

integración activa, plena y productiva de la persona mayor dentro de la sociedad, así 
como en su cuidado y atención, de acuerdo con su legislación interna 

CAPÍTULO III
DEBERES GENERALES DE LOS ESTADOS PARTE

Artículo 4

Los Estados Parte se comprometen a salvaguardar los derechos humanos y libertades fundamentales 
de la persona mayor enunciados en la presente Convención, sin discriminación de ningún tipo, y a tal  
fin: 

a) Adoptarán medidas  para prevenir,  sancionar y erradicar aquellas prácticas contrarias a la  
presente  Convención,  tales  como  aislamiento,  abandono,  sujeciones  físicas  prolongadas, 
hacinamiento,  expulsiones  de  la  comunidad,  la  negación  de  nutrición,  infantilización, 
tratamientos  médicos inadecuados o desproporcionados,  entre otras,  y  todas  aquellas que 
constituyan malos  tratos o penas crueles,  inhumanos  o degradantes que atenten contra la 
seguridad e integridad de la persona mayor. 

b) Adoptarán las medidas afirmativas y realizarán los ajustes razonables que sean necesarios  
para el ejercicio de los derechos establecidos en la presente Convención y se abstendrán de  
adoptar cualquier medida legislativa que sea incompatible con la misma. No se considerarán 
discriminatorias,  en  virtud  de  la  presente  Convención,  las  medidas  afirmativas  y  ajustes 
razonables que sean necesarios para acelerar o lograr la igualdad de hecho de la persona 
mayor, así como para asegurar su plena integración social, económica, educacional, política y 
cultural.  Tales  medidas  afirmativas  no  deberán  conducir  al  mantenimiento  de  derechos 
separados para grupos distintos y no deberán perpetuarse más allá de un período razonable o 
después de alcanzado dicho objetivo. 

c) Adoptarán  y  fortalecerán  todas  las  medidas  legislativas,  administrativas,  judiciales, 
presupuestarias y de cualquier otra índole, incluido un adecuado acceso a la justicia a fin 
garantizar a la persona mayor un trato diferenciado y preferencial en todos los ámbitos. 

d) Adoptarán las medidas  necesarias y cuando lo consideren en el marco de la cooperación 
internacional, hasta el máximo de los recursos disponibles y tomando en cuenta su grado de  
desarrollo, a fin de lograr progresivamente, y de conformidad con la legislación interna, la  
plena  efectividad de los  derechos  económicos,  sociales  y  culturales;  sin  perjuicio  de  las 
obligaciones que sean aplicables de inmediato en virtud del derecho internacional. 

e) Promoverán  instituciones  públicas  especializadas  en  la  protección  y  promoción  de  los  
derechos de la persona mayor y su desarrollo integral. 
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f) Promoverán la más amplia participación de la sociedad civil y de otros actores sociales, en  
particular de la persona mayor, en la elaboración, aplicación y control de políticas públicas y 
legislación dirigida a la implementación de la presente Convención. 

g) Promoverán  la  recopilación  de  información  adecuada,  incluidos  datos  estadísticos  y  de 
investigación, que le permitan formular y aplicar políticas, a fin de dar efecto a la presente 
Convención. 

CAPÍTULO IV
DERECHOS PROTEGIDOS 

Artículo 5
Igualdad y no discriminación por razones de edad

Queda prohibida por la presente Convención la discriminación por edad en la vejez. 

Los Estados Parte desarrollarán enfoques específicos en sus políticas, planes y legislaciones sobre 
envejecimiento y vejez, en relación con la persona mayor en condición de vulnerabilidad y aquellas  
que son víctimas de discriminación múltiple, incluidas las mujeres, las personas con discapacidad, las  
personas  de diversas  orientaciones  sexuales  e identidades  de género,  las  personas  migrantes,  las  
personas  en  situación  de  pobreza  o  marginación  social,  los  afrodescendientes  y  las  personas 
pertenecientes  a pueblos  indígenas,  las personas  sin hogar,  las  personas privadas de libertad,  las 
personas pertenecientes a pueblos tradicionales, las personas pertenecientes a grupos étnicos, raciales, 
nacionales, lingüísticos, religiosos y rurales, entre otros. 

Artículo 6
Derecho a la vida y a la dignidad en la vejez 

Los Estados Parte adoptarán todas las medidas necesarias para garantizar a la persona mayor el goce  
efectivo del derecho a la vida y el derecho a vivir con dignidad en la vejez hasta el fin de sus días, en 
igualdad de condiciones con otros sectores de la población. 

Los Estados Parte  tomarán  medidas  para  que las  instituciones  públicas  y privadas  ofrezcan a la  
persona mayor un acceso no discriminatorio a cuidados integrales, incluidos los cuidados paliativos, 
eviten el aislamiento y manejen apropiadamente los problemas relacionados con el miedo a la muerte  
de los enfermos terminales, el dolor, y eviten el sufrimiento innecesario y las intervenciones fútiles e 
inútiles, de conformidad con el derecho de la persona mayor a expresar el consentimiento informado. 

Artículo 7
Derecho a la independencia y a la autonomía

Los Estados Parte en la presente Convención reconocen el derecho de la persona mayor  a tomar  
decisiones,  a la definición de su plan de vida,  a desarrollar  una vida autónoma e independiente,  
conforme a sus tradiciones y creencias, en igualdad de condiciones y a disponer de mecanismos para 
poder ejercer sus derechos. 
Los Estados Parte adoptarán programas, políticas o acciones para facilitar y promover el pleno goce  
de estos derechos por la persona mayor, propiciando su autorealización, el fortalecimiento de todas 
las familias, de sus lazos familiares y sociales, y de sus relaciones afectivas. En especial, asegurarán: 
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a) El respeto a la autonomía de la persona mayor en la toma de sus decisiones, así como a su  
independencia en la realización de sus actos.

 
b) Que la persona mayor tenga la oportunidad de elegir su lugar de residencia y dónde y con 

quién vivir,  en igualdad de condiciones con las demás,  y no se vea obligada a vivir con 
arreglo a un sistema de vida específico.

c) Que la persona mayor tenga acceso progresivamente a una variedad de servicios de asistencia  
domiciliaria, residencial y otros servicios de apoyo de la comunidad, incluida la asistencia 
personal que sea necesaria para facilitar su existencia y su inclusión en la comunidad, y para 
evitar su aislamiento o separación de ésta. 

Artículo 8 
Derecho a la participación e integración comunitaria

La persona mayor tiene derecho a la participación activa, productiva, plena y efectiva dentro de la  
familia, la comunidad y la sociedad para su integración en todas ellas. 

Los Estados Parte adoptarán medidas para que la persona mayor tenga la oportunidad de participar 
activa y productivamente en la comunidad, y pueda desarrollar sus capacidades y potencialidades. A 
tal fin: 

a) Crearán y fortalecerán mecanismos de participación e inclusión social de la persona 
mayor en un ambiente de igualdad que permita erradicar los prejuicios y estereotipos 
que obstaculicen el pleno disfrute de estos derechos. 

b) Promoverán la participación de la persona mayor en actividades intergeneracionales 
para fortalecer la solidaridad y el apoyo mutuo como elementos claves del desarrollo 
social. 

c) Asegurarán que las instalaciones y los servicios comunitarios para la población en 
general  estén  a  disposición,  en  igualdad  de  condiciones,  de  la  persona  mayor  y 
tengan en cuenta sus necesidades. 

Artículo 9
Derecho a la seguridad y a una vida sin ningún tipo de violencia

La persona mayor tiene derecho a la seguridad y a una vida sin ningún tipo de violencia, a recibir un 
trato digno y a ser respetada y valorada, independientemente de la raza, el color, el sexo, el idioma, la  
cultura, la religión, la opinión política o de otra índole, el origen social, nacional, étnico, indígena e  
identidad cultural,  la  posición socio-económica,  discapacidad,  la orientación sexual,  el  género,  la 
identidad de género, su contribución económica o cualquier otra condición. 

La persona mayor tiene derecho a vivir una vida sin ningún tipo de violencia y maltrato. Para los  
efectos de esta Convención, se entenderá por violencia contra la persona mayor cualquier acción o 
conducta que cause muerte, daño o sufrimiento físico, sexual o psicológico a la persona mayor, tanto  
en el ámbito público como en el privado. 
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Se entenderá que la definición de violencia contra la persona mayor comprende, entre otros, distintos 
tipos de abuso, incluso el financiero y patrimonial, y maltrato físico, sexual, psicológico, explotación 
laboral, la expulsión de su comunidad y toda forma de abandono o negligencia que tenga lugar dentro 
o fuera del ámbito familiar o unidad doméstica o que sea perpetrado o tolerado por el Estado o sus  
agentes dondequiera que ocurra. 

Los Estados Parte se comprometen a: 

a) Adoptar  medidas  legislativas,  administrativas  y  de  otra  índole  para  prevenir,  investigar, 
sancionar y erradicar los actos de violencia contra la persona mayor, así como aquellas que  
propicien la reparación de los daños ocasionados por estos actos. 

b) Producir y divulgar información con el objetivo de generar diagnósticos de riesgo de posibles 
situaciones de violencia a fin de desarrollar políticas de prevención. 

c) Promover la creación y el fortalecimiento de servicios de apoyo para atender los casos de  
violencia, maltrato, abusos, explotación y abandono de la persona mayor. Fomentar el acceso 
de la persona mayor a dichos servicios y a la información sobre los mismos. 

d) Establecer  o  fortalecer  mecanismos  de  prevención  de  la  violencia,  en  cualquiera  de  sus 
manifestaciones, dentro de la familia, unidad doméstica, lugares donde recibe servicios de 
cuidado a largo plazo y en la sociedad para la efectiva protección de los derechos de la  
persona mayor. 

e) Informar y sensibilizar a la sociedad en su conjunto sobre las diversas formas de violencia 
contra la persona mayor y la manera de identificarlas y prevenirlas. 

f) Capacitar y sensibilizar a funcionarios públicos, a los encargados de los servicios sociales y  
de salud,  al  personal  encargado de la  atención y el  cuidado de la persona mayor  en los 
servicios de cuidado a largo plazo o servicios domiciliarios sobre las diversas formas de 
violencia, a fin de brindarles un trato digno y prevenir negligencia y acciones o prácticas de 
violencia y maltrato. 

g) Desarrollar  programas  de  capacitación  dirigidos  a  los  familiares  y  personas  que  ejerzan 
tareas de cuidado domiciliario a fin de prevenir escenarios de violencia en el hogar o unidad 
doméstica. 

h) Promover  mecanismos  adecuados y eficaces de denuncia en casos de violencia contra la 
persona  mayor,  así  como  reforzar  los  mecanismos  judiciales  y  administrativos  para  la 
atención de esos casos. 

i) Promover  activamente  la  eliminación  de todas  las prácticas  que generan violencia  y que 
afectan la dignidad e integridad de la mujer mayor. 

Artículo 10
Derecho a no ser sometido a tortura ni a penas o tratos crueles, inhumanos o degradantes
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La persona mayor tiene derecho a no ser sometida a tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos 
o degradantes. 

Los Estados Parte tomarán todas las medidas de carácter legislativo, administrativo o de otra índole 
para prevenir, investigar, sancionar y erradicar todo tipo de tortura u otros tratos o penas crueles, 
inhumanos o degradantes hacia la persona mayor. 

Artículo 11
Derecho a brindar consentimiento libre e informado en el ámbito de la salud

La persona mayor tiene el derecho irrenunciable a manifestar su consentimiento libre e informado en 
el  ámbito de la  salud.  La negación de este  derecho constituye  una forma  de vulneración de los 
derechos humanos de la persona mayor.

Con  la  finalidad  de  garantizar  el  derecho  de  la  persona  mayor  a  manifestar  su  consentimiento 
informado de manera previa, voluntaria, libre y expresa, así como a ejercer su derecho de modificarlo  
o  revocarlo,  en  relación  con cualquier  decisión,  tratamiento,  intervención  o  investigación,  en  el 
ámbito de la salud, los Estados Parte se comprometen a elaborar y aplicar mecanismos adecuados y  
eficaces  para  impedir  abusos  y  fortalecer  la  capacidad  de  la  persona  mayor  de  comprender  
plenamente las opciones de tratamiento existentes, sus riesgos y beneficios. 

Dichos  mecanismos  deberán  asegurar  que  la  información  que  se  brinde  sea  adecuada,  clara  y 
oportuna,  disponible sobre bases no discriminatorias,  de forma accesible y presentada de manera  
comprensible de acuerdo con la identidad cultural, nivel educativo y necesidades de comunicación de 
la persona mayor.

Las instituciones públicas o privadas y los profesionales de la salud no podrán administrar ningún 
tratamiento,  intervención  o  investigación  de  carácter  médico  o  quirúrgico  sin  el  consentimiento 
informado de la persona mayor. 

En los casos de emergencia médica que pongan en riesgo la vida y cuando no resulte posible obtener 
el consentimiento informado, se podrán aplicar las excepciones establecidas de conformidad con la 
legislación nacional. 

La  persona  mayor  tiene  derecho  a  aceptar,  negarse  a  recibir  o  interrumpir  voluntariamente 
tratamientos  médicos  o  quirúrgicos,  incluidos  los  de  la  medicina  tradicional,  alternativa  y 
complementaria,  investigación,  experimentos  médicos  o  científicos,  ya  sean  de  carácter  físico  o 
psíquico, y a recibir información clara y oportuna sobre las posibles consecuencias y los riesgos de 
dicha decisión. 

Los  Estados  Parte  establecerán  también  un  proceso  a  través  del  cual  la  persona  mayor  pueda 
manifestar de manera expresa su voluntad anticipada e instrucciones respecto de las intervenciones 
en materia de atención de la salud, incluidos  los cuidados paliativos. En estos casos, esta voluntad 
anticipada podrá ser expresada, modificada o ampliada en cualquier momento solo por la persona 
mayor,  a  través  de  instrumentos  jurídicamente  vinculantes,  de  conformidad  con  la  legislación 
nacional. 
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Artículo 12
Derechos de la persona mayor que recibe servicios de cuidado a largo plazo

La  persona  mayor  tiene  derecho  a  un  sistema  integral  de  cuidados  que  provea  la  protección  y 
promoción de la salud, cobertura de servicios sociales,  seguridad alimentaria y nutricional,  agua,  
vestuario y vivienda; promoviendo que la persona mayor pueda decidir permanecer en su hogar y 
mantener su independencia y autonomía. 

Los  Estados  Parte  deberán  diseñar  medidas  de  apoyo  a  las  familias  y  cuidadores  mediante  la 
introducción de servicios para quienes realizan la actividad de cuidado de la persona mayor, teniendo 
en  cuenta  las  necesidades  de  todas  las  familias  y  otras  formas  de  cuidados,  así  como  la  plena  
participación de la persona mayor, respetándose su opinión. 

Los Estados Parte deberán adoptar medidas tendientes a desarrollar un sistema integral de cuidados 
que tenga especialmente en cuenta la perspectiva de género y el respeto a la dignidad e integridad  
física y mental de la persona mayor. 

Para garantizar a la persona mayor  el goce efectivo de sus derechos humanos en los servicios de 
cuidado a largo plazo, los Estados Parte se comprometen a: 

a) Establecer mecanismos para asegurar que el inicio y término de servicios de cuidado de largo 
plazo estén sujetos a la manifestación de la voluntad libre y expresa de la persona mayor. 

b) Promover que dichos servicios cuenten con personal especializado que pueda ofrecer una 
atención adecuada e integral y prevenir acciones o prácticas que puedan producir daño o 
agravar la condición existente.

 
c) Establecer un marco regulatorio adecuado para el funcionamiento de los servicios de cuidado 

a largo plazo que permita evaluar y supervisar la situación de la persona mayor, incluyendo 
la adopción de medidas para: 

i. Garantizar  el  acceso  de  la  persona  mayor  a  la  información,  en  particular  a  sus  
expedientes  personales,  ya  sean  físicos  o  digitales,  y  promover  el  acceso  a  los 
distintos medios  de comunicación e información,  incluidas las  redes  sociales,  así 
como informar a la persona mayor sobre sus derechos y sobre el marco jurídico y 
protocolos que rigen los servicios de cuidado a largo plazo. 

ii. Prevenir injerencias arbitrarias o ilegales en su vida privada, familia, hogar o unidad 
doméstica,  o  cualquier  otro  ámbito  en  el  que  se  desenvuelvan,  así  como  en  su 
correspondencia o cualquier otro tipo de comunicación. 

iii. Promover la interacción familiar y social de la persona mayor, teniendo en cuenta a 
todas las familias y sus relaciones afectivas. 

iv. Proteger la seguridad personal y el ejercicio de la libertad y movilidad de la persona  
mayor. 

v. Proteger  la  integridad  de  la  persona  mayor  y  su  privacidad  e  intimidad  en  las 
actividades que desarrolle, particularmente en los actos de higiene personal. 
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d) Establecer  la  legislación  necesaria,  conforme  a  los  mecanismos  nacionales,  para  que los 
responsables y el personal de servicios de cuidado a largo plazo respondan administrativa, 
civil y/o penalmente por los actos que practiquen en detrimento de la persona mayor, según 
corresponda. 

e) Adoptar  medidas  adecuadas,  cuando  corresponda,  para  que  la  persona  mayor  que  se 
encuentre recibiendo servicios de cuidado a largo plazo cuente con servicios de cuidados  
paliativos que abarquen al paciente, su entorno y su familia. 

Artículo 13
Derecho a la libertad personal

La persona mayor tiene derecho a la libertad y seguridad personal, independientemente del ámbito en 
el que se desenvuelva. 

Los Estados Parte asegurarán que la persona mayor  disfrute del derecho a la libertad y seguridad 
personal y que la edad en ningún caso justifique la privación o restricción arbitrarias de su libertad. 

Los Estados Parte garantizarán que cualquier medida de privación o restricción de libertad será de  
conformidad con la ley y asegurarán que la persona mayor que se vea privada de su libertad en razón  
de  un  proceso  tenga,  en  igualdad  de  condiciones  con otros  sectores  de  la  población,  derecho a 
garantías de conformidad con el derecho internacional de los derechos humanos y a ser tratada de  
conformidad con los objetivos y principios de la presente Convención. 

Los  Estados  Parte  garantizarán  el  acceso  de  la  persona  mayor  privada  de  libertad  a  programas 
especiales y atención integral, incluidos los mecanismos de rehabilitación para su reinserción en la  
sociedad y, según corresponda, promoverán medidas alternativas respecto a la privación de libertad,  
de acuerdo con sus ordenamientos jurídicos internos. 

Artículo 14
Derecho a la libertad de expresión y de opinión y al acceso a la información

La persona mayor tiene derecho a la libertad de expresión y opinión y al acceso a la información, en  
igualdad de condiciones con otros sectores de la población y por los medios de su elección. 

Los Estados Parte adoptarán medidas destinadas a garantizar a la persona mayor el ejercicio efectivo 
de dichos derechos. 

Artículo 15
Derecho a la nacionalidad y a la libertad de circulación

La persona mayor tiene derecho a la libertad de circulación, a la libertad para elegir su residencia y a  
poseer una nacionalidad en igualdad de condiciones con los demás  sectores de la población,  sin  
discriminación por razones de edad. 

Los Estados Parte adoptarán medidas destinadas a garantizar a la persona mayor el ejercicio efectivo 
de dichos derechos. 
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Artículo 16
Derecho a la privacidad y a la intimidad

La persona mayor  tiene derecho a la privacidad y a la intimidad y a no ser objeto de injerencias  
arbitrarias o ilegales en su vida privada, familia, hogar o unidad doméstica, o cualquier ámbito en el 
que se desenvuelvan, así como en su correspondencia o cualquier otro tipo de comunicación. 

La persona mayor tiene derecho a no ser objeto de agresiones contra su dignidad, honor y reputación, 
y a la privacidad en los actos de higiene o en las actividades que desarrolle, independientemente del 
ámbito en el que se desenvuelva. 

Los Estados Parte adoptarán las medidas necesarias para garantizar estos derechos, particularmente a  
la persona mayor que recibe servicios de cuidado a largo plazo. 

Artículo 17
Derecho a la seguridad social

Toda persona mayor tiene derecho a la seguridad social que la proteja para llevar una vida digna. 

Los Estados Parte promoverán progresivamente, dentro de los recursos disponibles, que la persona 
mayor  reciba un ingreso para una vida digna a través de los sistemas de seguridad social y otros 
mecanismos flexibles de protección social. 

Los Estados Parte buscarán facilitar, mediante convenios institucionales, acuerdos bilaterales u otros 
mecanismos hemisféricos, el reconocimiento de prestaciones, aportes realizados a la seguridad social 
o derechos de pensión de la persona mayor migrante. 

Todo lo dispuesto en este artículo será de conformidad con la legislación nacional. 

Artículo 18
Derecho al trabajo

La persona mayor tiene derecho al trabajo digno y decente y a la igualdad de oportunidades y de trato  
respecto de los otros trabajadores, sea cual fuere su edad. 

Los Estados Parte adoptarán medidas para impedir la discriminación laboral de la persona mayor.  
Queda prohibida cualquier distinción que no se base en las exigencias propias de la naturaleza del 
cargo, de conformidad con la legislación nacional y en forma apropiada a las condiciones locales. 
El empleo o la ocupación debe contar con las mismas garantías, beneficios, derechos laborales y 
sindicales, y ser remunerado por el mismo salario aplicable a todos los trabajadores frente a iguales  
tareas y responsabilidades. 

Los Estados Parte adoptarán las medidas legislativas, administrativas o de otra índole para promover  
el  empleo formal  de la persona mayor  y regular las distintas formas de autoempleo y el  empleo 
doméstico,  con  miras  a  prevenir  abusos  y  garantizar  una  adecuada  cobertura  social  y  el  
reconocimiento del trabajo no remunerado. 
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Los  Estados  Parte  promoverán  programas  y  medidas  que  faciliten  una  transición  gradual  a  la 
jubilación, para lo cual podrán contar con la participación de las organizaciones representativas de 
empleadores y trabajadores y de otros organismos interesados. 

Los  Estados  Parte  promoverán  políticas  laborales  dirigidas  a  propiciar  que  las  condiciones,  el  
ambiente de trabajo, horarios y la organización de las tareas sean adecuadas a las necesidades y  
características de la persona mayor. 

Los  Estados  Parte  alentarán  el  diseño  de  programas  para  la  capacitación  y  certificación  de 
conocimiento y saberes para promover  el acceso de la persona mayor  a mercados laborales más 
inclusivos. 

Artículo 19
Derecho a la salud 

La persona mayor tiene derecho a su salud física y mental, sin ningún tipo de discriminación. 

Los  Estados  Parte  deberán  diseñar  e  implementar  políticas  públicas  intersectoriales  de  salud 
orientadas a una atención integral que incluya la promoción de la salud, la prevención y la atención 
de la enfermedad en todas las etapas, y la rehabilitación y los cuidados paliativos de la persona mayor  
a fin  de propiciar  el  disfrute del  más  alto  nivel  de bienestar,  físico,  mental  y  social.  Para hacer  
efectivo este derecho, los Estados Parte se comprometen a tomar las siguientes medidas: 

a) Asegurar la atención preferencial y el acceso universal, equitativo y oportuno en los 
servicios integrales de salud de calidad basados en la atención primaria, y aprovechar  
la  medicina  tradicional,  alternativa  y  complementaria,  de  conformidad  con  la 
legislación nacional y con los usos y costumbres. 

b) Formular, implementar, fortalecer y evaluar políticas públicas, planes y estrategias 
para fomentar un envejecimiento activo y saludable. 

c) Fomentar políticas públicas sobre salud sexual y reproductiva de la persona mayor.

d) Fomentar, cuando corresponda, la cooperación internacional en cuanto al diseño de 
políticas públicas, planes, estrategias y legislación, y el intercambio de capacidades y 
recursos  para  ejecutar  planes  de  salud  para  la  persona  mayor  y  su  proceso  de 
envejecimiento. 

e) Fortalecer  las  acciones  de  prevención  a  través  de  las  autoridades  de  salud  y  la 
prevención de enfermedades, incluyendo la realización de cursos de educación, el  
conocimiento  de  las  patologías  y  opinión  informada  de  la  persona  mayor  en  el 
tratamiento de enfermedades crónicas y otros problemas de salud. 

f) Garantizar el acceso a beneficios y servicios de salud asequibles y de calidad para la 
persona mayor con enfermedades no transmisibles y transmisibles, incluidas aquellas 
por transmisión sexual. 
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g) Fortalecer la implementación de políticas públicas orientadas a mejorar  el  estado  
nutricional de la persona mayor. 

h) Promover el desarrollo de servicios socio-sanitarios integrados especializados para 
atender a la persona mayor con enfermedades que generan dependencia, incluidas las 
crónico-degenerativas, las demencias y la enfermedad de Alzheimer. 

i) Fortalecer las capacidades de los trabajadores de los servicios de salud, sociales y 
socio-sanitarios  integrados  y  de  otros  actores,  en  relación  con  la  atención  de  la  
persona mayor,  teniendo en consideración los principios contenidos en la presente 
Convención. 

j) Promover  y  fortalecer  la  investigación  y  la  formación  académica  profesional  y 
técnica especializada en geriatría, gerontología y cuidados paliativos. 

k) Formular, adecuar e implementar, según la legislación vigente en cada país, políticas 
referidas  a  la  capacitación  y  aplicación  de  la  medicina  tradicional,  alternativa  y 
complementaria, en relación con la atención integral de la persona mayor. 

l) Promover las medidas necesarias para que los servicios de cuidados paliativos estén 
disponibles y accesibles para la persona mayor, así como para apoyar a sus familias. 

m) Garantizar  a  la  persona mayor  la  disponibilidad y el  acceso a  los  medicamentos 
reconocidos como esenciales por la Organización Mundial de la Salud, incluyendo 
los fiscalizados necesarios para los cuidados paliativos. 

n) Garantizar  a  la  persona  mayor  el  acceso  a  la  información  contenida  en  sus  
expedientes personales, sean físicos o digitales. 

o) Promover  y  garantizar  progresivamente,  y  de  acuerdo  con  sus  capacidades,  el 
acompañamiento y la capacitación a personas que ejerzan tareas de cuidado de la 
persona mayor, incluyendo familiares, con el fin de procurar su salud y bienestar. 

Artículo 20
Derecho a la educación

La persona mayor tiene derecho a la educación en igualdad de condiciones con otros sectores de la  
población y sin discriminación, en las modalidades definidas por cada uno de los Estados Parte, y a  
participar  en  los  programas  educativos  existentes  en  todos  los  niveles,  y  a  compartir  sus  
conocimientos y experiencias con todas las generaciones. 

Los Estados Parte garantizarán el ejercicio efectivo del derecho a la educación de la persona mayor y  
se comprometen a: 
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a) Facilitar  a  la  persona  mayor  el  acceso  a  programas  educativos  y  de  formación 
adecuados  que  permitan  el  acceso,  entre  otros,  a  los  distintos  niveles  del  ciclo 
educativo, a programas de alfabetización y postalfabetización, formación técnica y 
profesional,  y  a  la  educación  permanente  continua,  en  especial  a  los  grupos  en 
situación de vulnerabilidad. 

b) Promover el desarrollo de programas, materiales y formatos educativos adecuados y 
accesibles  para  la  persona  mayor  que  atiendan  sus  necesidades,  preferencias,  
aptitudes, motivaciones e identidad cultural. 

c) Adoptar las medidas necesarias para reducir y, progresivamente, eliminar las barreras 
y las dificultades de acceso a los bienes y servicios educativos en el medio rural.

d) Promover la educación y formación de la persona mayor  en el uso de las nuevas 
tecnologías  de  la  información  y  comunicación  (TIC)  para  minimizar  la  brecha 
digital, generacional y geográfica e incrementar la integración social y comunitaria. 

e) Diseñar e implementar políticas activas para erradicar el analfabetismo de la persona 
mayor y, en especial, de las mujeres y grupos en situación de vulnerabilidad. 

f) Fomentar  y  facilitar  la  participación  activa  de  la  persona  mayor  en  actividades 
educativas, tanto formales como no formales. 

Artículo 21
Derecho a la cultura

La persona mayor tiene derecho a su identidad cultural, a participar en la vida cultural y artística de la  
comunidad, al disfrute de los beneficios del progreso científico y tecnológico y de otros producto de  
la diversidad cultural, así como a compartir sus conocimientos y experiencias con otras generaciones, 
en cualquiera de los contextos en los que se desarrolle. 

Los Estados Parte reconocerán, garantizarán y protegerán el derecho a la propiedad intelectual de la  
persona mayor, en condiciones de igualdad con los demás sectores de la población y de acuerdo con 
la legislación interna y los instrumentos internacionales adoptados en este ámbito. 

Los Estados Parte  promoverán las medidas  necesarias para  asegurar el  acceso preferencial  de  la 
persona mayor a los bienes y servicios culturales, en formatos y condiciones asequibles. 

Los Estados Parte fomentarán programas culturales para que la persona mayor pueda desarrollar y 
utilizar su potencial creativo, artístico e intelectual, para su beneficio y para el enriquecimiento de la  
sociedad como agente transmisor de valores, conocimientos y cultura. 

Los  Estados  Parte  impulsarán  la  participación  de  las  organizaciones  de  personas  mayores  en  la 
planificación, realización y divulgación de proyectos educativos y culturales. 

Los Estados Parte incentivarán, mediante acciones de reconocimiento y estímulo, los aportes de la 
persona mayor a las diferentes expresiones artísticas y culturales. 
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Artículo 22 
Derecho a la recreación, al esparcimiento y al deporte 

La persona mayor tiene derecho a la recreación, la actividad física, el esparcimiento y el deporte. 

Los Estados Parte  promoverán  el  desarrollo  de servicios  y  programas  de  recreación,  incluido el 
turismo, así como actividades de esparcimiento y deportivas que tengan en cuenta los intereses y las  
necesidades de la persona mayor, en particular de aquella que recibe servicios de cuidado a largo 
plazo, con el objeto de mejorar su salud y calidad de vida en todas sus dimensiones y promover su 
autorrealización, independencia, autonomía e inclusión en la comunidad. 

La persona mayor podrá participar en el establecimiento, gestión y evaluación de dichos servicios, 
programas o actividades. 

Artículo 23
Derecho a la propiedad

Toda persona mayor tiene derecho al uso y goce de sus bienes y a no ser privada de estos por motivos  
de edad. La ley puede subordinar tal uso y goce al interés social. 

Ninguna persona mayor puede ser privada de sus bienes, excepto mediante el pago de indemnización 
justa, por razones de utilidad pública o de interés social y en los casos y según las formas establecidas 
por la ley. 

Los Estados Parte adoptarán todas las medidas necesarias para garantizarle a la persona mayor el  
ejercicio del derecho a la propiedad, incluida la libre disposición de sus bienes, y para prevenir el 
abuso y la enajenación ilegal de su propiedad. 

Los Estados Parte se comprometen a adoptar medidas para eliminar toda práctica administrativa o  
financiera que discrimine a la persona mayor, principalmente a las mujeres mayores y a los grupos en 
situación de vulnerabilidad respecto del ejercicio de su derecho a la propiedad. 

Artículo 24
Derecho a la vivienda

La persona mayor  tiene derecho a una vivienda digna y adecuada, y a vivir en entornos seguros, 
saludables, accesibles y adaptables a sus preferencias y necesidades. 

Los Estados Parte  deberán adoptar  las medidas  pertinentes  para  promover  el  pleno goce de este 
derecho  y  facilitar  que  la  persona  mayor  tenga  acceso  a  servicios  socio-sanitarios  integrados  y 
servicios de cuidados domiciliarios que le permitan residir en su propio domicilio conforme a su 
voluntad. 

Los  Estados  Parte  deberán  garantizar  el  derecho  de  la  persona  mayor  a  una  vivienda  digna  y  
adecuada  y  adoptarán  políticas  de  promoción  del  derecho  a  la  vivienda  y  el  acceso  a  la  tierra 
reconociendo las necesidades de la persona mayor y la prioridad en la asignación a aquella que se  
encuentre en situación de vulnerabilidad. Asimismo, los Estados Parte fomentarán progresivamente  
el acceso al crédito de vivienda u otras formas de financiamiento sin discriminación, promoviendo,  
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entre otros,  la  colaboración con el  sector privado,  la sociedad civil  y otros actores sociales.  Las 
políticas deberán tener especialmente en cuenta: 

a) La necesidad de construir o adaptar progresivamente soluciones habitacionales con el 
fin  de  que  estas  sean  arquitectónicamente  adecuadas  y  accesibles  a  los  adultos 
mayores con discapacidad y con impedimentos relacionados con su movilidad. 

b) Las necesidades específicas de la persona mayor, particularmente aquellas que viven 
solas, a través de subsidios para el alquiler, apoyo a las renovaciones de la vivienda y 
otras medidas pertinentes, según la capacidad de los Estados Parte. 

Los Estados Parte  promoverán  el  establecimiento  de procedimientos  expeditos  de reclamación  y 
justicia en caso de desalojos de personas mayores y adoptarán las medidas necesarias para protegerlas 
contra los desalojos forzosos ilegales. 
Los Estados Parte deberán promover programas para la prevención de accidentes en el entorno y el  
hogar de la persona mayor. 

Artículo 25
Derecho a un medio ambiente sano 

La persona mayor tiene derecho a vivir en un medio ambiente sano y a contar con servicios públicos  
básicos, a tal fin los Estados Parte adoptarán las medidas pertinentes para salvaguardar y promover el 
ejercicio de este derecho, entre ellas: 

a) Fomentar el desarrollo pleno de la persona mayor en armonía con la naturaleza. 

b) Garantizar el  acceso de la persona mayor  en condiciones de igualdad a servicios 
públicos básicos de agua potable y saneamiento, entre otros. 

Artículo 26
Derecho a la accesibilidad y a la movilidad personal 

La persona mayor tiene derecho a la accesibilidad al entorno físico, social, económico y cultural, y a 
su movilidad personal. 

A fin de garantizar la accesibilidad y la movilidad personal de la persona mayor para que pueda vivir  
en forma independiente y participar plenamente en todos los aspectos de la vida, los Estados Parte 
adoptarán de manera progresiva medidas pertinentes para asegurar el acceso de la persona mayor, en  
igualdad  de  condiciones  con  las  demás,  al  entorno  físico,  el  transporte,  la  información  y  las  
comunicaciones, incluidos los sistemas y las tecnologías de la información y las comunicaciones, y a 
otros servicios e instalaciones abiertos al público o de uso público, tanto en zonas urbanas como 
rurales.  Estas medidas,  que incluirán la identificación y eliminación de obstáculos  y barreras  de  
acceso, se aplicarán, entre otras cosas, a: 

a) Los  edificios,  las  vías  públicas,  el  transporte  y  otras  instalaciones  exteriores  e 
interiores como centros educativos,  viviendas,  instalaciones médicas  y lugares de 
trabajo. 
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b) Los servicios de información, comunicaciones y de otro tipo, incluidos los servicios 
electrónicos y de emergencia. 

Los Estados Parte también adoptarán las medidas pertinentes para: 

a) Desarrollar, promulgar y supervisar la aplicación de normas mínimas y directrices 
sobre la accesibilidad de las instalaciones y los servicios abiertos al público o de uso 
público. 

b) Asegurar  que las  entidades  públicas  y privadas  que proporcionan instalaciones  y 
servicios abiertos al público o de uso público tengan en cuenta todos los aspectos de 
su accesibilidad para la persona mayor. 

c) Ofrecer  formación  a  todas  las  personas  involucradas  en  los  problemas  de 
accesibilidad que enfrenta la persona mayor. 

d) Promover otras formas adecuadas de asistencia y apoyo a la persona mayor  para 
asegurar su acceso a la información.

e) Promover el acceso de la persona mayor a los nuevos sistemas y tecnologías de la  
información y las comunicaciones, incluida Internet y que estas sean accesibles al 
menor costo posible. 

f) Propiciar el acceso a tarifas preferenciales o gratuitas de los servicios de transporte  
público o de uso público a la persona mayor. 

g) Promover iniciativas en los servicios de transporte público o de uso público para que 
haya asientos reservados para la persona mayor, los cuales deberán ser identificados 
con la señalización correspondiente. 

h) Dotar  a  los  edificios  y  otras  instalaciones  abiertas  al  público  de  señalización  en 
formatos de fácil lectura, comprensión y adecuados para la persona mayor. 

Artículo 27
Derechos políticos 

La persona  mayor  tiene  derecho a  la  participación  en  la  vida  política  y  pública  en igualdad  de  
condiciones con los demás y a no ser discriminados por motivo de edad. 

La persona mayor  tiene derecho a votar libremente y ser elegido, debiendo el Estado facilitar las  
condiciones y los medios para ejercer esos derechos.
 
Los Estados Parte garantizarán a la persona mayor una participación plena y efectiva en su derecho a  
voto y adoptarán las siguientes medidas pertinentes para: 

a) Garantizar  que  los  procedimientos,  instalaciones  y  materiales  electorales  sean 
adecuados, accesibles y fáciles de entender y utilizar. 
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b) Proteger el derecho de la persona mayor a emitir su voto en secreto en elecciones y 
referendos públicos, sin intimidación. 

c) Garantizar la libre expresión de la voluntad de la persona mayor como elector y a 
este fin, cuando sea necesario y con su consentimiento, permitir que una persona de 
su elección le preste asistencia para votar. 

d) Crear  y  fortalecer  mecanismos  de  participación  ciudadana  con  el  objeto  de 
incorporar en los procesos de toma de decisión en todos los niveles de Gobierno las 
opiniones,  aportes  y  demandas  de  la  persona  mayor  y  de  sus  agrupaciones  y 
asociaciones. 

Artículo 28
Derecho de reunión y de asociación

La  persona  mayor  tiene  derecho  a  reunirse  pacíficamente  y  a  formar  libremente  sus  propias 
agrupaciones o asociaciones, de conformidad con el derecho internacional de los derechos humanos. 

A tal fin los Estados Parte se comprometen a: 

a) Facilitar la creación y el reconocimiento legal de dichas agrupaciones o asociaciones, 
respetando  su  libertad  de  iniciativa  y  prestándoles  apoyo  para  su  formación  y 
desempeño de acuerdo con la capacidad de los Estados Parte. 

b) Fortalecer  las  asociaciones  de  personas  mayores  y  el  desarrollo  de  liderazgos  
positivos  que  faciliten  el  logro  de  sus  objetivos  y  la  difusión  de  los  derechos 
enunciados en la presente Convención. 

Artículo 29
Situaciones de riesgo y emergencias humanitarias 

Los  Estados  Parte  tomarán  todas  las  medidas  específicas  que  sean  necesarias  para  garantizar  la  
integridad y los derechos de la persona mayor  en situaciones de riesgo,  incluidas situaciones de 
conflicto armado, emergencias humanitarias y desastres, de conformidad con las normas de derecho 
internacional,  en  particular  del  derecho  internacional  de  los  derechos  humanos  y  del  derecho  
internacional humanitario. 

Los Estados Parte adoptarán medidas de atención específicas a las necesidades de la persona mayor 
en  la  preparación,  prevención,  reconstrucción  y  recuperación  en  situaciones  de  emergencias, 
desastres o conflictos. 

Los  Estados  Parte  propiciarán  que  la  persona  mayor  interesada  participe  en  los  protocolos  de 
protección civil en caso de desastres naturales. 
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Artículo 30
Igual reconocimiento como persona ante la ley 

Los  Estados  Parte  reafirman  que  la  persona  mayor  tiene  derecho  al  reconocimiento  de  su 
personalidad jurídica. 

Los  Estados  Parte  reconocerán  que  la  persona  mayor  tiene  capacidad  jurídica  en  igualdad  de 
condiciones con las demás en todos los aspectos de la vida. 

Los Estados Parte adoptarán las medidas pertinentes para proporcionar acceso a la persona mayor al  
apoyo que puedan necesitar en el ejercicio de su capacidad jurídica. 

Los Estados Parte asegurarán que en todas las medidas relativas al ejercicio de la capacidad jurídica 
se proporcionen salvaguardias adecuadas y efectivas para impedir los abusos de conformidad con el  
derecho  internacional  en  materia  de  derechos  humanos.  Esas  salvaguardias  asegurarán  que  las 
medidas  relativas  al  ejercicio  de  la  capacidad  jurídica  respeten  los  derechos,  la  voluntad  y  las  
preferencias de la persona mayor, que no haya conflicto de intereses ni influencia indebida, que sean  
proporcionales y adaptadas a las circunstancias de la persona mayor, que se apliquen en el plazo más  
corto posible y que estén sujetas a exámenes periódicos por parte de una autoridad o un órgano 
judicial competente, independiente e imparcial. Las salvaguardias serán proporcionales al grado en 
que dichas medidas afecten a los derechos e intereses de la persona mayor. 

Sin perjuicio de lo dispuesto en el presente artículo, los Estados Parte tomarán todas las medidas que 
sean  pertinentes  y  efectivas  para  garantizar  el  derecho  de  la  persona  mayor,  en  igualdad  de 
condiciones  con  las  demás,  a  ser  propietaria  y  heredar  bienes,  controlar  sus  propios  asuntos 
económicos  y tener  acceso en igualdad de condiciones  a  préstamos  bancarios,  hipotecas  y otras 
modalidades de crédito financiero, y velarán por que la persona mayor no sea privada de sus bienes 
de manera arbitraria. 

Articulo 31
Acceso a la justicia 

La persona mayor tiene derecho a ser oída, con las debidas garantías y dentro de un plazo razonable,  
por un juez o tribunal competente, independiente e imparcial, establecido con anterioridad por la ley,  
en la sustanciación de cualquier acusación penal formulada contra ella, o para la determinación de sus 
derechos y obligaciones de orden civil, laboral, fiscal o de cualquier otro carácter. 

Los Estados Parte se comprometen a asegurar que la persona mayor tenga acceso efectivo a la justicia 
en igualdad de condiciones con las demás, incluso mediante la adopción de ajustes de procedimiento 
en todos los procesos judiciales y administrativos en cualquiera de sus etapas. 

Los Estados Parte se comprometen a garantizar la debida diligencia y el tratamiento preferencial a la  
persona  mayor  para  la  tramitación,  resolución  y  ejecución  de  las  decisiones  en  procesos 
administrativos y judiciales. 

La actuación judicial deberá ser particularmente expedita en casos en que se encuentre en riesgo la  
salud o la vida de la persona mayor. 
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Asimismo, los Estados Parte desarrollarán y fortalecerán políticas públicas y programas dirigidos a  
promover: 

a) Mecanismos alternativos de solución de controversias. 

b) Capacitación del personal relacionado con la administración de justicia, incluido el 
personal policial y penitenciario, sobre la protección de los derechos de la persona 
mayor. 

CAPÍTULO V
TOMA DE CONCIENCIA 

Artículo 32 

Los Estados Parte acuerdan: 

a) Adoptar  medidas  para  lograr  la divulgación y capacitación progresiva de toda la 
sociedad sobre la presente Convención. 

b) Fomentar  una  actitud  positiva  hacia  la  vejez  y  un  trato  digno,  respetuoso  y 
considerado hacia la persona mayor y, sobre la base de una cultura de paz, impulsar 
acciones de divulgación, promoción de los derechos y empoderamiento de la persona 
mayor, así como evitar el lenguaje e imágenes estereotipadas sobre la vejez. 

c) Desarrollar  programas  para  sensibilizar  a  la  población  sobre  el  proceso  de 
envejecimiento y sobre la persona mayor, fomentando la participación de ésta y de 
sus organizaciones en el diseño y formulación de dichos programas. 

d) Promover la inclusión de contenidos que propicien la compresión y aceptación de la 
etapa del  envejecimiento en los planes y programas de estudios de los diferentes 
niveles educativos, así como en las agendas académicas y de investigación. 

e) Promover el reconocimiento de la experiencia, la sabiduría, la productividad y la 
contribución al desarrollo que la persona mayor brinda a la sociedad en su conjunto.

CAPÍTULO VI
MECANISMO DE SEGUIMIENTO DE LA CONVENCIÓN 

Y MEDIOS DE PROTECCIÓN

Artículo 33
Mecanismo de Seguimiento

Con el fin de dar seguimiento a los compromisos adquiridos y promover la efectiva implementación 
de la presente Convención se establece un mecanismo de seguimiento integrado por una Conferencia 
de Estados Parte y un Comité de Expertos. 
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El Mecanismo de Seguimiento quedará constituido cuando se haya recibido el décimo instrumento de 
ratificación o adhesión. 

Las  funciones  de  la  secretaría  del  Mecanismo  de  Seguimiento  serán  ejercidas  por  la  Secretaría 
General de la Organización de los Estados Americanos. 

Artículo 34
Conferencia de Estados Parte

La  Conferencia  de  Estados  Parte  es  el  órgano  principal  del  Mecanismo  de  Seguimiento,  está 
integrada por los Estados Parte en la Convención y tiene, entre otras, las siguientes funciones: 

a) Dar  seguimiento  al  avance  de  los  Estados  Parte  en  el  cumplimiento  de  los 
compromisos emanados de la presente Convención. 

b) Elaborar su reglamento y aprobarlo por mayoría absoluta. 
c) Dar seguimiento a las actividades desarrolladas por el Comité de Expertos y formular 

recomendaciones  con  el  objetivo  de  mejorar  el  funcionamiento,  las  reglas  y 
procedimientos de dicho Comité. 

d) Recibir, analizar y evaluar las recomendaciones del Comité de Expertos y formular 
las observaciones pertinentes. 

e) Promover el intercambio de experiencias, buenas prácticas y la cooperación técnica 
entre  los  Estados  Parte  con  miras  a  garantizar  la  efectiva  implementación  de  la 
presente Convención. 

f) Resolver  cualquier  asunto  relacionado  con  el  funcionamiento  del  Mecanismo  de 
Seguimiento. 

El Secretario General de la Organización de los Estados Americanos convocará la primera reunión de  
la Conferencia de Estados Parte dentro de los noventa días de haberse constituido el Mecanismo de 
Seguimiento. La primera reunión de la Conferencia será celebrada en la sede de la Organización, a 
menos que un Estado Parte ofrezca la sede, para aprobar su reglamento y metodología de trabajo, así 
como para elegir a sus autoridades. Dicha reunión será presidida por un representante del Estado que 
deposite el primer instrumento de ratificación o adhesión de la presente Convención. 

Las  reuniones  ulteriores  serán  convocadas  por  el  Secretario  General  de  la  Organización  de  los 
Estados Americanos a solicitud de cualquier Estado Parte, con la aprobación de dos tercios de los 
mismos.  En  ellas  podrán  participar  como  observadores  los  demás  Estados  Miembros  de  la 
Organización. 

Articulo 35
Comité de Expertos

El  Comité  estará  integrado  por  expertos  designados  por  cada  uno  de  los  Estados  Parte  en  la 
Convención. El quórum para sesionar será establecido en su reglamento. 

El Comité de Expertos tiene las siguientes funciones: 

a) Colaborar en el seguimiento al avance de los Estados Parte en la implementación de 
la  presente  Convención,  siendo  responsable  del  análisis  técnico  de  los  informes 
periódicos presentados por los Estados Parte. A tales efectos, los Estados Parte se  
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comprometen  a  presentar  un  informe  al  Comité  de  Expertos  con  relación  al 
cumplimiento de las obligaciones contenidas en la presente Convención, dentro del 
año  siguiente  de  haberse  realizado  la  primera  reunión.  De  allí  en  adelante,  los 
Estados Parte presentarán informes cada cuatro años. 

b) Presentar recomendaciones para el cumplimiento progresivo de la Convención sobre 
la base de los informes presentados por los Estados Parte de conformidad con el tema 
objeto de análisis. 

c) Elaborar y aprobar su propio reglamento en el marco de las funciones establecidas en 
el presente artículo. 

El Secretario General de la Organización de los Estados Americanos convocará la primera reunión 
del  Comité  de  Expertos  dentro  de  los  noventa  días  de  haberse  constituido  el  Mecanismo  de 
Seguimiento.  La  primera  reunión  del  Comité  de  Expertos  será  celebrada  en  la  sede  de  la 
Organización,  a  menos  que  un  Estado  Parte  ofrezca  la  sede,  para  aprobar  su  reglamento  y  
metodología de trabajo, así como para elegir a sus autoridades. Dicha reunión será presidida por un 
representante del Estado que deposite el primer instrumento de ratificación o adhesión de la presente 
Convención. 

El Comité de Expertos tendrá su sede en la Organización de los Estados Americanos. 

Artículo 36
Sistema de peticiones individuales

Cualquier persona o grupo de personas, o entidad no gubernamental legalmente reconocida en uno o 
más  Estados  Miembros  de  la  Organización  de  los  Estados  Americanos,  puede  presentar  a  la  
Comisión Interamericana de Derechos Humanos peticiones que contengan denuncias o quejas de 
violación de alguno de los artículos de la presente Convención por un Estado Parte. 

Para el desarrollo de lo previsto en el presente artículo se tendrá en cuenta la naturaleza progresiva de  
la vigencia de los derechos económicos, sociales y culturales objeto de protección por la presente 
Convención. 

Asimismo, todo Estado Parte puede, en el momento del depósito de su instrumento de ratificación o  
de adhesión a la presente Convención, o en cualquier momento posterior, declarar que reconoce la  
competencia  de  la  Comisión  Interamericana  de  Derechos  Humanos  para  recibir  y  examinar  las 
comunicaciones en que un Estado Parte alegue que otro Estado Parte ha incurrido en violaciones de  
los derechos humanos establecidos en la presente Convención. En dicho caso, se aplicarán todas las 
normas  de  procedimiento  pertinentes  contenidas  en  la  Convención  Americana  sobre  Derechos 
Humanos. 

Los Estados Parte podrán formular consultas a la Comisión en cuestiones relacionadas con la efectiva  
aplicación de la presente Convención. Asimismo, podrán solicitar a la Comisión asesoramiento y  
cooperación técnica para  asegurar  la  aplicación efectiva de cualquiera de las disposiciones  de la 
presente  Convención.  La  Comisión,  dentro  de  sus  posibilidades,  les  brindará  asesoramiento  y 
asistencia cuando le sean solicitados. 

Todo Estado Parte puede, en el momento del depósito de su instrumento de ratificación o de adhesión 
a la presente Convención, o en cualquier momento posterior, declarar que reconoce como obligatoria 
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y de pleno derecho y sin acuerdo especial la competencia de la Corte Interamericana de Derechos  
Humanos sobre todos los casos relativos a la interpretación o aplicación de la presente Convención.  
En  dicho  caso,  se  aplicarán  todas  las  normas  de  procedimiento  pertinentes  contenidas  en  la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos. 

CAPÍTULO VII
DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 37
Firma, ratificación, adhesión y entrada en vigor 

La presente Convención está abierta a la firma, ratificación y adhesión por parte de todos los Estados 
Miembros de la Organización de los Estados Americanos. Después de que entre en vigor, todos los  
Estados Miembros de la Organización que no la hayan firmado estarán en posibilidad de adherirse a 
la Convención. 

Esta Convención está sujeta a ratificación por parte de los Estados signatarios de acuerdo con sus 
respectivos  procedimientos  constitucionales.  Los  instrumentos  de  ratificación  o  adhesión  se 
depositarán en la Secretaría General de la Organización de los Estados Americanos. 

La  presente  Convención  entrará  en  vigor  el  trigésimo  día  a  partir  de  la  fecha  en  que  se  haya 
depositado  el  segundo  instrumento  de  ratificación  o  adhesión  en  la  Secretaría  General  de  la 
Organización de los Estados Americanos. 

Para cada Estado que ratifique o se adhiera a la presente Convención después de que haya  sido  
depositado el  segundo instrumento de ratificación o adhesión,  la Convención entrará en vigor el  
trigésimo día a partir de la fecha en que tal Estado haya depositado el instrumento correspondiente. 

Artículo 38
Reservas 

Los Estados Parte podrán formular reservas a la Convención en el momento de su firma, ratificación 
o adhesión, siempre que no sean incompatibles con el objeto y fin de la Convención y versen sobre 
una o más de sus disposiciones específicas. 

Artículo 39
Denuncia 

La Convención permanecerá en vigor indefinidamente, pero cualquiera de los Estados Parte podrá 
denunciarla mediante notificación escrita dirigida al Secretario General de la Organización de los  
Estados Americanos. Transcurrido un año contado a partir de la fecha de depósito del instrumento de 
denuncia, la Convención cesará en sus efectos para dicho Estado, permaneciendo en vigor para los 
demás Estados Parte. La denuncia no eximirá al Estado Parte de las obligaciones impuestas por la  
presente Convención con respecto a toda acción u omisión ocurrida antes de la fecha en que la  
denuncia haya entrado en vigor. 

135



Artículo 40
Depósito

El instrumento original de la Convención, cuyos textos en español, francés, inglés y portugués son 
igualmente auténticos, será depositado en la Secretaría General de la Organización de los Estados 
Americanos, la que enviará copia certificada de su texto para su registro y publicación a la Secretaría 
de las Naciones Unidas, de conformidad con el artículo 102 de la Carta de las Naciones Unidas. 

Artículo 41
Enmiendas 

Cualquier Estado Parte puede someter a la Conferencia de Estados Parte propuestas de enmiendas a  
esta Convención.

Las enmiendas entrarán en vigor para los Estados ratificantes de las mismas en la fecha en que dos  
tercios de los Estados Parte hayan depositado el respectivo instrumento de ratificación. En cuanto al  
resto  de  los  Estados  Parte,  entrarán  en  vigor  en  la  fecha  en  que  depositen  sus  respectivos 
instrumentos de ratificación. 

136



NOTAS DE PIE DE PAGINA

1. … Personas Mayores. Canadá no está a favor del texto resultante que se está adoptando en  
esta resolución.  Canadá reiteradamente ha planteado inquietudes en el  sentido de que las 
actividades para la adopción de esta convención duplicarán la labor que se está llevando a  
cabo en  el  Grupo de  Trabajo  de  Composición  Abierta  de  las  Naciones  Unidas  sobre  el 
Envejecimiento. Canadá mantiene que tal convención dificultaría innecesariamente el trabajo 
de  los  sistemas  internacionales  de  monitoreo  de  los  derechos  humanos  y  duplicaría  la 
vigilancia de los derechos de las personas mayores. Canadá seguirá trabajando con la OEA y 
sus Estados Miembros de manera práctica para la promoción de los derechos de las personas 
mayores.

2. … reservas e inquietudes con respecto a este ejercicio y la convención que de él resulte.  
Estados Unidos sigue estando convencido de que es importante que la OEA y las Naciones 
Unidas aborden los muchos desafíos que afrontan las personas mayores en este Hemisferio y 
en todo el mundo, en particular por lo que se refiere al goce de sus derechos humanos. Sin 
embargo, no creemos que sea necesaria una convención para garantizar que los derechos 
humanos de las personas mayores sean protegidos. Estados Unidos considera que, en lugar 
de  promover  este  nuevo instrumento,  sería  mejor  que  la  OEA y  sus  Estados  Miembros 
dedicaran sus recursos a identificar medidas prácticas que los Gobiernos de las Américas  
podrían  adoptar  para  combatir  la  discriminación  contra  las  personas  mayores,  incluidas 
prácticas óptimas en forma de leyes nacionales y una mejor implementación de los tratados 
internacionales  sobre  derechos  humanos.  Estos  esfuerzos  deberían  estar  encaminados  a 
atender de manera práctica e inmediata los retos que afrontan las personas mayores.

3. … ni que con ella se crea un derecho a morir.

4. … en el cual se encuentran comprendidas la Ley Orgánica de Seguridad Social y la Ley del  
Adulto  Mayor,  mediante  las  cuales  se  garantiza  a  los  adultos  mayores  las  medidas  de 
protección por parte de la familia, la sociedad y el Estado.  Valoramos el esfuerzo realizado  
por los Estados Miembros de la Organización encaminado a obtener un instrumento regional 
jurídicamente vinculante que tenga como objetivo la protección de los derechos humanos de 
los Adultos Mayores, no obstante, considera el Gobierno de Nicaragua que el contenido de la 
Convención generará una duplicidad de tareas  que ya  vienen siendo realizadas por otros 
órganos del Sistema Interamericano de Derechos Humanos. Adicionalmente, su carácter y  
efecto transversal incidiría sobre el ordenamiento juridico vigente en Nicaragua, razones por 
las  cuales  el  Gobierno  de  la  República  de  Nicaragua  manifiesta  su  expresa  reserva  al  
contenido de la Convencion Interamericana sobre la Proteccion de los Derechos Humanos de 
las Personas Mayores.

5. … órganos del Sistema Interamericano de Derechos Humanos establecidos como “medios de 
protección”  contravienen  los  objetivos  para  los  cuales  fueron  creados.  La  CIDH  y  al 
CorteIDH  deben  ser  refundadas  debido  al  sesgo,  politización,  actitud  discriminatoria  y 
selectiva  que  han  asumido  en  contra  de  los  gobiernos  progresistas  de  la  región.  Tales 
características han destruido la credibilidad de estas instituciones que alguna vez se apoyan  
sobre valores éticos y en el compromiso hacia la protección de los derechos humanos. Ello  
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motivó la decisión del  Estado venezolano de denunciar la Convención Interamericana de 
Derechos Humanos.

6. … estipulaciones de la Constitución del Paraguay.

Convencion_OEA_Aprobada.doc
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CON DISCAPACIDAD 





  

CONVENCIÓN SOBRE LOS DERECHOS DE LAS PERSONAS  
CON DISCAPACIDAD 

 

Preámbulo 

 

 Los Estados Partes en la presente Convención, 

 a) Recordando los principios de la Carta de las Naciones Unidas que 
proclaman que la libertad, la justicia y la paz en el mundo tienen por base el 
reconocimiento de la dignidad y el valor inherentes y de los derechos iguales e 
inalienables de todos los miembros de la familia humana, 

 b) Reconociendo que las Naciones Unidas, en la Declaración 
Universal de Derechos Humanos y en los Pactos Internacionales de Derechos 
Humanos, han reconocido y proclamado que toda persona tiene los derechos y 
libertades enunciados en esos instrumentos, sin distinción de ninguna índole, 

 c) Reafirmando la universalidad, indivisibilidad, interdependencia e 
interrelación de todos los derechos humanos y libertades fundamentales, así 
como la necesidad de garantizar que las personas con discapacidad los ejerzan 
plenamente y sin discriminación, 

 d) Recordando el Pacto Internacional de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales, el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, la 
Convención Internacional sobre la Eliminación de todas las Formas de 
Discriminación Racial, la Convención sobre la eliminación de todas las formas 
de discriminación contra la mujer, la Convención contra la Tortura y Otros 
Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes, la Convención sobre los 
Derechos del Niño y la Convención Internacional sobre la protección de los 
derechos de todos los trabajadores migratorios y de sus familiares, 

 e) Reconociendo que la discapacidad es un concepto que evoluciona y 
que resulta de la interacción entre las personas con deficiencias y las barreras 
debidas a la actitud y al entorno que evitan su participación plena y efectiva en 
la sociedad, en igualdad de condiciones con las demás, 

 f) Reconociendo la importancia que revisten los principios y las 
directrices de política que figuran en el Programa de Acción Mundial para los 
Impedidos y en las Normas Uniformes sobre la Igualdad de Oportunidades para 
las Personas con Discapacidad como factor en la promoción, la formulación y la 
evaluación de normas, planes, programas y medidas a nivel nacional, regional e 
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internacional destinados a dar una mayor igualdad de oportunidades a las personas 
con discapacidad,  

 g) Destacando la importancia de incorporar las cuestiones relativas a 
la discapacidad como parte integrante de las estrategias pertinentes de 
desarrollo sostenible, 

 h) Reconociendo también que la discriminación contra cualquier 
persona por razón de su discapacidad constituye una vulneración de la dignidad 
y el valor inherentes del ser humano, 

 i) Reconociendo además la diversidad de las personas con 
discapacidad, 

 j) Reconociendo la necesidad de promover y proteger los derechos 
humanos de todas las personas con discapacidad, incluidas aquellas que 
necesitan un apoyo más intenso, 

 k) Observando con preocupación que, pese a estos diversos 
instrumentos y actividades, las personas con discapacidad siguen encontrando 
barreras para participar en igualdad de condiciones con las demás en la vida 
social y que se siguen vulnerando sus derechos humanos en todas las partes del 
mundo, 

 l) Reconociendo la importancia de la cooperación internacional para 
mejorar las condiciones de vida de las personas con discapacidad en todos los 
países, en particular en los países en desarrollo, 

 m) Reconociendo el valor de las contribuciones que realizan y pueden 
realizar las personas con discapacidad al bienestar general y a la diversidad de 
sus comunidades, y que la promoción del pleno goce de los derechos humanos y 
las libertades fundamentales por las personas con discapacidad y de su plena 
participación tendrán como resultado un mayor sentido de pertenencia de estas 
personas y avances significativos en el desarrollo económico, social y humano 
de la sociedad y en la erradicación de la pobreza, 

 n) Reconociendo la importancia que para las personas con 
discapacidad reviste su autonomía e independencia individual, incluida la 
libertad de tomar sus propias decisiones,  

 o) Considerando que las personas con discapacidad deben tener la 
oportunidad de participar activamente en los procesos de adopción de 
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decisiones sobre políticas y programas, incluidos los que les afectan 
directamente, 

 p) Preocupados por la difícil situación en que se encuentran las 
personas con discapacidad que son víctimas de múltiples o agravadas formas de 
discriminación por motivos de raza, color, sexo, idioma, religión, opinión 
política o de cualquier otra índole, origen nacional, étnico, indígena o social, 
patrimonio, nacimiento, edad o cualquier otra condición, 

 q) Reconociendo que las mujeres y las niñas con discapacidad suelen 
estar expuestas a un riesgo mayor, dentro y fuera del hogar, de violencia, 
lesiones o abuso, abandono o trato negligente, malos tratos o explotación,  

 r) Reconociendo también que los niños y las niñas con discapacidad 
deben gozar plenamente de todos los derechos humanos y las libertades 
fundamentales en igualdad de condiciones con los demás niños y niñas, y 
recordando las obligaciones que a este respecto asumieron los Estados Partes en 
la Convención sobre los Derechos del Niño, 

 s) Subrayando la necesidad de incorporar una perspectiva de género 
en todas las actividades destinadas a promover el pleno goce de los derechos 
humanos y las libertades fundamentales por las personas con discapacidad, 

 t) Destacando el hecho de que la mayoría de las personas con 
discapacidad viven en condiciones de pobreza y reconociendo, a este respecto, 
la necesidad fundamental de mitigar los efectos negativos de la pobreza en las 
personas con discapacidad,  

 u) Teniendo presente que, para lograr la plena protección de las 
personas con discapacidad, en particular durante los conflictos armados y la 
ocupación extranjera, es indispensable que se den condiciones de paz y 
seguridad basadas en el pleno respeto de los propósitos y principios de la Carta 
de las Naciones Unidas y se respeten los instrumentos vigentes en materia de 
derechos humanos, 

 v) Reconociendo la importancia de la accesibilidad al entorno físico, 
social, económico y cultural, a la salud y la educación y a la información y las 
comunicaciones, para que las personas con discapacidad puedan gozar 
plenamente de todos los derechos humanos y las libertades fundamentales, 

 w) Conscientes de que las personas, que tienen obligaciones respecto a 
otras personas y a la comunidad a la que pertenecen, tienen la responsabilidad 
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de procurar, por todos los medios, que se promuevan y respeten los derechos 
reconocidos en la Carta Internacional de Derechos Humanos, 

 x) Convencidos de que la familia es la unidad colectiva natural y 
fundamental de la sociedad y tiene derecho a recibir protección de ésta y del 
Estado, y de que las personas con discapacidad y sus familiares deben recibir la 
protección y la asistencia necesarias para que las familias puedan contribuir a 
que las personas con discapacidad gocen de sus derechos plenamente y en 
igualdad de condiciones, 

 y) Convencidos de que una convención internacional amplia e integral 
para promover y proteger los derechos y la dignidad de las personas con 
discapacidad contribuirá significativamente a paliar la profunda desventaja 
social de las personas con discapacidad y promoverá su participación, con 
igualdad de oportunidades, en los ámbitos civil, político, económico, social y 
cultural, tanto en los países en desarrollo como en los desarrollados, 

 Convienen en lo siguiente: 

Artículo 1 
Propósito 

 El propósito de la presente Convención es promover, proteger y asegurar 
el goce pleno y en condiciones de igualdad de todos los derechos humanos y 
libertades fundamentales por todas las personas con discapacidad, y promover el 
respeto de su dignidad inherente. 

 Las personas con discapacidad incluyen a aquellas que tengan 
deficiencias físicas, mentales, intelectuales o sensoriales a largo plazo que, al 
interactuar con diversas barreras, puedan impedir su participación plena y 
efectiva en la sociedad, en igualdad de condiciones con las demás.  

Artículo 2  
Definiciones 

 A los fines de la presente Convención: 

 La “comunicación” incluirá los lenguajes, la visualización de textos, el 
Braille, la comunicación táctil, los macrotipos, los dispositivos multimedia de 
fácil acceso, así como el lenguaje escrito, los sistemas auditivos, el lenguaje 
sencillo, los medios de voz digitalizada y otros modos, medios y formatos 
aumentativos o alternativos de comunicación, incluida la tecnología de la 
información y las comunicaciones de fácil acceso; 
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 Por “lenguaje” se entenderá tanto el lenguaje oral como la lengua de señas 
y otras formas de comunicación no verbal; 

 Por “discriminación por motivos de discapacidad” se entenderá cualquier 
distinción, exclusión o restricción por motivos de discapacidad que tenga el 
propósito o el efecto de obstaculizar o dejar sin efecto el reconocimiento, goce o 
ejercicio, en igualdad de condiciones, de todos los derechos humanos y 
libertades fundamentales en los ámbitos político, económico, social, cultural, 
civil o de otro tipo. Incluye todas las formas de discriminación, entre ellas, la 
denegación de ajustes razonables; 

 Por “ajustes razonables” se entenderán las modificaciones y adaptaciones 
necesarias y adecuadas que no impongan una carga desproporcionada o 
indebida, cuando se requieran en un caso particular, para garantizar a las 
personas con discapacidad el goce o ejercicio, en igualdad de condiciones con 
las demás, de todos los derechos humanos y libertades fundamentales; 

 Por “diseño universal” se entenderá el diseño de productos, entornos, 
programas y servicios que puedan utilizar todas las personas, en la mayor 
medida posible, sin necesidad de adaptación ni diseño especializado. El “diseño 
universal” no excluirá las ayudas técnicas para grupos particulares de personas 
con discapacidad, cuando se necesiten. 

Artículo 3  
Principios generales 

 Los principios de la presente Convención serán: 

 a) El respeto de la dignidad inherente, la autonomía individual, 
incluida la libertad de tomar las propias decisiones, y la independencia de las 
personas; 

 b) La no discriminación; 

 c) La participación e inclusión plenas y efectivas en la sociedad; 

 d) El respeto por la diferencia y la aceptación de las personas con 
discapacidad como parte de la diversidad y la condición humanas; 

 e) La igualdad de oportunidades; 

 f) La accesibilidad; 

 g) La igualdad entre el hombre y la mujer; 
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 h) El respeto a la evolución de las facultades de los niños y las niñas 
con discapacidad y de su derecho a preservar su identidad. 

Artículo 4  
Obligaciones generales 

1. Los Estados Partes se comprometen a asegurar y promover el pleno 
ejercicio de todos los derechos humanos y las libertades fundamentales de las 
personas con discapacidad sin discriminación alguna por motivos de 
discapacidad. A tal fin, los Estados Partes se comprometen a: 

 a) Adoptar todas las medidas legislativas, administrativas y de otra 
índole que sean pertinentes para hacer efectivos los derechos reconocidos en la 
presente Convención; 

 b) Tomar todas las medidas pertinentes, incluidas medidas legislativas, 
para modificar o derogar leyes, reglamentos, costumbres y prácticas existentes 
que constituyan discriminación contra las personas con discapacidad; 

 c) Tener en cuenta, en todas las políticas y todos los programas, la 
protección y promoción de los derechos humanos de las personas con 
discapacidad; 

 d) Abstenerse de actos o prácticas que sean incompatibles con la 
presente Convención y velar por que las autoridades e instituciones públicas 
actúen conforme a lo dispuesto en ella; 

 e) Tomar todas las medidas pertinentes para que ninguna persona, 
organización o empresa privada discrimine por motivos de discapacidad;  

 f) Emprender o promover la investigación y el desarrollo de bienes, 
servicios, equipo e instalaciones de diseño universal, con arreglo a la definición 
del artículo 2 de la presente Convención, que requieran la menor adaptación 
posible y el menor costo para satisfacer las necesidades específicas de las 
personas con discapacidad, promover su disponibilidad y uso, y promover el 
diseño universal en la elaboración de normas y directrices; 

 g) Emprender o promover la investigación y el desarrollo, y promover 
la disponibilidad y el uso de nuevas tecnologías, incluidas las tecnologías de la 
información y las comunicaciones, ayudas para la movilidad, dispositivos 
técnicos y tecnologías de apoyo adecuadas para las personas con discapacidad, 
dando prioridad a las de precio asequible; 
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 h) Proporcionar información que sea accesible para las personas con 
discapacidad sobre ayudas a la movilidad, dispositivos técnicos y tecnologías de 
apoyo, incluidas nuevas tecnologías, así como otras formas de asistencia y 
servicios e instalaciones de apoyo; 

 i) Promover la formación de los profesionales y el personal que 
trabajan con personas con discapacidad respecto de los derechos reconocidos en 
la presente Convención, a fin de prestar mejor la asistencia y los servicios 
garantizados por esos derechos. 

2. Con respecto a los derechos económicos, sociales y culturales, los Estados 
Partes se comprometen a adoptar medidas hasta el máximo de sus recursos 
disponibles y, cuando sea necesario, en el marco de la cooperación 
internacional, para lograr, de manera progresiva, el pleno ejercicio de estos 
derechos, sin perjuicio de las obligaciones previstas en la presente Convención 
que sean aplicables de inmediato en virtud del derecho internacional. 

3. En la elaboración y aplicación de legislación y políticas para hacer 
efectiva la presente Convención, y en otros procesos de adopción de decisiones 
sobre cuestiones relacionadas con las personas con discapacidad, los Estados 
Partes celebrarán consultas estrechas y colaborarán activamente con las 
personas con discapacidad, incluidos los niños y las niñas con discapacidad, a 
través de las organizaciones que las representan. 

4. Nada de lo dispuesto en la presente Convención afectará a las 
disposiciones que puedan facilitar, en mayor medida, el ejercicio de los 
derechos de las personas con discapacidad y que puedan figurar en la 
legislación de un Estado Parte o en el derecho internacional en vigor en dicho 
Estado. No se restringirán ni derogarán ninguno de los derechos humanos y las 
libertades fundamentales reconocidos o existentes en los Estados Partes en la 
presente Convención de conformidad con la ley, las convenciones y los 
convenios, los reglamentos o la costumbre con el pretexto de que en la presente 
Convención no se reconocen esos derechos o libertades o se reconocen en 
menor medida. 

5. Las disposiciones de la presente Convención se aplicarán a todas las 
partes de los Estados federales sin limitaciones ni excepciones. 
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Artículo 5 
Igualdad y no discriminación 

1. Los Estados Partes reconocen que todas las personas son iguales ante la 
ley y en virtud de ella y que tienen derecho a igual protección legal y a 
beneficiarse de la ley en igual medida sin discriminación alguna. 

2. Los Estados Partes prohibirán toda discriminación por motivos de 
discapacidad y garantizarán a todas las personas con discapacidad protección 
legal igual y efectiva contra la discriminación por cualquier motivo. 

3. A fin de promover la igualdad y eliminar la discriminación, los Estados 
Partes adoptarán todas las medidas pertinentes para asegurar la realización de 
ajustes razonables. 

4. No se considerarán discriminatorias, en virtud de la presente Convención, 
las medidas específicas que sean necesarias para acelerar o lograr la igualdad de 
hecho de las personas con discapacidad. 

Artículo 6  
Mujeres con discapacidad 

1. Los Estados Partes reconocen que las mujeres y niñas con discapacidad 
están sujetas a múltiples formas de discriminación y, a ese respecto, adoptarán 
medidas para asegurar que puedan disfrutar plenamente y en igualdad de 
condiciones de todos los derechos humanos y libertades fundamentales. 

2. Los Estados Partes tomarán todas las medidas pertinentes para asegurar el 
pleno desarrollo, adelanto y potenciación de la mujer, con el propósito de 
garantizarle el ejercicio y goce de los derechos humanos y las libertades 
fundamentales establecidos en la presente Convención. 

Artículo 7 
Niños y niñas con discapacidad 

1. Los Estados Partes tomarán todas las medidas necesarias para asegurar 
que todos los niños y las niñas con discapacidad gocen plenamente de todos los 
derechos humanos y libertades fundamentales en igualdad de condiciones con 
los demás niños y niñas. 

2. En todas las actividades relacionadas con los niños y las niñas con 
discapacidad, una consideración primordial será la protección del interés 
superior del niño. 
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3. Los Estados Partes garantizarán que los niños y las niñas con 
discapacidad tengan derecho a expresar su opinión libremente sobre todas las 
cuestiones que les afecten, opinión que recibirá la debida consideración 
teniendo en cuenta su edad y madurez, en igualdad de condiciones con los 
demás niños y niñas, y a recibir asistencia apropiada con arreglo a su 
discapacidad y edad para poder ejercer ese derecho. 

Artículo 8 
Toma de conciencia 

1. Los Estados Partes se comprometen a adoptar medidas inmediatas, 
efectivas y pertinentes para: 

 a) Sensibilizar a la sociedad, incluso a nivel familiar, para que tome 
mayor conciencia respecto de las personas con discapacidad y fomentar el 
respeto de los derechos y la dignidad de estas personas; 

 b) Luchar contra los estereotipos, los prejuicios y las prácticas nocivas 
respecto de las personas con discapacidad, incluidos los que se basan en el 
género o la edad, en todos los ámbitos de la vida; 

 c) Promover la toma de conciencia respecto de las capacidades y 
aportaciones de las personas con discapacidad. 

2. Las medidas a este fin incluyen: 

 a) Poner en marcha y mantener campañas efectivas de sensibilización 
pública destinadas a: 

 i) Fomentar actitudes receptivas respecto de los derechos de las 
personas con discapacidad; 

 ii) Promover percepciones positivas y una mayor conciencia social 
respecto de las personas con discapacidad; 

 iii) Promover el reconocimiento de las capacidades, los méritos y las 
habilidades de las personas con discapacidad y de sus aportaciones en 
relación con el lugar de trabajo y el mercado laboral; 

 b) Fomentar en todos los niveles del sistema educativo, incluso entre 
todos los niños y las niñas desde una edad temprana, una actitud de respeto de 
los derechos de las personas con discapacidad; 
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 c) Alentar a todos los órganos de los medios de comunicación a que 
difundan una imagen de las personas con discapacidad que sea compatible con 
el propósito de la presente Convención; 

 d) Promover programas de formación sobre sensibilización que tengan 
en cuenta a las personas con discapacidad y los derechos de estas personas. 

Artículo 9 
Accesibilidad 

1. A fin de que las personas con discapacidad puedan vivir en forma 
independiente y participar plenamente en todos los aspectos de la vida, los 
Estados Partes adoptarán medidas pertinentes para asegurar el acceso de las 
personas con discapacidad, en igualdad de condiciones con las demás, al 
entorno físico, el transporte, la información y las comunicaciones, incluidos los 
sistemas y las tecnologías de la información y las comunicaciones, y a otros 
servicios e instalaciones abiertos al público o de uso público, tanto en zonas 
urbanas como rurales. Estas medidas, que incluirán la identificación y 
eliminación de obstáculos y barreras de acceso, se aplicarán, entre otras cosas, 
a: 

 a) Los edificios, las vías públicas, el transporte y otras instalaciones 
exteriores e interiores como escuelas, viviendas, instalaciones médicas y lugares 
de trabajo;  

 b) Los servicios de información, comunicaciones y de otro tipo, 
incluidos los servicios electrónicos y de emergencia. 

2. Los Estados Partes también adoptarán las medidas pertinentes para: 

 a) Desarrollar, promulgar y supervisar la aplicación de normas 
mínimas y directrices sobre la accesibilidad de las instalaciones y los servicios 
abiertos al público o de uso público; 

 b) Asegurar que las entidades privadas que proporcionan instalaciones 
y servicios abiertos al público o de uso público tengan en cuenta todos los 
aspectos de su accesibilidad para las personas con discapacidad; 

 c) Ofrecer formación a todas las personas involucradas en los 
problemas de accesibilidad a que se enfrentan las personas con discapacidad; 

 d) Dotar a los edificios y otras instalaciones abiertas al público de 
señalización en Braille y en formatos de fácil lectura y comprensión; 
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 e) Ofrecer formas de asistencia humana o animal e intermediarios, 
incluidos guías, lectores e intérpretes profesionales de la lengua de señas, para 
facilitar el acceso a edificios y otras instalaciones abiertas al público; 

 f) Promover otras formas adecuadas de asistencia y apoyo a las 
personas con discapacidad para asegurar su acceso a la información; 

 g) Promover el acceso de las personas con discapacidad a los nuevos 
sistemas y tecnologías de la información y las comunicaciones, incluida 
Internet; 

 h) Promover el diseño, el desarrollo, la producción y la distribución de 
sistemas y tecnologías de la información y las comunicaciones accesibles en una 
etapa temprana, a fin de que estos sistemas y tecnologías sean accesibles al 
menor costo. 

Artículo 10 
Derecho a la vida 

 Los Estados Partes reafirman el derecho inherente a la vida de todos los 
seres humanos y adoptarán todas las medidas necesarias para garantizar el goce 
efectivo de ese derecho por las personas con discapacidad en igualdad de 
condiciones con las demás. 

Artículo 11 
Situaciones de riesgo y emergencias humanitarias 

 Los Estados Partes adoptarán, en virtud de las responsabilidades que les 
corresponden con arreglo al derecho internacional, y en concreto el derecho 
internacional humanitario y el derecho internacional de los derechos humanos, 
todas las medidas necesarias para garantizar la seguridad y la protección de las 
personas con discapacidad en situaciones de riesgo, incluidas situaciones de 
conflicto armado, emergencias humanitarias y desastres naturales. 

Artículo 12 
Igual reconocimiento como persona ante la ley 

1. Los Estados Partes reafirman que las personas con discapacidad tienen 
derecho en todas partes al reconocimiento de su personalidad jurídica. 

2. Los Estados Partes reconocerán que las personas con discapacidad tienen 
capacidad jurídica en igualdad de condiciones con las demás en todos los 
aspectos de la vida. 
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3. Los Estados Partes adoptarán las medidas pertinentes para proporcionar 
acceso a las personas con discapacidad al apoyo que puedan necesitar en el 
ejercicio de su capacidad jurídica. 

4. Los Estados Partes asegurarán que en todas las medidas relativas al 
ejercicio de la capacidad jurídica se proporcionen salvaguardias adecuadas y 
efectivas para impedir los abusos de conformidad con el derecho internacional 
en materia de derechos humanos. Esas salvaguardias asegurarán que las 
medidas relativas al ejercicio de la capacidad jurídica respeten los derechos, la 
voluntad y las preferencias de la persona, que no haya conflicto de intereses ni 
influencia indebida, que sean proporcionales y adaptadas a las circunstancias de 
la persona, que se apliquen en el plazo más corto posible y que estén sujetas a 
exámenes periódicos por parte de una autoridad o un órgano judicial 
competente, independiente e imparcial. Las salvaguardias serán proporcionales 
al grado en que dichas medidas afecten a los derechos e intereses de las 
personas. 

5. Sin perjuicio de lo dispuesto en el presente artículo, los Estados Partes 
tomarán todas las medidas que sean pertinentes y efectivas para garantizar el 
derecho de las personas con discapacidad, en igualdad de condiciones con las 
demás, a ser propietarias y heredar bienes, controlar sus propios asuntos 
económicos y tener acceso en igualdad de condiciones a préstamos bancarios, 
hipotecas y otras modalidades de crédito financiero, y velarán por que las 
personas con discapacidad no sean privadas de sus bienes de manera arbitraria. 

Artículo 13 
Acceso a la justicia 

1. Los Estados Partes asegurarán que las personas con discapacidad tengan 
acceso a la justicia en igualdad de condiciones con las demás, incluso mediante 
ajustes de procedimiento y adecuados a la edad, para facilitar el desempeño de 
las funciones efectivas de esas personas como participantes directos e 
indirectos, incluida la declaración como testigos, en todos los procedimientos 
judiciales, con inclusión de la etapa de investigación y otras etapas 
preliminares. 

2. A fin de asegurar que las personas con discapacidad tengan acceso 
efectivo a la justicia, los Estados Partes promoverán la capacitación adecuada de 
los que trabajan en la administración de justicia, incluido el personal policial y 
penitenciario. 
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Artículo 14 
Libertad y seguridad de la persona 

1. Los Estados Partes asegurarán que las personas con discapacidad, en 
igualdad de condiciones con las demás: 

 a) Disfruten del derecho a la libertad y seguridad de la persona; 

 b) No se vean privadas de su libertad ilegal o arbitrariamente y que 
cualquier privación de libertad sea de conformidad con la ley, y que la 
existencia de una discapacidad no justifique en ningún caso una privación de la 
libertad. 

2. Los Estados Partes asegurarán que las personas con discapacidad que se 
vean privadas de su libertad en razón de un proceso tengan, en igualdad de 
condiciones con las demás, derecho a garantías de conformidad con el derecho 
internacional de los derechos humanos y a ser tratadas de conformidad con los 
objetivos y principios de la presente Convención, incluida la realización de 
ajustes razonables. 

Artículo 15 
Protección contra la tortura y otros tratos o penas crueles,  

inhumanos o degradantes 

1. Ninguna persona será sometida a tortura u otros tratos o penas crueles, 
inhumanos o degradantes. En particular, nadie será sometido a experimentos 
médicos o científicos sin su libre consentimiento . 

2. Los Estados Partes tomarán todas las medidas de carácter legislativo, 
administrativo, judicial o de otra índole que sean efectivas para evitar que las 
personas con discapacidad, en igualdad de condiciones con las demás, sean 
sometidas a torturas u otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes. 

Artículo 16 
Protección contra la explotación, la violencia y el abuso 

1. Los Estados Partes adoptarán todas las medidas de carácter legislativo, 
administrativo, social, educativo y de otra índole que sean pertinentes para 
proteger a las personas con discapacidad, tanto en el seno del hogar como fuera 
de él, contra todas las formas de explotación, violencia y abuso, incluidos los 
aspectos relacionados con el género.  
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2. Los Estados Partes también adoptarán todas las medidas pertinentes para 
impedir cualquier forma de explotación, violencia y abuso asegurando, entre 
otras cosas, que existan formas adecuadas de asistencia y apoyo que tengan en 
cuenta el género y la edad para las personas con discapacidad y sus familiares y 
cuidadores, incluso proporcionando información y educación sobre la manera de 
prevenir, reconocer y denunciar los casos de explotación, violencia y abuso. Los 
Estados Partes asegurarán que los servicios de protección tengan en cuenta la 
edad, el género y la discapacidad. 

3. A fin de impedir que se produzcan casos de explotación, violencia y 
abuso, los Estados Partes asegurarán que todos los servicios y programas 
diseñados para servir a las personas con discapacidad sean supervisados 
efectivamente por autoridades independientes. 

4. Los Estados Partes tomarán todas las medidas pertinentes para promover 
la recuperación física, cognitiva y psicológica, la rehabilitación y la 
reintegración social de las personas con discapacidad que sean víctimas de 
cualquier forma de explotación, violencia o abuso, incluso mediante la 
prestación de servicios de protección. Dicha recuperación e integración tendrán 
lugar en un entorno que sea favorable para la salud, el bienestar, la autoestima, 
la dignidad y la autonomía de la persona y que tenga en cuenta las necesidades 
específicas del género y la edad. 

5. Los Estados Partes adoptarán legislación y políticas efectivas, incluidas 
legislación y políticas centradas en la mujer y en la infancia, para asegurar que 
los casos de explotación, violencia y abuso contra personas con discapacidad 
sean detectados, investigados y, en su caso, juzgados. 

Artículo 17  
Protección de la integridad personal 

 Toda persona con discapacidad tiene derecho a que se respete su 
integridad física y mental en igualdad de condiciones con las demás. 

Artículo 18 
Libertad de desplazamiento y nacionalidad 

1. Los Estados Partes reconocerán el derecho de las personas con 
discapacidad a la libertad de desplazamiento, a la libertad para elegir su 
residencia y a una nacionalidad, en igualdad de condiciones con las demás, 
incluso asegurando que las personas con discapacidad: 
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 a) Tengan derecho a adquirir y cambiar una nacionalidad y a no ser 
privadas de la suya de manera arbitraria o por motivos de discapacidad; 

 b) No sean privadas, por motivos de discapacidad, de su capacidad 
para obtener, poseer y utilizar documentación relativa a su nacionalidad u otra 
documentación de identificación, o para utilizar procedimientos pertinentes, 
como el procedimiento de inmigración, que puedan ser necesarios para facilitar 
el ejercicio del derecho a la libertad de desplazamiento; 

 c) Tengan libertad para salir de cualquier país, incluido el propio; 

 d) No se vean privadas, arbitrariamente o por motivos de 
discapacidad, del derecho a entrar en su propio país. 

2. Los niños y las niñas con discapacidad serán inscritos inmediatamente 
después de su nacimiento y tendrán desde el nacimiento derecho a un nombre, a 
adquirir una nacionalidad y, en la medida de lo posible, a conocer a sus padres y 
ser atendidos por ellos. 

Artículo 19 
Derecho a vivir de forma independiente y a ser incluido  

en la comunidad 

 Los Estados Partes en la presente Convención reconocen el derecho en 
igualdad de condiciones de todas las personas con discapacidad a vivir en la 
comunidad, con opciones iguales a las de las demás, y adoptarán medidas 
efectivas y pertinentes para facilitar el pleno goce de este derecho por las 
personas con discapacidad y su plena inclusión y participación en la comunidad, 
asegurando en especial que: 

 a) Las personas con discapacidad tengan la oportunidad de elegir su 
lugar de residencia y dónde y con quién vivir, en igualdad de condiciones con 
las demás, y no se vean obligadas a vivir con arreglo a un sistema de vida 
específico; 

 b) Las personas con discapacidad tengan acceso a una variedad de 
servicios de asistencia domiciliaria, residencial y otros servicios de apoyo de la 
comunidad, incluida la asistencia personal que sea necesaria para facilitar su 
existencia y su inclusión en la comunidad y para evitar su aislamiento o 
separación de ésta; 

155



 

 c) Las instalaciones y los servicios comunitarios para la población en 
general estén a disposición, en igualdad de condiciones, de las personas con 
discapacidad y tengan en cuenta sus necesidades. 

Artículo 20 
Movilidad personal 

 Los Estados Partes adoptarán medidas efectivas para asegurar que las 
personas con discapacidad gocen de movilidad personal con la mayor 
independencia posible, entre ellas: 

 a) Facilitar la movilidad personal de las personas con discapacidad en 
la forma y en el momento que deseen a un costo asequible; 

 b) Facilitar el acceso de las personas con discapacidad a formas de 
asistencia humana o animal e intermediarios, tecnologías de apoyo, dispositivos 
técnicos y ayudas para la movilidad de calidad, incluso poniéndolos a su 
disposición a un costo asequible; 

 c) Ofrecer a las personas con discapacidad y al personal especializado 
que trabaje con estas personas capacitación en habilidades relacionadas con la 
movilidad; 

 d) Alentar a las entidades que fabrican ayudas para la movilidad, 
dispositivos y tecnologías de apoyo a que tengan en cuenta todos los aspectos 
de la movilidad de las personas con discapacidad. 

Artículo 21 
Libertad de expresión y de opinión y acceso a la información 

 Los Estados Partes adoptarán todas las medidas pertinentes para que las 
personas con discapacidad puedan ejercer el derecho a la libertad de expresión y 
opinión, incluida la libertad de recabar, recibir y facilitar información e ideas en 
igualdad de condiciones con las demás y mediante cualquier forma de 
comunicación que elijan con arreglo a la definición del artículo 2 de la presente 
Convención, entre ellas: 

 a) Facilitar a las personas con discapacidad información dirigida al 
público en general, de manera oportuna y sin costo adicional, en formatos 
accesibles y con las tecnologías adecuadas a los diferentes tipos de 
discapacidad; 
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 b) Aceptar y facilitar la utilización de la lengua de señas, el Braille, 
los modos, medios, y formatos aumentativos y alternativos de comunicación y 
todos los demás modos, medios y formatos de comunicación accesibles que 
elijan las personas con discapacidad en sus relaciones oficiales; 

 c) Alentar a las entidades privadas que presten servicios al público en 
general, incluso mediante Internet, a que proporcionen información y servicios 
en formatos que las personas con discapacidad puedan utilizar y a los que 
tengan acceso; 

 d) Alentar a los medios de comunicación, incluidos los que 
suministran información a través de Internet, a que hagan que sus servicios sean 
accesibles para las personas con discapacidad; 

 e) Reconocer y promover la utilización de lenguas de señas. 

Artículo 22 
Respeto de la privacidad 

1. Ninguna persona con discapacidad, independientemente de cuál sea su 
lugar de residencia o su modalidad de convivencia, será objeto de injerencias 
arbitrarias o ilegales en su vida privada, familia, hogar, correspondencia o 
cualquier otro tipo de comunicación, o de agresiones ilícitas contra su honor y 
su reputación. Las personas con discapacidad tendrán derecho a ser protegidas 
por la ley frente a dichas injerencias o agresiones. 

2. Los Estados Partes protegerán la privacidad de la información personal y 
relativa a la salud y a la rehabilitación de las personas con discapacidad en 
igualdad de condiciones con las demás. 

Artículo 23 
Respeto del hogar y de la familia 

1. Los Estados Partes tomarán medidas efectivas y pertinentes para poner fin 
a la discriminación contra las personas con discapacidad en todas las cuestiones 
relacionadas con el matrimonio, la familia, la paternidad y las relaciones 
personales, y lograr que las personas con discapacidad estén en igualdad de 
condiciones con las demás, a fin de asegurar que: 

 a) Se reconozca el derecho de todas las personas con discapacidad en 
edad de contraer matrimonio, a casarse y fundar una familia sobre la base del 
consentimiento libre y pleno de los futuros cónyuges; 

157



 

 b) Se respete el derecho de las personas con discapacidad a decidir 
libremente y de manera responsable el número de hijos que quieren tener y el 
tiempo que debe transcurrir entre un nacimiento y otro, y a tener acceso a 
información, educación sobre reproducción y planificación familiar apropiados 
para su edad, y se ofrezcan los medios necesarios que les permitan ejercer esos 
derechos; 

 c) Las personas con discapacidad, incluidos los niños y las niñas, 
mantengan su fertilidad, en igualdad de condiciones con las demás. 

2. Los Estados Partes garantizarán los derechos y obligaciones de las 
personas con discapacidad en lo que respecta a la custodia, la tutela, la guarda, 
la adopción de niños o instituciones similares, cuando esos conceptos se recojan 
en la legislación nacional; en todos los casos se velará al máximo por el interés 
superior del niño. Los Estados Partes prestarán la asistencia apropiada a las 
personas con discapacidad para el desempeño de sus responsabilidades en la 
crianza de los hijos. 

3. Los Estados Partes asegurarán que los niños y las niñas con discapacidad 
tengan los mismos derechos con respecto a la vida en familia. Para hacer 
efectivos estos derechos, y a fin de prevenir la ocultación, el abandono, la 
negligencia y la segregación de los niños y las niñas con discapacidad, los 
Estados Partes velarán por que se proporcione con anticipación información, 
servicios y apoyo generales a los menores con discapacidad y a sus familias. 

4. Los Estados Partes asegurarán que los niños y las niñas no sean separados 
de sus padres contra su voluntad, salvo cuando las autoridades competentes, con 
sujeción a un examen judicial, determinen, de conformidad con la ley y los 
procedimientos aplicables, que esa separación es necesaria en el interés superior 
del niño. En ningún caso se separará a un menor de sus padres en razón de una 
discapacidad del menor, de ambos padres o de uno de ellos. 

5. Los Estados Partes harán todo lo posible, cuando la familia inmediata no 
pueda cuidar de un niño con discapacidad, por proporcionar atención alternativa 
dentro de la familia extensa y, de no ser esto posible, dentro de la comunidad en 
un entorno familiar. 

Artículo 24 
Educación 

1. Los Estados Partes reconocen el derecho de las personas con discapacidad 
a la educación. Con miras a hacer efectivo este derecho sin discriminación y 
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sobre la base de la igualdad de oportunidades, los Estados Partes asegurarán un 
sistema de educación inclusivo a todos los niveles así como la enseñanza a lo 
largo de la vida, con miras a: 

 a) Desarrollar plenamente el potencial humano y el sentido de la 
dignidad y la autoestima y reforzar el respeto por los derechos humanos, las 
libertades fundamentales y la diversidad humana; 

 b) Desarrollar al máximo la personalidad, los talentos y la creatividad 
de las personas con discapacidad, así como sus aptitudes mentales y físicas; 

 c) Hacer posible que las personas con discapacidad participen de 
manera efectiva en una sociedad libre. 

2. Al hacer efectivo este derecho, los Estados Partes asegurarán que: 

 a) Las personas con discapacidad no queden excluidas del sistema 
general de educación por motivos de discapacidad, y que los niños y las niñas 
con discapacidad no queden excluidos de la enseñanza primaria gratuita y 
obligatoria ni de la enseñanza secundaria por motivos de discapacidad; 

 b) Las personas con discapacidad puedan acceder a una educación 
primaria y secundaria inclusiva, de calidad y gratuita, en igualdad de 
condiciones con las demás, en la comunidad en que vivan; 

 c) Se hagan ajustes razonables en función de las necesidades 
individuales; 

 d) Se preste el apoyo necesario a las personas con discapacidad, en el 
marco del sistema general de educación, para facilitar su formación efectiva; 

 e) Se faciliten medidas de apoyo personalizadas y efectivas en 
entornos que fomenten al máximo el desarrollo académico y social, de 
conformidad con el objetivo de la plena inclusión. 

3. Los Estados Partes brindarán a las personas con discapacidad la 
posibilidad de aprender habilidades para la vida y desarrollo social, a fin de 
propiciar su participación plena y en igualdad de condiciones en la educación y 
como miembros de la comunidad. A este fin, los Estados Partes adoptarán las 
medidas pertinentes, entre ellas: 

 a) Facilitar el aprendizaje del Braille, la escritura alternativa, otros 
modos,  medios y formatos de comunicación aumentativos o alternativos y 
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habilidades de orientación y de movilidad, así como la tutoría y el apoyo entre 
pares;  

 b) Facilitar el aprendizaje de la lengua de señas y la promoción de la 
identidad lingüística de las personas sordas; 

 c) Asegurar que la educación de las personas, y en particular los niños 
y las niñas ciegos, sordos o sordociegos se imparta en los lenguajes y los modos 
y medios de comunicación más apropiados para cada persona y en entornos que 
permitan alcanzar su máximo desarrollo académico y social. 

4. A fin de contribuir a hacer efectivo este derecho, los Estados Partes 
adoptarán las medidas pertinentes para emplear a maestros, incluidos maestros 
con discapacidad, que estén cualificados en lengua de señas o Braille y para 
formar a profesionales y personal que trabajen en todos los niveles educativos. 
Esa formación incluirá la toma de conciencia sobre la discapacidad y el uso de 
modos, medios y formatos de comunicación aumentativos y alternativos 
apropiados, y de técnicas y materiales educativos para apoyar a las personas con 
discapacidad. 

5. Los Estados Partes asegurarán que las personas con discapacidad tengan 
acceso general a la educación superior, la formación profesional, la educación 
para adultos y el aprendizaje durante toda la vida sin discriminación y en 
igualdad de condiciones con las demás. A tal fin, los Estados Partes asegurarán 
que se realicen ajustes razonables para las personas con discapacidad. 

Artículo 25 
Salud 

 Los Estados Partes reconocen que las personas con discapacidad tienen 
derecho a gozar del más alto nivel posible de salud sin discriminación por 
motivos de discapacidad. Los Estados Partes adoptarán las medidas pertinentes 
para asegurar el acceso de las personas con discapacidad a servicios de salud 
que tengan en cuenta las cuestiones de género, incluida la rehabilitación 
relacionada con la salud. En particular, los Estados Partes: 

 a) Proporcionarán a las personas con discapacidad programas y 
atención de la salud gratuitos o a precios asequibles de la misma variedad y 
calidad que a las demás personas, incluso en el ámbito de la salud sexual y 
reproductiva, y programas de salud pública dirigidos a la población; 

 b) Proporcionarán los servicios de salud que necesiten las personas 
con discapacidad específicamente como consecuencia de su discapacidad, 
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incluidas la pronta detección e intervención, cuando proceda, y servicios 
destinados a prevenir y reducir al máximo la aparición de nuevas 
discapacidades, incluidos los niños y las niñas y las personas mayores; 

 c) Proporcionarán esos servicios lo más cerca posible de las 
comunidades de las personas con discapacidad, incluso en las zonas rurales; 

 d) Exigirán a los profesionales de la salud que presten a las personas 
con discapacidad atención de la misma calidad que a las demás personas sobre 
la base de un consentimiento libre e informado, entre otras formas mediante la 
sensibilización respecto de los derechos humanos, la dignidad, la autonomía y 
las necesidades de las personas con discapacidad a través de la capacitación y la 
promulgación de normas éticas para la atención de la salud en los ámbitos 
público y privado; 

 e) Prohibirán la discriminación contra las personas con discapacidad 
en la prestación de seguros de salud y de vida cuando éstos estén permitidos en 
la legislación nacional, y velarán por que esos seguros se presten de manera 
justa y razonable; 

 f) Impedirán que se nieguen, de manera discriminatoria, servicios de 
salud o de atención de la salud o alimentos sólidos o líquidos por motivos de 
discapacidad. 

Artículo 26 
Habilitación y rehabilitación 

1. Los Estados Partes adoptarán medidas efectivas y pertinentes, incluso 
mediante el apoyo de personas que se hallen en las mismas circunstancias, para 
que las personas con discapacidad puedan lograr y mantener la máxima 
independencia, capacidad física, mental, social y vocacional, y la inclusión y 
participación plena en todos los aspectos de la vida. A tal fin, los Estados Partes 
organizarán, intensificarán y ampliarán servicios y programas generales de 
habilitación y rehabilitación, en particular en los ámbitos de la salud, el empleo, 
la educación y los servicios sociales, de forma que esos servicios y programas: 

a) Comiencen en la etapa más temprana posible y se basen en una 
evaluación multidisciplinar de las necesidades y capacidades de la persona; 

b) Apoyen la participación e inclusión en la comunidad y en todos los 
aspectos de la sociedad, sean voluntarios y estén a disposición de las personas 
con discapacidad lo más cerca posible de su propia comunidad, incluso en las 
zonas rurales. 
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2. Los Estados Partes promoverán el desarrollo de formación inicial y 
continua para los profesionales y el personal que trabajen en los servicios de 
habilitación y rehabilitación. 

3. Los Estados Partes promoverán la disponibilidad, el conocimiento y el 
uso de tecnologías de apoyo y dispositivos destinados a las personas con 
discapacidad, a efectos de habilitación y rehabilitación. 

Artículo 27  
Trabajo y empleo 

1. Los Estados Partes reconocen el derecho de las personas con discapacidad 
a trabajar, en igualdad de condiciones con las demás; ello incluye el derecho a 
tener la oportunidad de ganarse la vida mediante un trabajo libremente elegido o 
aceptado en un mercado y un entorno laborales que sean abiertos, inclusivos y 
accesibles a las personas con discapacidad. Los Estados Partes salvaguardarán y 
promoverán el ejercicio del derecho al trabajo, incluso para las personas que 
adquieran una discapacidad durante el empleo, adoptando medidas pertinentes, 
incluida la promulgación de legislación, entre ellas: 

  a) Prohibir la discriminación por motivos de discapacidad con 
respecto a todas las cuestiones relativas a cualquier forma de empleo, incluidas 
las condiciones de selección, contratación y empleo, la continuidad en el 
empleo, la promoción profesional y unas condiciones de trabajo seguras y 
saludables; 

  b) Proteger los derechos de las personas con discapacidad, en igualdad 
de condiciones con las demás, a condiciones de trabajo justas y favorables, y en 
particular a igualdad de oportunidades y de remuneración por trabajo de igual 
valor, a condiciones de trabajo seguras y saludables, incluida la protección 
contra el acoso, y a la reparación por agravios sufridos; 

  c) Asegurar que las personas con discapacidad puedan ejercer sus 
derechos laborales y sindicales, en igualdad de condiciones con las demás; 

  d) Permitir que las personas con discapacidad tengan acceso efectivo a 
programas generales de orientación técnica y vocacional, servicios de 
colocación y formación profesional y continua; 

  e) Alentar las oportunidades de empleo y la promoción profesional de 
las personas con discapacidad en el mercado laboral, y apoyarlas para la 
búsqueda, obtención, mantenimiento del empleo y retorno al mismo; 
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  f) Promover oportunidades empresariales, de empleo por cuenta 
propia, de constitución de cooperativas y de inicio de empresas propias; 

  g) Emplear a personas con discapacidad en el sector público; 

  h) Promover el empleo de personas con discapacidad en el sector 
privado mediante políticas y medidas pertinentes, que pueden incluir programas 
de acción afirmativa, incentivos y otras medidas; 

  i) Velar por que se realicen ajustes razonables para las personas con 
discapacidad en el lugar de trabajo; 

  j) Promover la adquisición por las personas con discapacidad de 
experiencia laboral en el mercado de trabajo abierto; 

  k) Promover programas de rehabilitación vocacional y profesional, 
mantenimiento del empleo y reincorporación al trabajo dirigidos a personas con 
discapacidad. 

2. Los Estados Partes asegurarán que las personas con discapacidad no sean 
sometidas a esclavitud ni servidumbre y que estén protegidas, en igualdad de 
condiciones con las demás, contra el trabajo forzoso u obligatorio. 

Artículo 28 
Nivel de vida adecuado y protección social 

1. Los Estados Partes reconocen el derecho de las personas con discapacidad 
a un nivel de vida adecuado para ellas y sus familias, lo cual incluye 
alimentación, vestido y vivienda adecuados, y a la mejora continua de sus 
condiciones de vida, y adoptarán las medidas pertinentes para salvaguardar y 
promover el ejercicio de este derecho sin discriminación por motivos de 
discapacidad. 

2. Los Estados Partes reconocen el derecho de las personas con discapacidad 
a la protección social y a gozar de ese derecho sin discriminación por motivos 
de discapacidad, y adoptarán las medidas pertinentes para proteger y promover 
el ejercicio de ese derecho, entre ellas: 

a) Asegurar el acceso en condiciones de igualdad de las personas con 
discapacidad a servicios de agua potable y su acceso a servicios, dispositivos y 
asistencia de otra índole adecuados a precios asequibles para atender las 
necesidades relacionadas con su discapacidad; 
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b) Asegurar el acceso de las personas con discapacidad, en particular 
las mujeres y niñas y las personas mayores con discapacidad, a programas de 
protección social y estrategias de reducción de la pobreza; 

c) Asegurar el acceso de las personas con discapacidad y de sus 
familias que vivan en situaciones de pobreza a asistencia del Estado para 
sufragar gastos relacionados con su discapacidad, incluidos capacitación, 
asesoramiento, asistencia financiera y servicios de cuidados temporales 
adecuados; 

d) Asegurar el acceso de las personas con discapacidad a programas de 
vivienda pública; 

e) Asegurar el acceso en igualdad de condiciones de las personas con 
discapacidad a programas y beneficios de jubilación. 

Artículo 29 
Participación en la vida política y pública 

Los Estados Partes garantizarán a las personas con discapacidad los 
derechos políticos y la posibilidad de gozar de ellos en igualdad de condiciones 
con las demás y se comprometerán a: 

a) Asegurar que las personas con discapacidad puedan participar plena 
y efectivamente en la vida política y pública en igualdad de condiciones con las 
demás, directamente o a través de representantes libremente elegidos, incluidos 
el derecho y la posibilidad de las personas con discapacidad a votar y ser 
elegidas, entre otras formas mediante: 

 i) La garantía de que los procedimientos, instalaciones y materiales 
electorales sean adecuados, accesibles y fáciles de entender y utilizar; 

 ii) La protección del derecho de las personas con discapacidad a emitir 
su voto en secreto en elecciones y referéndum públicos sin intimidación, y 
a presentarse efectivamente como candidatas en las elecciones, ejercer 
cargos y desempeñar cualquier función pública a todos los niveles de 
gobierno, facilitando el uso de nuevas tecnologías y tecnologías de apoyo 
cuando proceda; 

 iii) La garantía de la libre expresión de la voluntad de las personas con 
discapacidad como electores y a este fin, cuando sea necesario y a 
petición de ellas, permitir que una persona de su elección les preste 
asistencia para votar; 
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b) Promover activamente un entorno en el que las personas con 
discapacidad puedan participar plena y efectivamente en la dirección de los 
asuntos públicos, sin discriminación y en igualdad de condiciones con las 
demás, y fomentar su participación en los asuntos públicos y, entre otras cosas: 

 i) Su participación en organizaciones y asociaciones no 
gubernamentales relacionadas con la vida pública y política del país, 
incluidas las actividades y la administración de los partidos políticos; 

 ii) La constitución de organizaciones de personas con discapacidad 
que representen a estas personas a nivel internacional, nacional, regional y 
local, y su incorporación a dichas organizaciones. 

Artículo 30 
Participación en la vida cultural, las actividades recreativas,  

el esparcimiento y el deporte 

1. Los Estados Partes reconocen el derecho de las personas con discapacidad 
a participar, en igualdad de condiciones con las demás, en la vida cultural y 
adoptarán todas las medidas pertinentes para asegurar que las personas con 
discapacidad: 

a) Tengan acceso a material cultural en formatos accesibles; 

b) Tengan acceso a programas de televisión, películas, teatro y otras 
actividades culturales en formatos accesibles; 

c) Tengan acceso a lugares en donde se ofrezcan representaciones o 
servicios culturales tales como teatros, museos, cines, bibliotecas y servicios 
turísticos y, en la medida de lo posible, tengan acceso a monumentos y lugares 
de importancia cultural nacional. 

2. Los Estados Partes adoptarán las medidas pertinentes para que las 
personas con discapacidad puedan desarrollar y utilizar su potencial creativo, 
artístico e intelectual, no sólo en su propio beneficio sino también para el 
enriquecimiento de la sociedad. 

3. Los Estados Partes tomarán todas las medidas pertinentes, de conformidad 
con el derecho internacional, a fin de asegurar que las leyes de protección de los 
derechos de propiedad intelectual no constituyan una barrera excesiva o 
discriminatoria para el acceso de las personas con discapacidad a materiales 
culturales. 
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4. Las personas con discapacidad tendrán derecho, en igualdad de 
condiciones con las demás, al reconocimiento y el apoyo de su identidad 
cultural y lingüística específica, incluidas la lengua de señas y la cultura de los 
sordos. 

5. A fin de que las personas con discapacidad puedan participar en igualdad 
de condiciones con las demás en actividades recreativas, de esparcimiento y 
deportivas, los Estados Partes adoptarán las medidas pertinentes para: 

a) Alentar y promover la participación, en la mayor medida posible, 
de las personas con discapacidad en las actividades deportivas generales a todos 
los niveles; 

b) Asegurar que las personas con discapacidad tengan la oportunidad 
de organizar y desarrollar actividades deportivas y recreativas específicas para 
dichas personas y de participar en dichas actividades y, a ese fin, alentar a que se 
les ofrezca, en igualdad de condiciones con las demás, instrucción, formación y 
recursos adecuados; 

c) Asegurar que las personas con discapacidad tengan acceso a 
instalaciones deportivas, recreativas y turísticas; 

d) Asegurar que los niños y las niñas con discapacidad tengan igual 
acceso con los demás niños y niñas a la participación en actividades lúdicas, 
recreativas, de esparcimiento y deportivas, incluidas las que se realicen dentro 
del sistema escolar; 

e) Asegurar que las personas con discapacidad tengan acceso a los 
servicios de quienes participan en la organización de actividades recreativas, 
turísticas, de esparcimiento y deportivas. 

Artículo 31 
Recopilación de datos y estadísticas 

1. Los Estados Partes recopilarán información adecuada, incluidos datos 
estadísticos y de investigación, que les permita formular y aplicar políticas, a fin 
de dar efecto a la presente Convención. En el proceso de recopilación y 
mantenimiento de esta información se deberá: 

a) Respetar las garantías legales establecidas, incluida la legislación 
sobre protección de datos, a fin de asegurar la confidencialidad y el respeto de 
la privacidad de las personas con discapacidad; 
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b) Cumplir las normas aceptadas internacionalmente para proteger los 
derechos humanos y las libertades fundamentales, así como los principios éticos 
en la recopilación y el uso de estadísticas. 

2. La información recopilada de conformidad con el presente artículo se 
desglosará, en su caso, y se utilizará como ayuda para evaluar el cumplimiento 
por los Estados Partes de sus obligaciones conforme a la presente Convención, 
así como para identificar y eliminar las barreras con que se enfrentan las 
personas con discapacidad en el ejercicio de sus derechos. 

3. Los Estados Partes asumirán la responsabilidad de difundir estas 
estadísticas y asegurar que sean accesibles para las personas con discapacidad y 
otras personas. 

Artículo 32  
Cooperación internacional 

1. Los Estados Partes reconocen la importancia de la cooperación 
internacional y su promoción, en apoyo de los esfuerzos nacionales para hacer 
efectivos el propósito y los objetivos de la presente Convención, y tomarán las 
medidas pertinentes y efectivas a este respecto, entre los Estados y, cuando 
corresponda, en asociación con las organizaciones internacionales y regionales 
pertinentes y la sociedad civil, en particular organizaciones de personas con 
discapacidad. Entre esas medidas cabría incluir: 

a) Velar por que la cooperación internacional, incluidos los programas 
de desarrollo internacionales, sea inclusiva y accesible para las personas con 
discapacidad; 

b) Facilitar y apoyar el fomento de la capacidad, incluso mediante el 
intercambio y la distribución de información, experiencias, programas de 
formación y prácticas recomendadas; 

c) Facilitar la cooperación en la investigación y el acceso a 
conocimientos científicos y técnicos; 

d) Proporcionar, según corresponda, asistencia apropiada, técnica y 
económica, incluso facilitando el acceso a tecnologías accesibles y de asistencia 
y compartiendo esas tecnologías, y mediante su transferencia. 

2. Las disposiciones del presente artículo se aplicarán sin perjuicio de las 
obligaciones que incumban a cada Estado Parte en virtud de la presente 
Convención. 
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Artículo 33  
Aplicación y seguimiento nacionales 

1. Los Estados Partes, de conformidad con su sistema organizativo, 
designarán uno o más organismos gubernamentales encargados de las cuestiones 
relativas a la aplicación de la presente Convención y considerarán 
detenidamente la posibilidad de establecer o designar un mecanismo de 
coordinación para facilitar la adopción de medidas al respecto en diferentes 
sectores y a diferentes niveles. 

2. Los Estados Partes, de conformidad con sus sistemas jurídicos y 
administrativos, mantendrán, reforzarán, designarán o establecerán, a nivel 
nacional, un marco, que constará de uno o varios mecanismos independientes, 
para promover, proteger y supervisar la aplicación de la presente Convención. 
Cuando designen o establezcan esos mecanismos, los Estados Partes tendrán en 
cuenta los principios relativos a la condición jurídica y el funcionamiento de las 
instituciones nacionales de protección y promoción de los derechos humanos. 

3. La sociedad civil, y en particular las personas con discapacidad y las 
organizaciones que las representan, estarán integradas y participarán plenamente 
en todos los niveles del proceso de seguimiento. 

Artículo 34 
Comité sobre los derechos de las personas con discapacidad 

1. Se creará un Comité sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad 
(en adelante, “el Comité”) que desempeñará las funciones que se enuncian a 
continuación. 

2. El Comité constará, en el momento en que entre en vigor la presente 
Convención, de 12 expertos. Cuando la Convención obtenga otras 
60 ratificaciones o adhesiones, la composición del Comité se incrementará en 
seis miembros más, con lo que alcanzará un máximo de 18 miembros. 

3. Los miembros del Comité desempeñarán sus funciones a título personal y 
serán personas de gran integridad moral y reconocida competencia y experiencia 
en los temas a que se refiere la presente Convención. Se invita a los Estados 
Partes a que, cuando designen a sus candidatos, tomen debidamente en 
consideración la disposición que se enuncia en el párrafo 3 del artículo 4 de la 
presente Convención. 

4. Los miembros del Comité serán elegidos por los Estados Partes, que 
tomarán en consideración una distribución geográfica equitativa, la 
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representación de las diferentes formas de civilización y los principales 
ordenamientos jurídicos, una representación de género equilibrada y la 
participación de expertos con discapacidad. 

5. Los miembros del Comité se elegirán mediante voto secreto de una lista 
de personas designadas por los Estados Partes de entre sus nacionales en 
reuniones de la Conferencia de los Estados Partes. En estas reuniones, en las 
que dos tercios de los Estados Partes constituirán quórum, las personas elegidas 
para el Comité serán las que obtengan el mayor número de votos y una mayoría 
absoluta de votos de los representantes de los Estados Partes presentes y 
votantes. 

6. La elección inicial se celebrará antes de que transcurran seis meses a 
partir de la fecha de entrada en vigor de la presente Convención. Por lo menos 
cuatro meses antes de la fecha de cada elección, el Secretario General de las 
Naciones Unidas dirigirá una carta a los Estados Partes invitándolos a que 
presenten sus candidatos en un plazo de dos meses. El Secretario General 
preparará después una lista en la que figurarán, por orden alfabético, todas las 
personas así propuestas, con indicación de los Estados Partes que las hayan 
propuesto, y la comunicará a los Estados Partes en la presente Convención. 

7. Los miembros del Comité se elegirán por un período de cuatro años. 
Podrán ser reelegidos si se presenta de nuevo su candidatura. Sin embargo, el 
mandato de seis de los miembros elegidos en la primera elección expirará al 
cabo de dos años; inmediatamente después de la primera elección, los nombres 
de esos seis miembros serán sacados a suerte por el presidente de la reunión a 
que se hace referencia en el párrafo 5 del presente artículo. 

8. La elección de los otros seis miembros del Comité se hará con ocasión de 
las elecciones ordinarias, de conformidad con las disposiciones pertinentes del 
presente artículo. 

9. Si un miembro del Comité fallece, renuncia o declara que, por alguna otra 
causa, no puede seguir desempeñando sus funciones, el Estado Parte que lo 
propuso designará otro experto que posea las cualificaciones y reúna los 
requisitos previstos en las disposiciones pertinentes del presente artículo para 
ocupar el puesto durante el resto del mandato. 

10. El Comité adoptará su propio reglamento. 

11. El Secretario General de las Naciones Unidas proporcionará el personal y 
las instalaciones que sean necesarios para el efectivo desempeño de las 
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funciones del Comité con arreglo a la presente Convención y convocará su 
reunión inicial. 

12. Con la aprobación de la Asamblea General de las Naciones Unidas, los 
miembros del Comité establecido en virtud de la presente Convención percibirán 
emolumentos con cargo a los recursos de las Naciones Unidas en los términos y 
condiciones que la Asamblea General decida, tomando en consideración la 
importancia de las responsabilidades del Comité. 

13. Los miembros del Comité tendrán derecho a las facilidades, prerrogativas 
e inmunidades que se conceden a los expertos que realizan misiones para las 
Naciones Unidas, con arreglo a lo dispuesto en las secciones pertinentes de la 
Convención sobre Prerrogativas e Inmunidades de las Naciones Unidas. 

Artículo 35  
Informes presentados por los Estados Partes 

1. Los Estados Partes presentarán al Comité, por conducto del Secretario 
General de las Naciones Unidas, un informe exhaustivo sobre las medidas que 
hayan adoptado para cumplir sus obligaciones conforme a la presente 
Convención y sobre los progresos realizados al respecto en el plazo de dos años 
contado a partir de la entrada en vigor de la presente Convención en el Estado 
Parte de que se trate. 

2. Posteriormente, los Estados Partes presentarán informes ulteriores al 
menos cada cuatro años y en las demás ocasiones en que el Comité se lo 
solicite. 

3. El Comité decidirá las directrices aplicables al contenido de los informes. 

4. El Estado Parte que haya presentado un informe inicial exhaustivo al 
Comité no tendrá que repetir, en sus informes ulteriores, la información 
previamente facilitada. Se invita a los Estados Partes a que, cuando preparen 
informes para el Comité, lo hagan mediante un procedimiento abierto y 
transparente y tengan en cuenta debidamente lo dispuesto en el párrafo 3 del 
artículo 4 de la presente Convención. 

5. En los informes se podrán indicar factores y dificultades que afecten al 
grado de cumplimiento de las obligaciones contraídas en virtud de la presente 
Convención. 
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Artículo 36 
Consideración de los informes 

1. El Comité considerará todos los informes, hará las sugerencias y las 
recomendaciones que estime oportunas respecto a ellos y se las remitirá al 
Estado Parte de que se trate. Éste podrá responder enviando al Comité cualquier 
información que desee. El Comité podrá solicitar a los Estados Partes más 
información con respecto a la aplicación de la presente Convención. 

2. Cuando un Estado Parte se haya demorado considerablemente en la 
presentación de un informe, el Comité podrá notificarle la necesidad de 
examinar la aplicación de la presente Convención en dicho Estado Parte, sobre 
la base de información fiable que se ponga a disposición del Comité, en caso de 
que el informe pertinente no se presente en un plazo de tres meses desde la 
notificación. El Comité invitará al Estado Parte interesado a participar en dicho 
examen. Si el Estado Parte respondiera presentando el informe pertinente, se 
aplicará lo dispuesto en el párrafo 1 del presente artículo. 

3. El Secretario General de las Naciones Unidas pondrá los informes a 
disposición de todos los Estados Partes. 

4. Los Estados Partes darán amplia difusión pública a sus informes en sus 
propios países y facilitarán el acceso a las sugerencias y recomendaciones 
generales sobre esos informes. 

5. El Comité transmitirá, según estime apropiado, a los organismos 
especializados, los fondos y los programas de las Naciones Unidas, así como a 
otros órganos competentes, los informes de los Estados Partes, a fin de atender 
una solicitud o una indicación de necesidad de asesoramiento técnico o 
asistencia que figure en ellos, junto con las observaciones y recomendaciones 
del Comité, si las hubiera, sobre esas solicitudes o indicaciones. 

Artículo 37 
Cooperación entre los Estados Partes y el Comité 

1. Los Estados Partes cooperarán con el Comité y ayudarán a sus miembros 
a cumplir su mandato. 

2. En su relación con los Estados Partes, el Comité tomará debidamente en 
consideración medios y arbitrios para mejorar la capacidad nacional de 
aplicación de la presente Convención, incluso mediante la cooperación 
internacional. 
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Artículo 38 
Relación del Comité con otros órganos 

 A fin de fomentar la aplicación efectiva de la presente Convención y de 
estimular la cooperación internacional en el ámbito que abarca: 

 a) Los organismos especializados y demás órganos de las Naciones 
Unidas tendrán derecho a estar representados en el examen de la aplicación de 
las disposiciones de la presente Convención que entren dentro de su mandato. El 
Comité podrá invitar también a los organismos especializados y a otros órganos 
competentes que considere apropiados a que proporcionen asesoramiento 
especializado sobre la aplicación de la Convención en los ámbitos que entren 
dentro de sus respectivos mandatos. El Comité podrá invitar a los organismos 
especializados y a otros órganos de las Naciones Unidas a que presenten 
informes sobre la aplicación de la Convención en las esferas que entren dentro 
de su ámbito de actividades; 

 b) Al ejercer su mandato, el Comité consultará, según proceda, con 
otros órganos pertinentes instituidos en virtud de tratados internacionales de 
derechos humanos, con miras a garantizar la coherencia de sus respectivas 
directrices de presentación de informes, sugerencias y recomendaciones 
generales y a evitar la duplicación y la superposición de tareas en el ejercicio de 
sus funciones. 

Artículo 39 
Informe del Comité 

 El Comité informará cada dos años a la Asamblea General y al Consejo 
Económico y Social sobre sus actividades y podrá hacer sugerencias y 
recomendaciones de carácter general basadas en el examen de los informes y 
datos recibidos de los Estados Partes en la Convención. Esas sugerencias y 
recomendaciones de carácter general se incluirán en el informe del Comité, 
junto con los comentarios, si los hubiera, de los Estados Partes. 

Artículo 40  
Conferencia de los Estados Partes 

1. Los Estados Partes se reunirán periódicamente en una Conferencia de los 
Estados Partes, a fin de considerar todo asunto relativo a la aplicación de la 
presente Convención. 

2. El Secretario General de las Naciones Unidas convocará la Conferencia 
de los Estados Partes en un plazo que no superará los seis meses contados a 

172



 

 

partir de la entrada en vigor de la presente Convención. Las reuniones 
ulteriores, con periodicidad bienal o cuando lo decida la Conferencia de los 
Estados Partes, serán convocadas por el Secretario General. 

Artículo 41 
Depositario 

 El Secretario General de las Naciones Unidas será el depositario de la 
presente Convención. 

Artículo 42  
Firma 

 La presente Convención estará abierta a la firma de todos los Estados y 
las organizaciones regionales de integración en la Sede de las Naciones Unidas, 
en Nueva York, a partir del 30 de marzo de 2007. 

Artículo 43  
Consentimiento en obligarse 

 La presente Convención estará sujeta a la ratificación de los Estados 
signatarios y a la confirmación oficial de las organizaciones regionales de 
integración signatarias. Estará abierta a la adhesión de cualquier Estado u 
organización regional de integración que no la haya firmado. 

Artículo 44  
Organizaciones regionales de integración 

1. Por “organización regional de integración” se entenderá una organización 
constituida por Estados soberanos de una región determinada a la que sus 
Estados miembros hayan transferido competencia respecto de las cuestiones 
regidas por la presente Convención. Esas organizaciones declararán, en sus 
instrumentos de confirmación oficial o adhesión, su grado de competencia con 
respecto a las cuestiones regidas por la presente Convención. Posteriormente, 
informarán al depositario de toda modificación sustancial de su grado de 
competencia. 

2. Las referencias a los “Estados Partes” con arreglo a la presente 
Convención serán aplicables a esas organizaciones dentro de los límites de su 
competencia. 
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3. A los efectos de lo dispuesto en el párrafo 1 del artículo 45 y en los 
párrafos 2 y 3 del artículo 47 de la presente Convención, no se tendrá en cuenta 
ningún instrumento depositado por una organización regional de integración.  

4. Las organizaciones regionales de integración, en asuntos de su 
competencia, ejercerán su derecho de voto en la Conferencia de los Estados 
Partes, con un número de votos igual al número de sus Estados miembros que 
sean Partes en la presente Convención. Dichas organizaciones no ejercerán su 
derecho de voto si sus Estados miembros ejercen el suyo, y viceversa. 

Artículo 45 
Entrada en vigor 

1. La presente Convención entrará en vigor el trigésimo día a partir de la 
fecha en que haya sido depositado el vigésimo instrumento de ratificación o 
adhesión. 

2. Para cada Estado y organización regional de integración que ratifique la 
Convención, se adhiera a ella o la confirme oficialmente una vez que haya sido 
depositado el vigésimo instrumento a sus efectos, la Convención entrará en 
vigor el trigésimo día a partir de la fecha en que haya sido depositado su propio 
instrumento. 

Artículo 46  
Reservas 

1. No se permitirán reservas incompatibles con el objeto y el propósito de la 
presente Convención. 

2. Las reservas podrán ser retiradas en cualquier momento. 

Artículo 47 
Enmiendas 

1. Los Estados Partes podrán proponer enmiendas a la presente Convención 
y presentarlas al Secretario General de las Naciones Unidas. El Secretario 
General comunicará las enmiendas propuestas a los Estados Partes, pidiéndoles 
que le notifiquen si desean que se convoque una conferencia de Estados Partes 
con el fin de examinar la propuesta y someterla a votación. Si dentro de los 
cuatro meses siguientes a la fecha de esa notificación, al menos un tercio de los 
Estados Partes se declara a favor de tal convocatoria, el Secretario General 
convocará una conferencia bajo los auspicios de las Naciones Unidas. Toda 
enmienda adoptada por mayoría de dos tercios de los Estados Partes presentes y 
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votantes en la conferencia será sometida por el Secretario General a la 
Asamblea General de las Naciones Unidas para su aprobación y posteriormente 
a los Estados Partes para su aceptación. 

2. Toda enmienda adoptada y aprobada conforme a lo dispuesto en el 
párrafo 1 del presente artículo entrará en vigor el trigésimo día a partir de la fecha 
en que el número de instrumentos de aceptación depositados alcance los dos 
tercios del número de Estados Partes que había en la fecha de adopción de la 
enmienda. Posteriormente, la enmienda entrará en vigor para todo Estado Parte el 
trigésimo día a partir de aquel en que hubiera depositado su propio instrumento 
de aceptación. Las enmiendas serán vinculantes exclusivamente para los Estados 
Partes que las hayan aceptado. 

3. En caso de que así lo decida la Conferencia de los Estados Partes por 
consenso, las enmiendas adoptadas y aprobadas de conformidad con lo 
dispuesto en el párrafo 1 del presente artículo que guarden relación 
exclusivamente con los artículos 34, 38, 39 y 40 entrarán en vigor para todos los 
Estados Partes el trigésimo día a partir de aquel en que el número de 
instrumentos de aceptación depositados alcance los dos tercios del número de 
Estados Partes que hubiera en la fecha de adopción de la enmienda. 

Artículo 48  
Denuncia 

 Los Estados Partes podrán denunciar la presente Convención mediante 
notificación escrita dirigida al Secretario General de las Naciones Unidas. 
La denuncia tendrá efecto un año después de que el Secretario General haya 
recibido la notificación. 

Artículo 49  
Formato accesible 

 El texto de la presente Convención se difundirá en formatos accesibles. 

Artículo 50  
Textos auténticos 

 Los textos en árabe, chino, español, francés, inglés y ruso de la presente 
Convención serán igualmente auténticos.  

EN TESTIMONIO DE LO CUAL, los plenipotenciarios abajo firmantes, 
debidamente autorizados por sus respectivos gobiernos, firman la presente 
Convención. 
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CONVENCIÓN SOBRE LA ELIMINACIÓN DE TODAS LAS FORMAS 

DE DISCRIMINACIÓN CONTRA LA MUJER 

  

"…la máxima participación de la mujer, en igualdad de condiciones con el 

hombre, en todos los campos, es indispensable para el desarrollo pleno y 

completo de un país, el bienestar del mundo y la causa de la paz." 

  

CONTENIDO 

INTRODUCCION: 

Contenido y significado de la Convención  

PREAMULO  

PARTE I 

Discriminación (Artículo 1)  

Medidas de política (Artículo 2)  

Garantía de los derechos humanos y las libertades fundamentales (Artículo 3) 

Medidas especiales (Artículo 4)  

Funciones estereotipadas y prejuicios (Artículo 5)  

Prostitución (Artículo 6)  

PARTE II 

Vida política y pública (Artículo 7)  

Representación (Artículo 8)  

Nacionalidad (Artículo 9)  

PARTE III 

Educación (Artículo 10)  

Empleo (Artículo 11)  

Salud (Artículo 12)  

Prestaciones económicas y sociales (Artículo 13)  

La mujer rural (Artículo 14)  

PARTE IV 

Igualdad ante la ley (Artículo 15) 

Matrimonio y familia (Artículo 16) 

PARTE V 
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Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer (Artículo 17) 

Informes nacionales (Artículo 18)  

Reglamento (Artículo 19)  

Las reuniones del Comité (Artículo 20)  

Los informes del Comité (Artículo 21)  

El papel de los organismos especializados (Artículo 22)  

PARTE VI 

Efecto sobre otros tratados (Artículo 23)  

Compromiso de los Estados Partes (Artículo 24)  

Administración de la Convención (Artículos 25-30)  

INTRODUCCION 

El 18 de diciembre de 1979, la Asamblea General de las Naciones Unidas 

aprobó la Convención sobre la eliminación de todas las formas de 

discriminación contra la mujer, que entró en vigor como tratado internacional 

el 3 de septiembre de 1981 tras su ratificación por 20 países. En 1989, décimo 

aniversario de la Convención, casi 100 naciones han declarado que se consideran 

obligadas por sus disposiciones. 

La Convención fue la culminación de más de 30 años de trabajo de la Comisión 

de la Condición Jurídica y Social de la Mujer, órgano creado en 1946 para seguir 

de cerca la situación de la mujer y promover sus derechos. La labor de la 

Comisión ha coadyuvado a poner de manifiesto todas las esferas en que a la 

mujer se le niega la igualdad con el hombre. Estos esfuerzos en pro del adelanto 

de la mujer han desembocado en varias declaraciones y convenciones, de las 

cuales la Convención sobre la eliminación de todas las formas de discriminación 

contra la mujer es el documento fundamental y más amplio. 

Entre los tratados internacionales de derechos humanos la Convención ocupa un 

importante lugar por incorporar la mitad femenina de la humanidad a la esfera 

de los derechos humanos en sus distintas manifestaciones. El espíritu de la 

Convención tiene su génesis en los objetivos de las Naciones Unidas: reafirmar 

la fe en los derechos humanos fundamentales, en la dignidad y el valor de la 

persona humana y en la igualdad de derechos de hombres y mujeres. La 

Convención define el significado de la igualdad e indica cómo lograrla. En este 

sentido, la Convención establece no sólo una declaración internacional de 

derechos para la mujer, sino también un programa de acción para que los 

Estados Partes garanticen el goce de esos derechos. 

En su preámbulo la Convención reconoce explícitamente que "las mujeres 

siguen siendo objeto de importantes discriminaciones" y subraya que esa 

discriminación viola los principios de la igualdad de derechos y del respeto de la 

dignidad humana". Según el artículo 1, por discriminación se entiende "toda 

distinción, exclusión o restricción basada en el sexo (... ) en las esferas política, 

económica, social, cultural y civil o en cualquier otra esfera". La Convención 

afirma positivamente el principio de igualdad al pedir a los Estados Partes que 

tomen "todas las medidas apropiadas, incluso de carácter legislativo, para 
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asegurar el pleno desarrollo y adelanto de la mujer, con el objeto de garantizarle 

el ejercicio y el goce de los derechos humanos y las libertades fundamentales en 

igualdad de condiciones con el hombre" (artículo 3). 

En los 14 artículos subsiguientes se detalla el programa en pro de la igualdad. La 

Convención se concentra en tres aspectos de la situación de la mujer. Por una 

parte, el de los derechos civiles y la condición jurídica y social de la mujer, que 

se abordan pormenorizadamente. Pero además, y a diferencia de otros tratados 

de derechos humanos, la Convención se ocupa de los que tienen que ver con la 

reproducción humana y con las consecuencias de los factores culturales en las 

relaciones entre los sexos. 

La condición jurídica y social de la mujer recibe la más amplia atención. Desde 

la aprobación en 1952 de la Convención sobre los Derechos Políticos de la 

Mujer no ha cejado el interés por los derechos fundamentales de la mujer en 

cuanto a su participación en la vida política. De ahí que disposiciones sobre este 

particular se hayan vuelto a incluir en el artículo 7 de la presente convención, 

que garantiza a la mujer el derecho al voto, a ocupar cargos públicos y a ejercer 

funciones públicas. También se estipula la igualdad de derechos de la mujer para 

garantizarle la oportunidad de representar a su país en el plano internacional 

(articulo 8). La Convención sobre la Nacionalidad de la Mujer Casada, aprobada 

en 1957, se tiene en cuenta en el artículo 9, que establece el derecho de la mujer 

a mantener su nacionalidad, independientemente de su estado civil. De esta 

manera la Convención destaca el hecho de que la condición jurídica de la mujer, 

en lugar de ser fijada en función del reconocimiento de la mujer como persona 

por derecho propio, con frecuencia se ha vinculado al matrimonio, lo que hace 

que su nacionalidad dependa de la de su esposo. En los artículos 10, 11 y 13 se 

establece el derecho de la mujer al acceso sin discriminación a, respectivamente, 

la educación, el empleo y las actividades económicas y sociales. Este derecho 

recibe especial atención en el caso de la mujer de las zonas rurales, cuya 

particular lucha y vital contribución económica merecen, como se indica en el 

artículo 14, más atención en la etapa de planificación de políticas. En el artículo 

15 se reconoce la plena igualdad de la mujer en materias civiles y comerciales, y 

se dispone que todo instrumento que tienda a limitar su capacidad jurídica al 

respecto "se considerará nulo". Por último, en el artículo 16, la Convención 

aborda nuevamente la cuestión del matrimonio y las relaciones familiares y 

establece la igualdad de derechos y obligaciones de la mujer y el hombre en lo 

tocante a la selección del cónyuge, la paternidad, los derechos personales y la 

posesión de bienes. 

Aparte de las cuestiones de derechos civiles, la Convención también dedica 

suma atención a una preocupación de importancia vital para la mujer, a saber, el 

derecho de procreación. En el preámbulo se dicta la pauta al afirmarse que "el 

papel de la mujer en la procreación no debe ser causa de discriminación". El 

vínculo entre la discriminación y la función procreadora de la mujer es una 

cuestión que se refleja constantemente en la Convención. Por ejemplo, el 

artículo 5 aboga por "una comprensión adecuada de la maternidad como función 

social", lo que requiere que ambos sexos compartan plenamente la 

responsabilidad de criar los hijos. En consecuencia, las disposiciones relativas a 

la protección de la maternidad y el cuidado de los hijos se proclaman como 
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derechos esenciales y se incorporan en todas las esferas que abarca la 

Convención, ya traten éstas del empleo, el derecho de familiar la atención de la 

salud o la educación. La obligación de la sociedad se extiende a la prestación de 

servicios sociales, en especial servicios de guardería, que permitan a los padres 

combinar sus responsabilidades familiares con el trabajo y participar en la vida 

pública. Se recomiendan medidas especiales para la protección de la maternidad 

que "no se considerará discriminación" (artículo 4). Cabe destacar que la 

Convención, que también establece el derecho de la mujer a decidir en cuanto a 

la reproducción, es el único tratado de derechos humanos que menciona la 

planificación de la familia. Los Estados Partes tienen la obligación de incluir en 

el proceso educativo asesoramiento sobre planificación de la familia (artículo 10 

h)) y de crear códigos sobre la familia que garanticen el derecho de las mujeres 

"a decidir libre y responsablemente el número de sus hijos y el intervalo entre 

los nacimientos y a tener acceso a la información, la educación y los medios que 

les permitan ejercer estos derechos" (artículo 16 e)). 

El tercer cometido general de la Convención es el de ampliar la interpretación 

del concepto de los derechos humanos mediante el reconocimiento formal del 

papel desempeñado por la cultura y la tradición en la limitación del ejercicio por 

la mujer de sus derechos fundamentales. La cultura y la tradición se manifiestan 

en estereotipos, hábitos y normas que originan las múltiples limitaciones 

jurídicas, políticas y económicas al adelanto de la mujer. Reconociendo eso 

relación, en el preámbulo de la Convención se destaca "que para lograr la plena 

igualdad entre el hombre y la mujer es necesario modificar el papel tradicional 

tanto del hombre como de la mujer en la sociedad y en la familia". En 

consecuencia, los Estados Partes están obligados a coadyuvar a la modificación 

de los patrones socioculturales de conducta de hombres y mujeres para eliminar 

"los prejuicios y las prácticas consuetudinarias y de cualquier otra índole que 

estén basados en la idea de la inferioridad o superioridad de cualquiera de los 

sexos o en funciones estereotipadas de hombres y mujeres" (artículo 5). El 

artículo 10 c) estipula la modificación de los libros, programas escolares y 

métodos de enseñanza para eliminar los conceptos estereotipados en la esfera de 

la educación. Por último, todas las disposiciones de la Convención que afirman 

la igualdad de responsabilidades de ambos sexos en la vida familiar e iguales 

derechos con respecto a la educación y al empleo atacan enérgicamente los 

patrones culturales que definen el ámbito público como un mundo masculino y 

la esfera doméstica como el dominio de la mujer. En suma, la Convención 

proporciona un marco global para hacer frente a las diversas fuerzas que han 

creado y mantenido la discriminación basada en el sexo. 

El Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer se encarga 

de velar por la aplicación de la Convención. El mandato del Comité y la 

aplicación del tratado se definen en los artículos 17 a 30 de la Convención. El 

Comité está compuesto de 23 expertos "de gran prestigio moral y competencia 

en la esfera abarcada par la Convención", nombrados por sus gobiernos y 

elegidos por los Estados Partes a título personal. 

Se prevé que los Estados Partes presenten al Comité, por lo menos cada cuatro 

años, un informe sobre las medidas que hayan adoptado para hacer efectivas las 

disposiciones de la Convención. Durante su período anual de sesiones los 
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miembros del Comité examinan esos informes con los representantes de los 

gobiernos y consideran de consuno las esferas que requieren nuevas medidas 

nacionales. El Comité también hace recomendaciones de carácter general a los 

Estados Partes sobre aspectos relativos a la eliminación de la discriminación 

contra la mujer. 

A continuación se reproduce el texto integro de la Convención. 

****************************************************************

************ 

CONVENCION SOBRE LA ELIMINACION DE TODAS LAS FORMAS 

DE DISCRIMINACION CONTRA LA MUJER 

****************************************************************

************ 

Los Estados Partes en la presente Convención, 

Considerando que la Carta de las Naciones Unidas reafirma la fe en los derechos 

fundamentales del hombre, en la dignidad y el valor de la persona humana y en 

la igualdad de derechos del hombre y la mujer, 

Considerando que la Declaración Universal de Derechos Humanos reafirma el 

principio de la no discriminación y proclama que todos los seres humanos nacen 

libres e iguales en dignidad y derechos y que toda persona puede invocar todos 

los derechos y libertades proclamados en esa Declaración, sin distinción alguna 

y, por ende, sin distinción de sexo, 

Considerando que los Estados Partes en los Pactos Internacionales de Derechos 

Humanos tienen la obligación de garantizar al hombre y la mujer la igualdad en 

el goce de todos los derechos económicos, sociales, culturales, civiles y 

políticos, 

Teniendo en cuenta las convenciones internacionales concertadas bajo los 

auspicios de las Naciones Unidas y de los organismos especializados para 

favorecer la igualdad de derechos entre el hombre y la mujer, 

Teniendo en cuenta asimismo las resoluciones, declaraciones y recomendaciones 

aprobadas por las Naciones Unidas y los organismos especializados para 

favorecer la igualdad de derechos entre el hombre y la mujer, 

Preocupados, sin embargo, al comprobar que a pesar de estos diversos 

instrumentos las mujeres siguen siendo objeto de importantes discriminaciones, 

Recordando que la discriminación contra la mujer viola los principios de la 

igualdad de derechos y del respeto de la dignidad humana, que dificulta la 

participación de la mujer, en las mismas condiciones que el hombre, en la vida 

política, social, económica y cultural de su país, que constituye un obstáculo 
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para el aumento del bienestar de la sociedad y de la familia y que entorpece el 

pleno desarrollo de las posibilidades de la mujer para prestar servicio a su país y 

a la humanidad, 

Preocupados par el hecho de que en situaciones de pobreza la mujer tiene un 

acceso mínimo a la alimentación, la salud, la enseñanza, la capacitación y las 

oportunidades de empleo, así como a la satisfacción de otras necesidades, 

Convencidos de que el establecimiento del nuevo orden económico internacional 

basado en la equidad y la justicia contribuirá significativamente a la promoción 

de la igualdad entre el hombre y la mujer, 

Subrayando que la eliminación del apartheid, de todas las formas de racismo, de 

discriminación racial, colonialismo, neocolonialismo, agresión, ocupación y 

dominación extranjeras y de la injerencia en los asuntos internos de los Estados 

es indispensable para el disfrute cabal de los derechos del hombre y de la mujer, 

Afirmando que el fortalecimiento de la paz y la seguridad internacionales, el 

alivio de la tensión internacional, la cooperación mutua entre todos los Estados 

con independencia de sus sistemas económicos y sociales, el desarme general y 

completo y, en particular, el desarme nuclear bajo un control internacional 

estricto y efectivo, la afirmación de los principios de la justicia, la igualdad y el 

provecho mutuo en las relaciones entre países y la realización del derecho de los 

pueblos sometidos a dominación colonial y extranjera o a ocupación extranjera a 

la libre determinación y la independencia, así como el respeto de la soberanía 

nacional y de la integridad territorial, promoverán el progreso y el desarrollo 

sociales y, en consecuencia, contribuirán al logro de la plena igualdad entre el 

hombre y la mujer, 

Convencidos de que la máximo participación de la mujer, en igualdad de 

condiciones con el hombre, en todos los campos, es indispensable para el 

desarrollo pleno y completo de un país, el bienestar del mundo y la causa de la 

paz, 

Teniendo presente el gran aporte de la mujer al bienestar de la familia y al 

desarrollo de la sociedad, hasta ahora no plenamente reconocido, la importancia 

social de la maternidad y la función de los padres en la familia y en la educación 

de los hijos, y conscientes de que el papel de la mujer en la procreación no debe 

ser causa de discriminación sino que la educación de los niños exige la 

responsabilidad compartida entre hombres y mujeres y la sociedad en su 

conjunto, 

Reconociendo que para lograr la plena igualdad entre el hombre y la mujer es 

necesario modificar el papel tradicional tanto del hombre como de la mujer en la 

sociedad y en la familia, 

Resueltos a aplicar los principios enunciados en la Declaración sobre la 

eliminación de la discriminación contra la mujer y, para ello, a adoptar las 

medidas necesarias a fin de suprimir esta discriminación en todas sus formas y 

manifestaciones, 
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Han convenido en lo siguiente: 

PARTE I 

Artículo 1 

A los efectos de la presente Convención, la expresión "discriminación contra la 

mujer" denotará toda distinción, exclusión a restricción basada en el sexo que 

tenga por objeto o por resultado menoscabar o anular el reconocimiento, goce o 

ejercicio por la mujer, independientemente de su estado civil, sobre la base de la 

igualdad del hombre y la mujer, de los derechos humanos y las libertades 

fundamentales en las esferas política, económica, social, cultural y civil o en 

cualquier otra esfera. 

 

Artículo 2 

Los Estados Partes condenan la discriminación contra la mujer en todas sus 

formas, convienen en seguir, por todos los medios apropiados y sin dilaciones, 

una política encaminada a eliminar la discriminación contra la mujer y, con tal 

objeto, se comprometen a: 

a) Consagrar, si aún no lo han hecho, en sus constituciones nacionales y en 

cualquier otra legislación apropiada el principio de la igualdad del hombre y de 

la mujer y asegurar por ley u otros medios apropiados la realización práctica de 

ese principio; 

b) Adoptar medidas adecuadas, legislativas y de otro carácter, con las sanciones 

correspondientes, que prohíban toda discriminación contra la mujer; 

c) Establecer la protección jurídica de los derechos de la mujer sobre una base 

de igualdad con los del hombre y garantizar, por conducto de los tribunales 

nacionales o competentes y de otras instituciones públicas, la protección efectiva 

de la mujer contra todo acto de discriminación; 

d) Abstenerse de incurrir en todo acto a práctica de discriminación contra la 

mujer y velar porque las autoridades e instituciones públicas actúen de 

conformidad con esta obligación; 

e) Tomar todas las medidas apropiadas para eliminar la discriminación contra la 

mujer practicada por cualesquiera personas, organizaciones o empresas; 

f) Adaptar todos las medidas adecuadas, incluso de carácter legislativo, para 

modificar o derogar leyes, reglamentos, usos y prácticas que constituyan 

discriminación contra la mujer; 

g) Derogar todas las disposiciones penales nacionales que constituyan 

discriminación contra la mujer. 
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Articulo 3 

Los Estados Partes tomarán en todas las esferas, y en particular en las esferas 

política, social, económica y cultural, todas las medidas apropiadas, incluso de 

carácter legislativo, para asegurar el pleno desarrollo y adelanto de la mujer, con 

el objeto de garantizarle el ejercicio y el goce de los derechos humanos y las 

libertades fundamentales en igualdad de condiciones con el hombre. 

 

Articulo 4 

1. La adopción por los Estados Partes de medidas especiales de carácter 

temporal encaminadas a acelerar la igualdad de facto entre el hombre y la mujer 

no se considerará discriminación en la forma definida en la presente 

Convención, pero de ningún modo entrañará, como consecuencia, el 

mantenimiento de normas desiguales o separadas; estas medidas cesarán cuando 

se hayan alcanzado los objetivos de igualdad de oportunidad y trato. 

2. La adopción por los Estados Partes de medidas especiales, incluso las 

contenidas en la presente Convención, encaminadas a proteger la maternidad no 

se considerará discriminatoria. 

 

Articulo 5 

Los Estados Partes tomarán todas las medidas apropiadas para: 

a) Modificar los patrones socioculturales de conducta de hombres y mujeres, con 

miras a alcanzar la eliminación de los prejuicios y las prácticas consuetudinarias 

y de cualquier otra índole que estén basados en la idea de la inferioridad o 

superioridad de cualquiera de los sexos o en funciones estereotipadas de 

hombres y mujeres; 

b) Garantizar que la educación familiar incluya una comprensión adecuada de la 

maternidad como función social y el reconocimiento de la responsabilidad 

común de hombres y mujeres en cuanto a la educación y al desarrollo de sus 

hijos, en la inteligencia de que el interés de los hijos constituirá la consideración 

primordial en todos los casos. 

 

Artículo 6 

Los Estados Partes tomarán todas las medidas apropiadas, incluso de carácter 

legislativo, para suprimir todas las formas de trata de mujeres y explotación de 

la prostitución de la mujer.  
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PARTE II 

Artículo 7 

Los Estados Partes tomarán todas las medidas apropiadas para eliminar la 

discriminación contra la mujer en la vida política y pública del país y, en 

particular, garantizando, en igualdad de condiciones con los hombres el derecho 

a: 

a) Votar en todas las elecciones y referéndums públicos y ser elegibles para 

todos los organismos cuyos miembros sean objeto de elecciones públicas; 

b) Participar en la formulación de las políticas gubernamentales y en la 

ejecución de éstas, y ocupar cargos públicos y ejercer todas las funciones 

públicas en todos los planos gubernamentales; 

c) Participar en organizaciones y asociaciones no gubernamentales que se 

ocupen de la vida pública y política del país. 

 

Artículo 8 

Los Estados Partes tomarán todas las medidas apropiadas para garantizar a la 

mujer, en igualdad de condiciones con el hombre y sin discriminación alguna, la 

oportunidad de representar a su gobierno en el plano internacional y de 

participar en la labor de las organizaciones internacionales. 

 

Artículo 9 

1. Los Estados Partes otorgarán a las mujeres iguales derechos que a los 

hombres para adquirir, cambiar o conservar su nacionalidad. Garantizarán en 

particular, que ni el matrimonio con un extranjero ni el cambio de nacionalidad 

del marido durante el matrimonio cambien automáticamente la nacionalidad de 

la esposa, la conviertan en apátrida o la obliguen a adoptar la nacionalidad del 

cónyuge. 

2. Los Estados Partes otorgarán a la mujer los mismos derechos que al hombre 

con respecto a la nacionalidad de sus hijos. 

  

PARTE III 

Artículo 10 

Los Estados Partes adoptarán todas las medidas apropiadas para eliminar la 

discriminación contra la mujer, a fin de asegurarle la igualdad de derechos con el 
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hombre en la esfera de la educación y en particular para asegurar, en condiciones 

de igualdad entre hombres y mujeres: 

a) Las mismas condiciones de orientación en materia de carreras y capacitación 

profesional, acceso a los estudios y obtención de diplomas en las instituciones de 

enseñanza de todas las categorías, tanto en zonas rurales como urbanas; esta 

igualdad deberá asegurarse en la enseñanza preescolar, general, técnica y 

profesional, incluida la educación técnica superior, así como en todos los tipos 

de capacitación profesional; 

b) Acceso a los mismos programas de estudios y los mismos exámenes, personal 

docente del mismo nivel profesional y locales y equipos escolares de la misma 

calidad; 

c) La eliminación de todo concepto estereotipado de los papeles masculino y 

femenino en todos los niveles y en todas las formas de enseñanza, mediante el 

estímulo de la educación mixta y de otros tipos de educación que contribuyan a 

lograr este objetivo y, en particular, mediante la modificación de los libros y 

programas escolares y la adaptación de los métodos en enseñanza. 

d) Las mismas oportunidades para la obtención de becas y otras subvenciones 

para cursar estudios; 

e) Las mismas oportunidades de acceso a los programas de educación 

complementaria, incluidos los programas de alfabetización funcional y de 

adultos, con miras en particular a reducir lo antes posible la diferencia de 

conocimientos existentes entre el hombre y la mujer; 

f) La reducción de la tasa de abandono femenino de los estudios y la 

organización de programas para aquellas jóvenes y mujeres que hayan dejado 

los estudios prematuramente; 

g) Las mismas oportunidades para participar activamente en el deporte y la 

educación física; 

h) Acceso al material informativo específico que contribuya a asegurar la salud y 

el bienestar de la familia. 

 

Artículo 11 

1. Los Estados Partes adoptarán todas las medidas apropiadas para eliminar la 

discriminación contra la mujer en la esfera del empleo a fin de asegurar, en 

condiciones de igualdad entre hombres y mujeres, los mismos derechos, en 

particular: 

  

a. El derecho al trabajo como derecho inalienable de todo ser humano;  
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b. El derecho a las mismas oportunidades de empleo, inclusive a la 

aplicación de los mismos criterios de selección de cuestiones de empleo;  

c. El derecho a elegir libremente profesión y empleo, el derecho al ascenso, 

a la estabilidad en el empleo y a todas las prestaciones y otras 

condiciones de servicio, y el derecho al acceso a la formación profesional 

y al readiestramiento, incluido el aprendizaje, la formación profesional y 

el adiestramiento periódico;  

d. El derecho a igual remuneración, inclusive prestaciones, y a igualdad de 

trato con respecto a un trabajo de igual valor, así como a igualdad de 

trato con respecto a la evaluación de la calidad de trabajo;  

e. El derecho a la seguridad social, en particular en casos de jubilación, 

desempleo, enfermedad, invalidez, vejez u otra incapacidad para trabajar, 

así como el derecho a vacaciones pagadas;  

f. El derecho a la protección de la salud y a la seguridad en las condiciones 

de trabajo, incluso la salvaguardia de la función de reproducción.  

2. A fin de impedir la discriminación contra la mujer por razones de matrimonio 

o maternidad y asegurar la efectividad de su derecho a trabajar, los Estados 

Partes tomarán medidas adecuadas para: 

a. Prohibir, bajo pena de sanciones, el despido por motivo de embarazo o 

licencia de maternidad y la discriminación en los despidos sobre la base 

de estado civil;  

b. Implantar la licencia de maternidad con sueldo pagado o con prestaciones 

sociales comparables sin pérdida del empleo previo, la antigüedad o 

beneficios sociales;  

c. Alentar el suministro de los servicios sociales de apoyo necesarios para 

permitir que los padres combinen las obligaciones para con la familia 

con las responsabilidades del trabajo y la participación en la vida 

pública, especialmente mediante el fomento de la creación y desarrollo 

de una red de servicios destinados al cuidado de los niños;  

d. Prestar protección especial a la mujer durante el embarazo en los tipos de 

trabajos que se haya probado puedan resultar perjudiciales para ella.  

3. La legislación protectora relacionada con las cuestiones comprendidas en este 

artículo será examinada periódicamente a la luz de los conocimientos científicos 

y tecnológicos y será revisada, derogada o ampliada según corresponda. 

 

Artículo 12 

1. Los Estados Partes adoptarán todas las medidas apropiadas para eliminar la 

discriminación contra la mujer en la esfera de la atención médica a fin de 

asegurar, en condiciones de igualdad entre hombres y mujeres, el acceso a 

servicios de atención médica, inclusive los que se refieren a la planificación de 

la familia. 

2. Sin perjuicio de lo dispuesto en el párrafo 1 supra, los Estados Partes 

garantizarán a la mujer servicios apropiados en relación con el embarazo, el 
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parto y el período posterior al parto, proporcionando servicios gratuitos cuando 

fuere necesario y le asegurarán una nutrición adecuada durante el embarazo y la 

lactancia. 

 

Artículo 13 

Los Estados Partes adoptarán todas las medidas apropiadas para eliminar la 

discriminación contra la mujer en otras esferas de la vida económica y social a 

fin de asegurar, en condiciones de igualdad entre hombres y mujeres, los 

mismos derechos, en particular: 

a. El derecho a prestaciones familiares;  

b. El derecho a obtener préstamos bancarios, hipotecas y otras formas de 

crédito financiero;  

c. El derecho a participar en actividades de esparcimiento, deportes y en 

todos los aspectos de la vida cultural.  

 

Artículo 14 

1. Los Estados Partes tendrán en cuenta los problemas especiales a que hace 

frente la mujer rural y el importante papel que desempeña en la supervivencia 

económica de su familia, incluido su trabajo en los sectores no monetarios de la 

economía, y tomarán todas las medidas apropiadas para asegurar la aplicación de 

las disposiciones de la presente Convención a la mujer de las zonas rurales. 

2. Los Estados Partes adoptarán todas las medidas apropiadas para eliminar la 

discriminación contra la mujer en las zonas rurales a fin de asegurar, en 

condiciones de igualdad entre hombres y mujeres, su participación en el 

desarrollo rural y en sus beneficios, y en particular le asegurarán el derecho a: 

a. Participar en la elaboración y ejecución de los planes de desarrollo a 

todos los niveles;  

b. Tener acceso a servicios adecuados de atención médica, inclusive 

información, asesoramiento y servicios en materia de planificación de la 

familia;  

c. Beneficiarse directamente de los programas de seguridad social;  

d. Obtener todos los tipos de educación y de formación, académica y no 

académica, incluidos los relacionados con la alfabetización funcional, así 

como, entre otros, los beneficios de todos los servicios comunitarios y de 

divulgación a fin de aumentar su capacidad técnica;  

e. Organizar grupos de autoayuda y cooperativas a fin de obtener igualdad 

de acceso a las oportunidades económicas mediante el empleo por cuenta 

propia o por cuenta ajena;  

f. Participar en todas las actividades comunitarias;  
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g. Obtener acceso a los créditos y préstamos agrícolas, a los servicios de 

comercialización y a las tecnologías apropiadas, y recibir un trato igual 

en los planes de reforma agraria y de reasentamiento;  

h. Gozar de condiciones de vida adecuadas, particularmente en las esferas 

de la vivienda, los servicios sanitarios, la electricidad y el abastecimiento 

de agua, el transporte y las comunicaciones.  

Parte IV 

Artículo 15 

1. Los Estados Partes reconocerán a la mujer la igualdad con el hombre ante la 

ley. 

2. Los Estado Partes reconocerán a la mujer, en materias civiles, una capacidad 

jurídica idéntica a la del hombre y las mismas oportunidades para el ejercicio de 

esa capacidad. En particular, le reconocerán a la mujer iguales derechos para 

firmar contratos y administrar bienes y le dispensarán un trato igual en todas las 

etapas del procedimiento en las cortes de justicia y los tribunales. 

3. Los Estados Partes convienen en que todo contrato o cualquier otro 

instrumento privado con efecto jurídico que tienda a limitar la capacidad jurídica 

de la mujer se considerará nulo. 

4. Los Estados Partes reconocerán al hombre y a la mujer los mismos derechos 

con respecto a la legislación relativa al derecho de las personas a circular 

libremente y a la libertad para elegir su residencia y domicilio. 

 

Artículo 16 

1. Los Estados Partes adoptarán todas las medidas adecuadas para eliminar la 

discriminación contra la mujer en todos los asuntos relacionados con el 

matrimonio y las relaciones familiares y, en particular, asegurarán, en 

condiciones de igualdad entre hombres y mujeres: 

a. El mismo derecho para contraer matrimonio;  

b. El mismo derecho para elegir libremente cónyuge y contraer matrimonio 

sólo por su libre albedrío y su pleno consentimiento;  

c. Los mismos derechos y responsabilidades durante el matrimonio y con 

ocasión de su disolución;  

d. Los mismos derechos y responsabilidades como progenitores, cualquiera 

que sea su estado civil, en materias relacionadas con sus hijos; en todos 

los casos, los intereses de los hijos serán la consideración primordial;  

e. Los mismos derechos a decidir libre y responsablemente el número de 

sus hijos y el intervalo entre los nacimientos y a tener acceso la 

información, la educación y los medios que les permitan ejercer estos 

derechos;  
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f. Los mismos derechos y responsabilidades respecto de la tutela, curatela, 

custodia y adopción de los hijos, o instituciones análogas cuando quiera 

que estos conceptos existan en la legislación nacional; en todos los casos, 

los intereses de los hijos serán la consideración primordial;  

g. Los mismos derechos personales como marido y mujer, entre ellos el 

derecho a elegir apellido, profesión y ocupación;  

h. Los mismos derechos a cada uno de los cónyuges en materia de 

propiedad, compras, gestión, administración, goce y disposición de los 

bienes, tanto a título gratuito como oneroso.  

2. No tendrán ningún efecto jurídico los esponsales y el matrimonio de niños y 

se adoptarán todas las medidas necesarias, incluso de carácter legislativo, para 

fijar una edad mínima para la celebración del matrimonio y hacer obligatoria la 

inscripción del matrimonio en un registro oficial. 

 

Artículo 17 

1. Con el fin de examinar los progresos realizados en la aplicación de la presente 

Convención, se establecerá un Comité para la Eliminación de la Discriminación 

contra la Mujer (denominado en adelante el Comité) compuesto, en el momento 

de la entrada en vigor de la Convención, de dieciocho y, después de su 

ratificación o adhesión por el trigésimo quinto Estado Parte, de veintitrés 

expertos de gran prestigio moral y competencia en la esfera abarcada por la 

Convención. Los expertos serán elegidos por los Estados Partes entre sus 

nacionales, y ejercerán sus funciones a título personal; se tendrán en cuenta una 

distribución geográfica equitativa y la representación de las diferentes formas de 

civilización, así como los principales sistemas jurídicos. 

2. Los miembros de Comité serán elegidos en votación secreta de una lista de 

personas designadas por los Estados Partes. Cada uno de los Estados Partes 

podrá designar una persona entre sus propios nacionales. 

3. La elección inicial se celebrará seis meses después de la fecha de entrada en 

vigor de la presente Convención. Al menos tres meses antes de la fecha de cada 

elección, el Secretario General de las Naciones Unidas dirigirá una carta a los 

Estados Partes invitándolos a presentar sus candidaturas en un plazo de dos 

meses. El Secretario General preparará una lista por orden alfabético de todas las 

personas designadas de este modo, indicando los Estados Partes que las han 

designado, y la comunicará a los Estados Partes. 

4. Los miembros de Comité serán elegidos en una reunión de los Estados Partes 

que será convocada por el Secretario General y se celebrará en la Sede de as 

Naciones Unidas. En esta reunión, para la cual formarán quórum dos tercios de 

los Estados Partes, se considerarán elegidos para el Comité los candidatos que 

obtengan el mayor número de votos y la mayoría absoluta de los votos de los 

representantes de los Estados Partes presentes y votantes.  
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5. Los miembros de Comité serán elegidos por cuatro años. No obstante, el 

mandato de nueve de los miembros elegidos en la primera elección expirará al 

cabo de dos años; inmediatamente después de la primera elección el Presidente 

del Comité designará por sorteo los nombres de esos nueve miembros. 

6. La elección de los cinco miembros adicionales del Comité se celebrará de 

conformidad con lo dispuesto en los párrafos 2, 3 y 4 del presente artículo, 

después de que el trigésimo quinto Estado Parte haya ratificado la Convención o 

se haya adherido a ella. El mandado de dos de los miembros adicionales 

elegidos en esta ocasión, cuyos nombres designará por sorteo el Presidente de 

Comité, expirará al cabo de dos años. 

7. Para cubrir las vacantes imprevistas, el Estado Parte cuyo experto haya cesado 

en sus funciones como miembro del Comité designará entre sus nacionales a 

otro experto a reserva de la aprobación del Comité. 

8. Los miembros del Comité, previa aprobación de la Asamblea General, 

percibirán emolumentos de los fondos de las Naciones Unidas en la forma y 

condiciones que la Asamblea determine, teniendo en cuenta la importancia de 

las funciones del Comité. 

9. El Secretario General de las Naciones Unidas proporcionará el personal y los 

servicios necesarios para el desempeño eficaz de las funciones del Comité en 

virtud de la presente Convención. 

 

Artículo 18 

1. Los Estados Partes se comprometen a someter al Secretario General de las 

Naciones Unidas, para que lo examine el Comité, un informe sobre las medidas 

legislativas, judiciales, administrativas o de otra índole que hayan adoptado para 

hacer efectivas las disposiciones de la presente Convención y sobre los 

progresos realizados en este sentido: 

a. En el plazo de un año a partir de la entrada en vigor de la Convención 

para el Estado de que se trate; y  

b. En lo sucesivo por lo menos cada cuatro años y, además, cuando el 

Comité lo solicite.  

2. Se podrán indicar en los informes los factores y las dificultades que afecten al 

grado de cumplimiento de las obligaciones impuestas por la presente 

Convención. 

 

Artículo 19 

1. El comité aprobará su propio reglamento.  

2. El comité elegirá su Mesa por un período dos años.  
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Artículo 20 

1. El comité se reunirá normalmente todos los años por un período que no 

exceda de dos semanas para examinar los informes que se le presenten de 

conformidad con el artículo 18 de la presente Convención. 

2. Las reuniones del Comité se celebrarán normalmente en la Sede de las 

Naciones Unidas o en cualquier otro sitio conveniente que determine el Comité. 

 

Artículo 21 

1. El comité, por conducto del Consejo Económico y Social, informará 

anualmente a la Asamblea General de las Naciones Unidas sobre sus actividades 

y podrá hacer sugerencias y recomendaciones de carácter general basados en el 

examen de los informes y de los datos transmitidos por los Estados Partes. Estas 

sugerencias y recomendaciones de carácter general se incluirán en el informe del 

Comité junto con las observaciones, si las hubiere, de los Estados Partes. 

2. El Secretario General transmitirá los informes del Comité a la Comisión de la 

Condición Jurídica y Social de la Mujer para su información. 

 

Artículo 22 

Los organismos especializados tendrán derecho a estar representados en el 

examen de la aplicación de las disposiciones de la presente Convención que 

correspondan a la esfera de sus actividades. El Comité podrá invitar a los 

organismos especializados a que presenten informes sobre la aplicación de la 

Convención en las áreas que correspondan a la esfera de sus actividades. 

PARTE VI 

Artículo 23 

Nada de lo dispuesto en la presente Convención afectará a disposición alguna 

que sea más conducente al logro de la igualdad entre hombres y mujeres y que 

pueda formar de: 

a. La legislación de un Estado Parte; o  

b. Cualquier otra convención, tratado o acuerdo internacional vigente en ese 

Estado.  

 

Artículo 24 
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Los Estados Partes se comprometen a adoptar todas las medidas necesarias en el 

ámbito nacional para conseguir la plena realización de los derechos reconocidos 

en la presente Convención. 

 

Artículo 25 

1. La presente Convención estará abierta a la firma de todos los Estados. 

2. Se designa al Secretario General de las Naciones Unidas depositario de la 

presente Convención. 

3. La presente Convención está sujeta a ratificación. Los instrumentos de 

ratificación se depositarán en poder del Secretario General de las Naciones 

Unidas. 

4. La presente Convención estará abierta a la adhesión de todos los Estados. La 

adhesión se efectuará depositando un instrumento de adhesión en poder del 

Secretario General de las Naciones Unidas. 

 

Artículo 26 

1. En cualquier momento, cualquiera de los Estados Partes podrá formular una 

solicitud de revisión de la presente Convención mediante comunicación escrita 

dirigida al Secretario General de las Naciones Unidas. 

2. La Asamblea General de las Naciones Unidas decidirá las medidas que, en su 

caso, hayan de adoptarse en lo que respecta a esa solicitud. 

 

Artículo 27 

1. La presente Convención entrará en vigor el trigésimo día a partir de la fecha 

en que haya sido depositado en poder del Secretario General de las Naciones 

Unidas el vigésimo instrumento de ratificación o de adhesión. 

2. Para cada Estado que ratifique la Convención o se adhiera a ella después de 

haber sido depositado el vigésimo instrumento de ratificación o de adhesión, la 

Convención entrará en vigor el trigésimo día a partir de la fecha en que tal 

Estado haya depositado su instrumento de ratificación o adhesión. 

 

Artículo 28 
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1. El Secretario General de las Naciones Unidas recibirá y comunicará a todos 

los Estados el texto de las reservas formuladas por los Estados en el momento de 

la ratificación o de la adhesión. 

2. No se aceptará ninguna reserva incompatible con el objeto y el propósito de la 

presente Convención. 

3. Toda reserva podrá ser retirada en cualquier momento por medio de una 

notificación a estos efectos dirigida al Secretario General de las Naciones 

Unidas, quien informará de ello a todos los Estados. Esta notificación surtirá 

efecto en la fecha de su recepción. 

 

Artículo 29 

1. Toda controversia que surja entre dos o más Estados Partes con respecto a la 

interpretación o aplicación de la presente Convención que no se solucione 

mediante negociaciones se someterá al arbitraje a petición de uno de ellos. Si en 

el plazo de seis meses contados a partir de la fecha de presentación de solicitud 

de arbitraje las partes no consiguen ponerse de acuerdo sobre la forma del 

mismo, cualquiera de las partes podrá someter la controversia a la Corte 

Internacional de Justicia, mediante una solicitud presentada de conformidad con 

el Estatuto de la Corte. 

2. Todo Estado Parte, en el momento de la firma o ratificación de la presente 

Convención o de su adhesión a la misma, podrá declarar que no se considera 

obligado por el párrafo 1 del presente artículo. Los demás Estados Partes no 

estarán obligados por ese párrafo ante ningún Estado Parta que haya formulado 

esa reserva. 

3. Todo Estado Parte que haya formulado la reserva prevista en el párrafo 2 del 

presente artículo podrá retirarla en cualquier momento notificándolo al 

Secretario General de las Naciones Unidas. 

 

Artículo 30 

La presente Convención, cuyos textos en árabe, chino, español, francés, inglés y 

ruso son igualmente auténticos, se depositará en poder del Secretario General de 

las Naciones Unidas. 
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